
ASISTENCIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MIGUEL ANGEL GRANADOS CHAPA

El Presidente solicita guardar minuto de silencio en memoria del periodista y cro-
nista de esta Cámara, Miguel Angel Granados Chapa, fallecido el pasado domin-
go 16 del presente mes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

Desde sus curules realizan comentarios:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Felipe Solís Acero. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Armando Ríos Piter. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTA DE LA SESION ANTERIOR. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISIONES LEGISLATIVAS

Dos oficios de la Junta de Coordinación Política por los que comunica cambios de
integrantes en los Grupos de Amistad de México con: Austria; Belice; Bolivia;
Canadá; Chipre; España; Emiratos Arabes Unidos; Eslovenia; Guatemala; India;
Jamaica; Noruega; Nueva Zelanda; Paraguay; Polonia; República Saharaui; Santa
Lucía y países del Caricom; Venezuela; y con Vietnam; así como cambios de inte-
grantes en las Comisiones de: Asuntos Indígenas, y de Trabajo y Previsión Social.

Desde su curul el diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega, rea-
liza comentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Son aprobados los oficios presentados, comuníquense. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADO QUE SE REINCORPORA

Comunicación del diputado Raúl Domínguez Rex, con la que informa de su rein-
corporación al cargo de diputado por el II distrito electoral del estado de México.
De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EDUCACION MEDIA SUPERIOR

Oficio de la diputada María Araceli Vázquez Camacho, por el que solicita sea re-
tirada proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la Se-
cretaría de Educación Pública dar cumplimiento al acuerdo 488, por el que se es-
tablecen: el Sistema Nacional de Bachillerato en un marco de diversidad; las
competencias que constituyen el marco curricular común del Sistema Nacional de
Bachillerato, así como las competencias docentes para quienes impartan educa-
ción media superior en la modalidad escolarizada, respectivamente, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 23 de junio de 2009, presentada en la sesión
del pasado día 13 del presente mes. Se retira de la Comisión de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos, para dictamen; y actualícense los registros parlamenta-
rios.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el que remite informa-
ción relativa al pago de las participaciones a las entidades federativas correspon-
diente al mes de septiembre de 2011, desagregada por tipo de fondo de acuerdo,
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efectuando la comparación correspondiente al mes de septiembre 2010. Se remite
a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público, y de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA
PARA LOS TRABAJADORES

Oficio del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, con
el que remite el Informe sobre la situación financiera, patrimonial y operativa del
Instituto al cierre del 2010. Se remite a la Comisión de Vivienda, para su conoci-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA DE FORMACION Y DESARROLLO DE COROS JUVENILES

Oficio de la Secretaría de Educación Pública, con el que remite contestación a
punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del 14 de di-
ciembre de 2010, por el que se exhorta a la Secretaría de Educación Pública a es-
tablecer un programa de formación y desarrollo de coros juveniles y a incremen-
tar las plazas para profesores de educación musical en secundaria. Se remite a la
Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, para su conocimiento. . 

DESARROLLO AGRARIO

Oficio de la Procuraduría Agraria, con el que remite contestación a punto de acuer-
do aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del 23 de marzo pasado, por
el que se exhorta al secretario de la Reforma Agraria y a las entidades sectoriza-
das a emitir y poner en marcha con la mayor brevedad una política de Estado ten-
dente a orientar el desarrollo agrario del país y el ordenamiento territorial. Se re-
mite a la Comisión de Reforma Agraria, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . 

MALTRATO A NIÑOS Y ADOLESCENTES

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del día 4 del presente
mes, relativo a la situación de violencia y maltrato contra las niñas, niños y ado-
lescentes en el país. Se remite a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables,
para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE YUCATAN

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del 8 de septiembre pa-
sado, relativo al presunto desvío de los recursos destinados a la construcción de
100 baños ecológicos en el municipio de Hunucmá, Yucatán. Se remite a la Co-
misión de Desarrollo Social, para su conocimiento.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FERROCARRILES NACIONALES DE MEXICO

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite el informe semestral so-
bre el avance y estado que guarda el proceso de liquidación de Ferrocarriles Na-
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cionales de México, correspondiente al periodo enero-junio de 2011. Se remite a
la Comisión de Transportes, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PERMISO PARA PRESTAR SERVICIOS EN 
REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

Dos oficios de la Secretaría de Gobernación, por el que solicita los permisos cons-
titucionales necesarios para que ochos ciudadanos mexicanos puedan prestar ser-
vicios en diversas representaciones diplomáticas, e informa que tres ciudadanos
han dejado de prestar servicios en diversas representaciones diplomáticas. Se tur-
nan a la Comisión de Gobernación, para su dictamen; y en lo que se refiere a los
tres ciudadanos que dejan de prestar servicios, se remiten a la Comisión de Go-
bernación de la Cámara de Diputados y a la de Senadores, para su conocimiento.

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2012

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de
la Cámara de Diputados a destinar recursos suficientes a la Secretaría de Educa-
ción Pública para la implementación de una campaña permanente contra el mal-
trato escolar, presentada por senadores y senadoras de los grupos parlamentarios
de los Partidos Revolucionario Institucional, de la Revolución Democrática y del
Trabajo. Se remite a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su cono-
cimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AMPARO - LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA
FEDERACION - LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II
DEL ARTICULO 105 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS - 
LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL - 
LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS - 
LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA GENERAL
DE LA REPUBLICA

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto por el que se expide la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103
y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración, de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la
República. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, con opinión de las
Comisiones de Gobernación, y de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, realiza comentarios.
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VOLUMEN II

XVI JUEGOS PANAMERICANOS, GUADALAJARA 2011

Desde su curul el diputado Ignacio Téllez González, comenta sobre la inaugura-
ción de ese evento deportivo el pasado viernes 14. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite iniciativa que adiciona las
fracciones IX y X al artículo 176 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, presen-
tada por el senador Manuel Velasco Coello. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, presentada por senadores de los grupos parla-
mentarios de los Partidos Revolucionario Institucional y Acción Nacional. Se
turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . 

IMPORTACIONES DE MEZCLILLA CHINA

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal, presenta proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al secretario de Economía a emitir la resolución de-
finitiva de la investigación por prácticas desleales en las importaciones de mezcli-
lla china protegiendo a la industria nacional, dentro de los plazos legales y con la
imposición de una cuota compensatoria específica con precio de referencia. . . . . 

Se considera de urgente resolución e intervienen sobre el tema, los diputados:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vidal Llerenas Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luis Enrique Mercado Sánchez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Melchor Sánchez de la Fuente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMARA DE DIPUTADOS

Desde su curul el diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, se refiere al
estacionamiento de la Cámara de Diputados. El Presidente da respuesta.. . . . . . . 

IMPORTACIONES DE MEZCLILLA CHINA

Es aprobado el punto de acuerdo presentado. Comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Economía, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Ley General de Sociedades Mercantiles.. . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LA ECONOMIA SOCIAL Y SOLIDARIA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de las Co-
misiones Unidas de Economía, y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con
proyecto de decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria,
Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Opinión de impacto presupuestario que emite la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública, a la minuta con proyecto de decreto que expide la Ley General de la
Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al
sector social de la economía, enviada por la Cámara de Senadores. . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA COMISION NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

Discusión de dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 29 de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión en lo general y en lo particular, intervienen los diputados:

Claudia Edith Anaya Mota, quien presenta propuesta de modificación. . . . . . . . . 

Alba Leonila Méndez Herrera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Florentina Rosario Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido en lo general y en lo particular.. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se acepta la modificación propuesta por la diputada Claudia Edith Anaya Mota.. 

ESTADO DE NUEVO LEON

Desde su curul el diputado Camilo Ramírez Puente, se refiere a información sobre
el tema de protección civil en esa entidad.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE LA COMISION NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

Es aprobado el dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto que reforma el artículo 29 de la Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos. Pasa a la Cámara de Senadores, para sus efectos constituciona-
les. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD

Discusión de dictamen de las Comisiones Unidas de Juventud y Deporte y de
Equidad y Género, con proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones a
la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado José Francisco Javier Landero Gutiérrez fundamenta el dictamen. . . 

A discusión en lo general, se concede la palabra a los diputados:

Kenia López Rabadán. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pavel Díaz Juárez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido es aprobado. Pasa a la Cámara de Senadores, para sus
efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MIGUEL ANGEL GRANADOS CHAPA

El Presidente solicita guardar minuto de silencio en memoria del periodista y cro-
nista de esta Cámara, Miguel Angel Granados Chapa, fallecido el pasado domin-
go 16 del presente mes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

Discusión de dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que adiciona un párrafo tercero al artículo 60 Bis de la
Ley General de Vida Silvestre. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, se refiere al
diputado Leoncio Alfonso Morán Sánchez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión del dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, participa la diputada María Araceli Vázquez Camacho.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular. Pasa al Ejecutivo federal, para sus efec-
tos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

Discusión de dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma los artículos 65 Bis y 128, y se adicionan los artículos del 65 Bis 1, 65 Bis
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2, 65 Bis 3, 65 Bis 4, 65 Bis 5, 65 Bis 6 y 65 Bis 7 a la Ley Federal de Protección
al Consumidor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para la discusión en lo general, intervienen los diputados:

Daniel Gabriel Avila Ruiz. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ildefonso Guajardo Villarreal desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Susana Hurtado Vallejo, presenta modificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Óscar González Yáñez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido es aprobado en lo general y en lo particular los artícu-
los no reservados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión en lo particular la Secretaría da lectura a reserva de la diputada Susa-
na Hurtado Vallejo, que se acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular con la modificación aceptada, el pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 65 Bis y 128, y adiciona los artículos
65 Bis 1 al Bis 7, a la Ley Federal de Protección al Consumidor. Pasa a la Cáma-
ra de Senadores, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LVIII ANIVERSARIO DEL SUFRAGIO FEMENINO EN MEXICO

Realizan comentarios relativos al LVIII aniversario del sufragio femenino en Mé-
xico, celebrado el pasado día 17 del presente mes, las diputadas:

Laura Arizmendi Campos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Caritina Sáenz Vargas.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Leticia Quezada Contreras. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Margarita Suárez González.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ana Estela Durán Rico.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONDICION GENERAL DEL PAIS

Sobre la condición general del país, los diputados:

Desde su curul el diputado José Ramón Martel López. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Georgina Trujillo Zentella. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Presidencia del diputado 
Emilio Chuayffet Chemor

ASISTENCIA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Pido
a la Secretaría haga del conocimiento de esta Presidencia el
resultado del cómputo de asistencia de diputados.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Se infor-
ma a la Presidencia que existen registrados previamente
307 diputados; por lo tanto, hay quórum.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor (a las
11:00 horas): Se abre la sesión. *

MIGUEL ANGEL GRANADOS CHAPA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: La
Mesa Directiva participa a la asamblea el reciente deceso
de Miguel Ángel Granados Chapa, quien fuera un destacado
periodista mexicano y, además, cronista de esta Cámara.

Expresamos nuestras más sentidas condolencias a su fami-
lia y a sus amigos, e invito a todos los presentes a ponernos
de pie, para guardar un minuto de silencio en su memoria.

(Minuto de silencio)

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectura del
orden del día, en virtud de que se encuentra publicado en la
Gaceta Parlamentaria. Señor diputado Cárdenas Gracia.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Gracias, presidente. Sí, aparentemente y formal-
mente existe quórum, pero materialmente no hay quórum,
presidente. Pero en fin, quiero comentarle respecto a dos
temas; el primero, que tiene que ver con los consejeros
electorales que no ha designado este pleno de la Cámara de
Diputados.

Como usted bien lo sabe, he solicitado por escrito el estu-
dio jurídico correspondiente. Aún no lo he recibido. No sé
si usted tenga alguna noticia sobre ese estudio jurídico, en
torno al procedimiento que se seguirá para designar a los
consejeros electorales del IFE.

Por otra parte, presidente, tres comentarios respecto a la li-
bertad de expresión; hace unos días, dos periodistas del es-
tado de Quintana Roo acudieron a esta Cámara para entre-
vistarse, me imagino que con algunos diputados, entre ellos
conmigo. Se trata de los periodistas Norma Madero y
Agustín Ambriz, que escriben en esta revista que se llama
Luces del Siglo, en donde hicieron revelaciones sobre gas-
tos en imagen del anterior gobernador de Quintana Roo, el
ex gobernador Félix González Canto.

A consecuencia de este reportaje, han sufrido hostigamien-
to por parte de autoridades del estado de Quintana Roo.
Ellos ya acudieron ante la Procuraduría General de la Re-
pública a presentar la denuncia correspondiente, pero es
importante que este pleno conozca de estos hechos, que li-
mitan la libertad de expresión, sobre todo ahora con moti-
vo del homenaje o del minuto de silencio que guardamos
en memoria del periodista Miguel Granados Chapa.

Otro caso tiene que ver con Veracruz, señor presidente, en
donde también —como dio cuenta la prensa recientemen-
te—, dos tuiteros fueron detenidos y procesados en el esta-
do de Veracruz, por informar datos que posiblemente eran
falsos, pero que esa acción limitaba su libertad de expre-
sión.

Pero este asunto es muy relevante, porque tiene que ver
también con la Comisión Nacional de Derechos Humanos;
un grupo de ciudadanos, creo que también los propios tui-
teros, han presentado quejas en contra de autoridades del
gobierno de Veracruz por estos hechos, por estimar que se
vulneró el artículo 13 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos y desde luego, el artículo 6o. de nues-
tra Constitución.

Son hechos que nos preocupan y ojalá la Comisión Nacio-
nal de Derechos Humanos dé entrada a esta queja y la
atienda debidamente, respecto al caso de Veracruz.

Finalmente, presidente, hay un caso federal, que tiene que
ver con la Procuraduría General de la República, con la Se-
cretaría de Gobernación, en donde las autoridades —según
se ha conocido también por información de medios de co-
municación—, mintieron al pueblo de México sobre un po-
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sible atentado que se iba a celebrar o a realizar en el año de
2010, por una persona que presuntamente es somalí y esa
persona pensaba atentar con explosivos contra la Embaja-
da de los Estados Unidos de América en México.

Esa información fue negada por el entonces secretario de
Gobernación, Gómez Mont, por la titular de la SIEDO, hoy
procuradora Maricela Morales, y por las propias autorida-
des de la Secretaría de Marina. Creo que son hechos que
ensombrecen, no solamente la libertad de expresión, sino el
derecho a la información en nuestro país. Es importante
que el pueblo de México, los comunicadores, la prensa y
todos los ciudadanos tengamos acceso a la información y
se garantice plenamente la libertad de expresión en Méxi-
co. Eso es todo, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: En
relación a los tres últimos puntos, se toma nota. En relación
al primero, el estudio jurídico sobre el nombramiento de
los consejeros ayer fue entregado por la Dirección Jurídica
de la Mesa Directiva a la Junta de Coordinación Política,
en manos de cada uno de los presidentes de los grupos par-
lamentarios, para su distribución a los integrantes de cada
uno de ellos.

Tiene la palabra el diputado Porfirio Muñoz Ledo. Sonido
en la curul del licenciado Muñoz Ledo.

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega (desde la curul): Gracias, señor presidente. La-
mento haber llegado después del minuto de silencio, que
esta Cámara —semivacía— dedicó a la memoria de nues-
tro común amigo y compañero Miguel Ángel Granados
Chapa. Ojalá cuando haya quórum podamos repetir el ho-
menaje, porque era un espectáculo en la televisión ver más
que un minuto de silencio, un sepulcro camaral.

Viene a cuento este recordatorio, presidente, en relación
con el último asunto, por el que me permití tomar la pala-
bra. Cuando en 1994 el Instituto Federal Electoral cobró su
autonomía, pero recordará —porque usted estuvo al frente
del mismo—, hicimos una selección muy cuidadosa de
personalidades nacionales, cuyo perfil correspondía a la
más absoluta honorabilidad.

Acabo de recordarlo esta mañana con don Fernando Zertu-
che, que le manda sus saludos.

¿Cómo fue posible que un puñado de mexicanos nos pu-
siéramos de acuerdo, en unas cuantas semanas, para tener

el perfil del órgano electoral que le dio prestigio a la tran-
sición mexicana y que hizo posible el desarrollo del plura-
lismo mexicano?

Creo que es una verdadera vergüenza que después de haber
recordado a ese perfil, que llamaré egregio por su honora-
bilidad, por su rectitud y por su patriotismo, no seamos ca-
paces de nombrar un órgano electoral completo.

Quiero —después de este homenaje, que espero pueda re-
petirse en el curso del día— hacerle formalmente la pre-
gunta de, ¿qué pasó, ciudadano presidente de la Cámara,
con la gestión que usted iba a hacer con la Conferencia —
o cualquiera que sea su nombre—, que la Mesa Directiva
iba a tener con los coordinadores? ¿Qué pasó con una ini-
ciativa cuyo fundamento legal es indiscutible? Es por inte-
reses menores que se está impidiendo que cumplamos con
nuestro deber.

Le pregunto, ciudadano presidente, en consonancia con el
homenaje que usted acaba de pedirle a esta Cámara, que
nos informe de este asunto. Muchas gracias, presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Di
cuenta de este asunto el jueves pasado, pero con mucho
gusto, señor diputado, vuelvo a hacerlo. Me reuní con los
integrantes de la Conferencia y se explicó ahí que no es
competencia ni del presidente ni de la Mesa Directiva in-
tervenir en la designación de los consejeros electorales.

Se hizo el estudio correspondiente por parte de la Direc-
ción Jurídica y efectivamente, la ley manda que sea la Jun-
ta de Coordinación Política la que proponga la terna al ple-
no. En esos términos está la ley.

Si bien comparto con usted el interés público, el interés de
Estado que existe en esta circunstancia, también resulta pe-
noso el que a un año casi de distancia no hayamos podido
integrar el órgano de gobierno y dirección del Instituto Fe-
deral Electoral.

Por lo que a mí respecta, lo contesto —como siempre—,
con toda claridad: No me queda sino limitarme a la ley y
esperar a que la Junta de Coordinación Política nos envíe la
terna correspondiente. Sí, diputado.

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega (desde la curul): Lamento disentir de esa opinión
jurídica, que por cierto, el servicio correspondiente nos de-
be todavía, desde hace dos meses —también ellos son omi-



sos, no solamente la Cámara—, su reflexión respecto a si
es indicado y conveniente, conforme a los objetivos que se
persiguen en el texto legal a los valores jurídicos tutelados
—si me lo permite el asesor legal—, el turno de las conde-
coraciones a la Comisión de Relaciones Exteriores.

El presidente de toda asamblea —y debe estar en la ley, los
invitaría a un debate sobre esto—, tiene la conducción de
la Cámara y la responsabilidad legal de la Cámara, inde-
pendientemente del abuso legal que se cometió, hacia el
año de 1999 y 2000, dando poderes a un grupo de diputa-
dos por sobre el conjunto de la Cámara, quien es su res-
ponsable legal y de quien depende el curso de acción de la
Cámara: el presidente de la misma. El poder del martillo es
lo más fuerte que existe en cualquier asamblea parlamenta-
ria.

Estoy cierto que usted se empeña, y junto con los servicios
jurídicos podría encontrar —lo buscaré por mí mismo esta
mañana—, los fundamentos legales para que usted inste a
la Cámara, al conjunto de diputados, a elegir en un plazo
breve, si no presentar las ternas, presentar un método que
lo permita destrabar.

No puede permanecer la Presidencia de la Mesa impávida,
sin movimiento, sin reacción ninguna frente a una viola-
ción constitucional de este tamaño.

Yo, por su carrera, por el cargo que usted desempeña al
frente de un Poder de la Unión, lo invito a que reflexione
en este asunto y a que tome cartas en materia tan grave.
Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. Aceptaré con muchísimo gusto el que
compartamos la búsqueda de los fundamentos legales del
caso. Tiene la palabra el diputado Felipe Solís Acero.

El diputado Felipe Solís Acero (desde la curul): Muchas
gracias, diputado presidente. Solamente para sumar mi pe-
dimento personal al que ha formulado el diputado Porfirio
Muñoz Ledo, en el sentido de que en la sesión del día de
hoy y en el momento en el que usted lo estime pertinente,
pero considerando una mayor presencia en el pleno, poda-
mos rendir un homenaje a nuestro amigo don Miguel Án-
gel Granados Chapa, con un minuto de silencio que a todos
nos una en su recuerdo; a quien quiero hoy recordar en sus
múltiples facetas, pero particularmente como el puntual,
cuidadoso, puntilloso, tenaz y perseverante cronista de la

cotidianeidad parlamentaria, que aquí, desde ese sitio, to-
maba nota del quehacer parlamentario de todos los días pa-
ra dibujarlo con toda puntualidad al día siguiente, al mar-
gen de la columna que escribía diaria.

Le agradezco mucho su atención, diputado presidente; en-
tiendo que ha aceptado usted la solicitud del diputado Mu-
ñoz Ledo y sumo a ella mi pedimento personal. Gracias an-
ticipadamente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se-
ñor diputado, efectivamente se rindió homenaje a Grana-
dos Chapa, uno de los grandes periodistas del México con-
temporáneo.

Quisiera decir, simplemente, que no hay mayor homenaje
para un hombre, que fue cronista de esta Cámara, que lle-
gar a tiempo a las sesiones. Como el pueblo de México es-
pera de sus diputados, que empezaran las sesiones a las 11
en punto y a las 10 los jueves, para dar cuenta de los asun-
tos en cartera, que mucho preocupan a la República.

Sin embargo, no desecho, sino que por el contrario acepté
la propuesta del licenciado Muñoz Ledo, para que en su
momento hagamos el homenaje del minuto de silencio, que
ojalá se viera acompañado del otro, que seguramente sería
visto y será visto, desde donde quiera que nos vea, por
Miguel Ángel Granados Chapa, como un adelanto en la
vida cívico-política de México. Tiene la palabra el dipu-
tado Ríos Piter.

El diputado Armando Ríos Piter (desde la curul): Ya us-
ted ha señalado, señor presidente, que se va a poder hacer
ese minuto de silencio más tarde. A nombre del grupo par-
lamentario nos interesa que así sea. Gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
tinúe la Secretaría.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al orden del
día. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo, muchas gracias. Las diputadas y
los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. 

Mayoría por la afirmativa, señor presidente. Se dispensa la
lectura. 
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«Primer periodo de sesiones ordinarias.— Tercer año de
ejercicio.— LXI Legislatura.

Orden del día 

Martes 18 de octubre de 2011

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

De la Junta de Coordinación Política.

Reincorporación del diputado Raúl Domínguez Rex.

De la diputada María Araceli Vázquez Camacho, por la que
solicita el retiro de una proposición con punto de acuerdo.

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con el que remite la información relativa al pago de las
participaciones a las entidades federativas, correspondien-
te al mes de septiembre de 2011, desagregada por tipo de
fondo, efectuando la comparación correspondiente al mes
de septiembre de 2010.

Del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores

Con el que remite el Informe sobre la situación financiera,
patrimonial y operativa del Instituto al cierre de 2010.

De la Secretaría de Educación Pública

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados, para que se establezca un
Programa de Formación y Desarrollo de Coros Juveniles.

De la Secretaría de la Reforma Agraria

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados, para que la Secretaría de la
Reforma Agraria, emita y ponga en marcha, una política de
estado tendiente a orientar el Desarrollo Agrario del País y
el Ordenamiento Territorial.

De la Secretaría de Gobernación

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados, relativo a la situación de

violencia y maltrato contra las niñas, niños, adolescentes
en el país.

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados, relativo a los recursos des-
tinados a la construcción de cien baños ecológicos en el
municipio de Hunucmá, Yucatán.

Con el que envía el Informe semestral sobre el avance y es-
tado que guarda el proceso de liquidación de Ferrocarriles
Nacionales de México, correspondiente al periodo enero-
junio de 2011.

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que los ciudadanos: Andrea Mora, Thania Ávila Torres, Ro-
dolfo Andrés Morales Reyes, y Carlos Iván Reyna Romero,
puedan prestar servicios en los Consulados de los Estados
Unidos de América en Nuevo Laredo, Tamaulipas; Ciudad
Juárez, Chihuahua y Monterrey, Nuevo León; e informa que
los ciudadanos: Ricardo Benítez Cisneros y Laura Yolanda
Parra Ramírez, dejan de prestar servicios en el Consulado de
los Estados Unidos de América en Matamoros, Tamaulipas.

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que los ciudadanos: Daniel Raymundo Rocha Lay, Steve
Milon Esparza, Guadalupe Moroyoqui Navarrete y José
Miguel García Galindo, puedan prestar servicios en las
Embajadas de los Estados Unidos de América; Real de
Noruega en México; y en los Consulados de los Estados
Unidos de América en Nogales, Sonora y Guadalajara, Ja-
lisco; e informa que la ciudadana María Guadalupe Suárez
Barrera, deja de prestar servicios en el Consulado de los
Estados Unidos de América en Monterrey, Nuevo León.

De la Cámara de Senadores

Con el que remite proposición con punto de acuerdo, por el
que exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca de la Cámara de Diputados a destinar recursos suficien-
tes a la Secretaría de Educación Pública para la implemen-
tación de una campaña permanente contra el maltrato
escolar, presentada por los Senadores Norma Esparza He-
rrera, Margarita Villaescusa Rojo, Guadalupe Fonz Sáenz,
María Elena Orantes López, María del Socorro García Qui-
roz, Francisco Herrera León, Ramiro Hernández García,
Gerardo Montenegro Ibarra, Antelmo Alvarado García,
Claudia Sofía Corichi García, Ricardo Monreal Ávila y
Rosalía Peredo Aguilar, de los Grupos Parlamentarios de
los Partidos Revolucionario Institucional, de la Revolución
Democrática y del Trabajo.



Iniciativas de ley o decreto de la Cámara deSenadores

Con proyecto de decreto que adiciona las fracciones IX y
X al artículo 176 de la Ley del Impuesto sobre la Renta,
presentada por el senador Manuel Velasco Coello, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.
(Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios, presentada por los Senadores Fernan-
do Castro Trenti, Alejandro González Alcocer y Ricardo
Francisco García Cervantes, de los Grupos Parlamentarios
de los Partidos Revolucionario Institucional y Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Propuestas de acuerdo de los órganos de gobierno

De la Junta de Coordinación Política.

Proposiciones calificadas por el pleno de urgente u ob-
via resolución

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
Secretaría de Economía, emita la resolución definitiva a la
investigación por prácticas desleales en las importaciones
de mezclilla china, dentro de los plazos legales e impo-
niendo una cuota compensatoria específica con precio de
referencia, a cargo del diputado Ildefonso Guajardo Villa-
rreal, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Urgente resolución)

Declaratorias de publicidad de los dictámenes

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley General de Sociedades Mercantiles.

De las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Co-
operativo y Economía Social, con proyecto de decreto que
expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria,
Reglamentaria del Párrafo Séptimo del artículo 25 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Dictámenes a discusión de leyes y decretos

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto que reforma el artículo 29 de la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos.

De las Comisiones Unidas de Juventud y Deporte y de
Equidad y Género, con proyecto de decreto que adiciona
diversas disposiciones a la Ley del Instituto Mexicano de
la Juventud.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que adiciona un párrafo tercero al
artículo 60 bis de la Ley General de Vida Silvestre.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma los artículos 65 bis y 128 y se adicionan los artí-
culos 65 bis1, 65 bis 2, 65 bis 3, 65 bis 4, 65 bis 5, 65 bis
6 y 65 bis 7 a la Ley Federal de Protección al Consumidor.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma los artículos 7, 35, 37
y 38 de la Ley General para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos.

De la Comisión de Juventud y Deporte, con proyecto de
decreto que adiciona las fracciones XV y XVI al artículo 4
de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que adiciona el artículo 18, inciso b) de la Ley Sobre el Es-
cudo, la Bandera y el Himno Nacionales.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma el artículo 131 de la
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable.

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto que reforma el artículo 48 de la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma la fracción VII del artículo 115 de la Ley General de
Salud.

Dictámenes a discusión de proposiciones

De la Comisión de Derechos Humanos, con puntos de
acuerdo, por los que se solicita a la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos, lleve a cabo una investigación so-
bre las posibles violaciones a los derechos humanos de los
enfermos mentales, así como al Ejecutivo federal, para que
a través de la Secretaría de Salud, envíe un diagnóstico so-
bre la situación de los enfermos mentales recluidos en las
diversas instituciones públicas de salud mental y en los
centros de readaptación social.
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Dictámenes a discusión negativos de iniciativas

De la Comisión de Desarrollo Social, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 39 y 43 de la Ley General
de Desarrollo Social.

De la Comisión de Desarrollo Social, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 71 de la Ley General de De-
sarrollo Social.

De la Comisión de Desarrollo Social, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 7 de la Ley General de Desa-
rrollo Social.

De la Comisión de la Desarrollo Social, con puntos de
acuerdo por los que se desecha la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 17 de la Ley General de
Desarrollo Social.

De la Comisión de Desarrollo Social, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de Desarrollo Social.

De la Comisión de Desarrollo Social, con punto de acuer-
do por el que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que crea la Ley Federal para el Fomento, Desarrollo
y Promoción de la Actividad Artesanal.

De la Comisión de Desarrollo Social, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 22 de la Ley General de De-
sarrollo Social.

De la Comisión de Desarrollo Social, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Asentamientos Humanos.

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con puntos de acuerdo por los que se desecha la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
32 y 43 bis de la Ley General de Población.

De las Comisiones Unidas de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios y de Gobernación, con puntos de acuerdo
por los que se desecha la iniciativa con proyecto de decre-

to que reforma los artículos 97, 101, 102 y 103 de la Ley
General de Población.

De la Comisión de Equidad y Género, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona los artículos 5 y 50, reforma los artícu-
los 11, 22, 36, 47 y 49 de la Ley General para la Igualdad
entre Hombres y Mujeres.

De la Comisión de Economía, con puntos de acuerdo por
los que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que
expide la Ley para la Importación definitiva de Vehículos
usados procedentes de la Zona del Tratado de Libre Co-
mercio de América del Norte.

Agenda política

Comentarios relativos al 17 de octubre, LVIII aniversario
del sufragio femenino en México, a cargo de los grupos
parlamentarios.

Comentarios relativos a la condición general del país, a
cargo del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Iniciativas

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Eviel
Pérez Magaña, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Sólo turno a Comisión)

Que reforma los artículos 65 y 66 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
José Alberto González Morales, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Sólo turno a Co-
misión)

Que expide la Ley para el Fomento a las Industrias Cultu-
rales Mexicanas, a cargo del diputado Francisco Javier Sa-
lazar Sáenz, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Sólo turno a Comisión)

Que reforma el artículo 107 de la Ley General de Pobla-
ción, a cargo del diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari,
del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Sólo turno a Co-
misión)

Que reforma los artículos 33 de la Ley General de Educa-
ción y 38 de la Ley Orgánica de la Administración Pública



Federal, a cargo del diputado Óscar Román Rosas Gonzá-
lez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 3o., 104 y 112 de la Ley General
de Salud, a cargo del diputado Jaime Arturo Vázquez Agui-
lar. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 5o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, 24 de la Ley General de
Educación y 53 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5o.
Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el
Distrito Federal, a cargo del diputado Óscar Lara Salazar,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 41 de la Ley Federal de Armas de
Fuego y Explosivos y expide la Ley Federal de la Pirotec-
nia, a cargo del diputado Héctor Guevara Ramírez, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 7o. y 111 y adiciona un artículo 8
ter a la Ley Federal de Protección al Consumidor, a cargo del
diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 167 de la Ley General de Salud
y 8o. de la Ley General de las Personas con Discapacidad,
a cargo del diputado Héctor Pedraza Olguín, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 6o. de la Ley para la Coordinación
de la Educación Superior, a cargo del diputado Héctor Pe-
draza Olguín, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 7o. y 24 de la Ley Federal de
Competencia Económica, a cargo de la diputada María del
Carmen Izaguirre Francos, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 80 de la Ley General de Cultura Fí-
sica y Deporte, a cargo del diputado Jesús Gerardo Cortez
Mendoza, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley de Seguridad Alimentaria, a cargo de la
diputada María Guadalupe García Almanza y suscrita por
los diputados Laura Arizmendi Campos, Pedro Jiménez

León y María Teresa Rosaura Ochoa Mejía, del Grupo Par-
lamentario de Convergencia. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Liev
Vladimir Ramos Cárdenas, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 105 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 11, 93 y 112 de la Ley General
de Salud, a cargo del diputado Héctor Pedraza Olguín, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Ramón Martel López y suscrita por diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 105 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Ramón Martel López y suscrita por diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 49 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Alejandro del Mazo Maza, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México y suscrito por
diputados integrantes de la Comisión Especial sobre Cam-
bio Climático. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
de Comercio, a cargo del diputado Rafael Rodríguez Gon-
zález, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 194 del Código Federal de Proce-
dimientos Penales, a cargo de la diputada Velia Idalia Agui-
lar Armendáriz, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)
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Que reforma el artículo 14 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado José Ramón Martel López y sus-
crita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 1o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Ramón Martel López y suscrita por diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Ramón Martel López y suscrita por diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a cargo
de la diputada Velia Idalia Aguilar Armendáriz, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Que expide la Ley del Fideicomiso Público para la Defen-
sa y Protección de la Economía Familiar, a cargo del dipu-
tado Pedro Vázquez González, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta y de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado, a cargo del diputado Herón Agustín Esco-
bar García y suscrita por el Dip. Óscar González Yáñez, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a Co-
misión)

Que reforma los artículos 578 y 585 del Código Federal de
Procedimientos Civiles, a cargo del diputado Jaime Fer-
nando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del Par-
tido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo y de la Ley del Impuesto Sobre la Ren-
ta, a cargo del diputado Herón Agustín Escobar García, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a Co-
misión)

Que reforma el artículo 48 Bis 2 de la Ley de Instituciones
de Crédito, a cargo del diputado Jesús Gerardo Cortez
Mendoza, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Asentamientos Humanos, a cargo del diputado
Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma el artículo 88 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jaime
Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, a cargo de la diputada Teresa Guadalupe Reyes
Sahagún, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.
(Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 85 y 90 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo del diputado Pedro Jiménez León, del
Grupo Parlamentario de Convergencia. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma el artículo 7o. de la Ley de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, a cargo del diputado Os-
car González Yáñez, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 24 y 46 de la Ley Minera, a car-
go del diputado Luis Carlos Campos Villegas, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 2o. y 36 de la Ley de Coordina-
ción Fiscal, a cargo del diputado Omar Fayad Meneses, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Omar Fayad
Meneses, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 185 y 186 de la Ley Federal de
Derechos, a cargo del diputado Francisco Amadeo Espino-
sa Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 6º y 93 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Laura Arizmendi Campos, del
Grupo Parlamentario de Convergencia. (Turno a Comisión)



Que reforma los artículos 12 y 13 a la Ley General de Edu-
cación, a cargo del diputado Jaime Arturo Vázquez Agui-
lar. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General para el Control del Tabaco, a cargo del diputado
Fernando Espino Arévalo, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 107 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jaime
Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

De decreto, por el que se establece el segundo domingo del
mes de mayo como el Día Nacional de la Madre, a cargo
del diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar. (Turno a Co-
misión)

De decreto, para inscribir con letras de oro en el Muro de
Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro, “Cruz Roja
Mexicana”, a cargo del diputado Jorge Rojo García de Al-
ba, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, de la Ley Federal de Radio y Tele-
visión, de la Ley General de Salud y de la Ley General de
Población, a cargo del diputado Efraín Ernesto Aguilar
Góngora, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 3º de la Ley General de Protec-
ción Civil y 37 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado Sergio Lo-
renzo Quiroz Cruz, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 23 de la Ley del Servicio Profesio-
nal de Carrera en la Administración Pública Federal, a car-
go de la diputada Gloria Trinidad Luna Ruíz, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Que reforma el artículo 8o. de la Ley del Impuesto Espe-
cial Sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado
Antonio Benítez Lucho, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 3o. y 14 de la Ley General de
Desarrollo Social, a cargo de la diputada Alba Leonila
Méndez Herrera, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 53 de la Ley Reglamentaria del Ar-
tículo 5o. Constitucional, Relativo al Ejercicio de las Pro-
fesiones en el Distrito Federal, a cargo del diputado Ro-
dolfo Lara Lagunas, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley Federal de Gobierno Electrónico, a car-
go del diputado Rodrigo Pérez-Alonso González y suscrita
por los diputados Juan José Guerra Abud y Carlos Alberto
Ezeta Salcedo, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 102 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jaime
Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley Federal de Fomento a la Industria Viti-
vinícola, a cargo del diputado Francisco Arturo Vega De
Lamadrid y suscrita por diputados integrantes de la Comi-
sión Especial para Impulsar el Desarrollo de la Industria
Vitivinícola y Productos de la Vid. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 40 de la Ley Federal Sobre Me-
trología y Normalización y 34 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a cargo del diputado Fausto
Sergio Saldaña del Moral, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 232-D de la Ley Federal de Dere-
chos, a cargo del diputado Luis García Silva, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 212 y 214 del Código Penal Fe-
deral, a cargo del diputado Sebastián Lerdo de Tejada Co-
varrubias, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 17 de la Ley Federal del Derecho
de Autor, a cargo del diputado José Manuel Agüero Tovar,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)
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Que reforma los artículos 77 Bis 31 a la Ley General de Sa-
lud y 28 de la Ley General de Desarrollo Social, a cargo de
la diputada María Cristina Díaz Salazar, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Proposiciones

Con punto de acuerdo relativo a la Ley AB 131, a cargo del
diputado Jorge Humberto López-Portillo Basave, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular del
ISSSTE, garantice el abastecimiento de medicamentos y
servicios en las clínicas y hospitales del Instituto en todo el
país, a cargo del diputado Leoncio Alfonso Morán Sán-
chez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la STPS, a la
Secretaría de Trabajo y Fomento al Empleo y a la Junta Lo-
cal de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal, a que
se conduzcan conforme a la ley en el caso de la empresa de
call center denominada Atento, a cargo del diputado Fran-
cisco Hernández Juárez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
SRA, remita al Tribunal Agrario competente el expediente
relativo al reconocimiento y titulación de bienes comuna-
les promovida por la comunidad de Tezontepec de Aldama,
en el estado de Hidalgo, a cargo del diputado Jaime Fer-
nando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del Par-
tido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público de esta Soberanía, para que
en la aprobación de la Ley de Ingresos, se subsane la re-
ducción de que fue objeto en sus programas y proyectos
principales, el Programa Especial Concurrente en el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
año 2012, a cargo del diputado Cruz López Aguilar, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los Goberna-
dores y al Jefe de Gobierno del DF, a que en el seno de la
Conago den a conocer los resultados de los operativos y en
consecuencia, las estadísticas reales de menores recupera-

dos; y a los Procuradores de Justicia de las entidades fede-
rativas, para que intensifiquen acciones de investigación y
recuperación de niños desaparecidos y proporcionen esta-
dísticas reales de resultados, a cargo de la diputada Rosi
Orozco, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
SEP, para que en coordinación con las autoridades educati-
vas correspondientes, realice las gestiones necesarias a
efecto de que la Educación Prevocacional forme parte de
los centros de enseñanza del IPN, a cargo del diputado Fer-
nando Espino Arévalo, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Congreso del
estado de Nuevo León, realice las acciones necesarias para
que a los trabajadores de los ayuntamientos de los munici-
pios de dicho estado, les sean proporcionadas las presta-
ciones laborales y de seguridad social de ley, a cargo del
diputado Víctor Alejandro Balderas Vaquera, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo para que la ASF, realice una audito-
ría especial a los recursos del Fondo de Aportaciones a la
Seguridad Pública para el estado de Jalisco aprobados en
los ejercicios fiscales 2010 y 2011, destinados para la ad-
quisición de tecnología y equipo, a cargo del diputado Sal-
vador Caro Cabrera, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público de esta Soberanía, considere en
el dictamen de la Ley de Ingresos de la Federación para el
ejercicio fiscal de 2012, no incrementar los precios y tarifas
de electricidad para uso doméstico, el gas natural y gas na-
tural licuado de petróleo, así como la gasolina magna y pre-
mium, con el objetivo de no disminuir el poder adquisitivo
de las familias mexicanas, a cargo de la diputada Ma. de Je-
sús Aguirre Maldonado, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que a través de la Conagua se cancele la conce-
sión para extraer agua del Río Pánuco por 30 años expedi-
da a favor de Acueducto Pánuco al Norte SA. de CV., a
cargo del diputado Patricio Chirinos del Ángel, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)



Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública de esta Soberanía, consi-
dere la inclusión en el PEF 2012 de un Artículo Noveno
Transitorio, con el propósito de considerar un fondo de
compensación de aportaciones educativas y de salud, a car-
go de la diputada Georgina Trujillo Zentella, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los titulares del
Ejecutivo federal, de la SHCP y de la Secretaría de Econo-
mía, determinen e impulsen la posibilidad de establecer al
estado de Chihuahua como zona económica estratégica, a
cargo del diputado Alejandro Cano Ricaud y suscrito por di-
versos diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que a través de la SEP, de la Sagarpa y de la Se-
desol, se establezca el programa nacional de parcelas esco-
lares para la seguridad alimentaria y la innovación
agropecuaria, forestal y acuícola, que promueva y fortalez-
ca el desarrollo sustentable del campo mexicano, a cargo
del diputado Francisco Alberto Jiménez Merino, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, promueva un acuerdo nacional por la seguridad ali-
mentaria y mediante procesos de planeación democrática
establecer la agenda alimentaria 12-30 en beneficio de 28
millones de mexicanos que se encuentran en pobreza ali-
mentaria, a cargo del diputado Francisco Alberto Jiménez
Merino, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Turno a Comisión)

Efemérides

Con motivo del trigésimo aniversario de la entrada en vi-
gor de la Convención sobre la Eliminación de Todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), a
cargo de la diputada Dolores de los Ángeles Názares Jeró-
nimo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática.

Con motivo del 187 aniversario de la federación de Chia-
pas en México, a cargo del diputado Ovidio Cortazar Ra-
mos, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal.

Relativo a la conmemoración del Día internacional contra
la explotación sexual y la trata de personas, a cargo de la
diputada Rosi Orozco, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional.

Con motivo del LI aniversario de la nacionalización de la
industria eléctrica en México, a cargo del diputado Eduar-
do Mendoza Arellano, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática.

Relativa al aniversario luctuoso de Manuel J. Clouthier, a
cargo del diputado Miguel Antonio Osuna Millán, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Con motivo del aniversario del 2 de octubre, a cargo del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Con motivo de la conmemoración del Día internacional de
la mujer rural, a cargo de las diputadas María Guadalupe
García Almanza y Leticia Quezada Contreras, de los Gru-
pos Parlamentarios de Convergencia y del Partido de la
Revolución Democrática, respectivamente y la diputada
María del Carmen Guzmán Lozano a nombre de la Comi-
sión de Equidad y Género.

Con motivo del Día Mundial de la Alimentación; acciones
por la seguridad alimentaria en México, a cargo del dipu-
tado Francisco Alberto Jiménez Merino, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Con motivo del 17 de octubre, conmemoración del aniver-
sario del sufragio femenino, a cargo de la diputada Dolores
de los Ángeles Nazares Jerónimo y suscrita por diputadas
integrantes de la Comisión de Equidad y Género.

Con motivo del 19 de octubre, conmemoración del Día
mundial del cáncer de mama, a cargo de la diputada Elvia
Hernández García y suscrita por diputadas integrantes de la
Comisión de Equidad y Género.»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de la
sesión anterior. Pido a la Secretaría consulte a la asamblea
si se dispensa la lectura, tomando en consideración que ha
sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.
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La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura al acta de
la sesión anterior, tomando en consideración que ha sido
publicada en la Gaceta Parlamentaria. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa
sírvanse manifestarlo. 

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura. 

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el jueves trece de octubre de dos
mil once, correspondiente al Primer Periodo de Sesiones
Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la Sexagésima
Primera Legislatura.

Presidencia del diputado
Emilio Chuayffet Chemor

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con la asistencia de doscien-
tos cincuenta y seis diputadas y diputados, a las diez horas
con treinta y seis minutos del jueves trece de octubre de dos
mil once, el Presidente declara abierta la sesión.

A las diez horas con treinta y seis minutos, por instruccio-
nes de la Presidencia, se cierra el sistema electrónico de
asistencia, con un registro de doscientos cincuenta y seis di-
putadas y diputados.

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realizan
comentarios con relación al Orden del Día y a diversos te-
mas legislativos los diputados Jaime Fernando Cárdenas
Gracia, José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, ambos
del Partido del Trabajo; Carlos Luis Meillón Johnston, del
Partido Acción Nacional; Reginaldo Rivera de la Torre, del
Partido Revolucionario Institucional; Juan José Cuevas
García, en dos ocasiones, y Leoncio Alfonso Morán Sán-
chez, ambos del Partido Acción Nacional. El Presidente ha-
ce aclaraciones y concede el uso de la tribuna al diputado
José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del Partido del
Trabajo para realizar propuesta de inclusión de dos puntos
en el orden del día, en una segunda intervención desde su
curul, responde alusiones personales. Desde sus respectivas
curules se refieren al tema los diputados José Luis Ovando
Patrón, para responder alusiones personales, en dos ocasio-
nes, Carlos Alberto Pérez Cuevas, Lucila del Carmen Ga-

llegos Camarena, Camilo Ramírez Puente, y Leoncio Al-
fonso Morán Sánchez, del Partido Acción Nacional; Jorge
Carlos Ramírez Marín, del Partido Revolucionario Institu-
cional, quien realiza moción de orden.

En sendas votaciones económicas, la Asamblea dispensa la
lectura al orden del día y del acta de la sesión anterior, y de
la misma manera aprueba esta última.

Desde su curul realiza moción de orden el diputado Carlos
Luis Meillón Johnston, del Partido Acción Nacional.

Se da cuenta con comunicaciones oficiales:

a) De la Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito
Federal, por la que invita a la Ceremonia Cívica Conme-
morativa del quincuagésimo octavo aniversario del De-
recho al Voto de la Mujer el diecisiete de octubre a las
diez horas. Se designa una comisión de representación.

El Presidente informa a la Asamblea que la ciudadana Fri-
da Celeste Rosas Peralta diputada federal suplente electa en
el Décimo Tercer Distrito del estado de Veracruz, se en-
cuentra a las puertas del Salón de Sesiones y designa una
comisión para introducirla al recinto, acto seguido rinde
protesta de Ley y entra en funciones.

A petición del diputado Jesús Gerardo Cortes Mendoza, del
Partido Acción Nacional, el Presidente invita a la Asamblea
a guardar un minuto de silencio por el fallecimiento de la
madre del diputado César Mancillas Amador, del Partido
Acción Nacional.

b) De la Junta de Coordinación Política, en relación con
cambios de integrantes en Comisiones Ordinarias. De
enterado. Comuníquense.

c) Del Gobierno del Distrito Federal, con el que remite
contestación a punto de acuerdo aprobado por la Cáma-
ra de Diputados, para que en los sectores público, priva-
do y social se fortalezca la permanencia, inserción, inte-
gración y promoción laboral de las personas con
discapacidad.

d) De la Secretaría de Gobernación, con el que remite
contestación a punto de acuerdo aprobado por la Cáma-
ra de Diputados, relativa a la liberación de los recursos
del Programa de Atención a Contingencias Climatológi-
cas, en diversos estados del centro norte del País.



Se remiten a las comisiones correspondientes para su cono-
cimiento.

e) De la Cámara de Senadores, con los que se remiten
cinco proposiciones con punto de acuerdo por los que se
exhorta a la Cámara de Diputados, para que en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para dos mil doce:

• Se consideren recursos suficientes para el “Programa
de Estancias Infantiles para apoyo a Madres Trabaja-
doras” operado por la Secretaría de Desarrollo Social,
presentado por la senadora Lázara Nelly González
Aguilar, del Partido Acción Nacional.

• Se asignen los recursos suficientes para dar cumpli-
miento a lo dispuesto en el artículo veinticinco de la
Ley General de Educación, presentado por el senador
Ericel Gómez Nucamendi, de Convergencia.

• Se asignen recursos, con la finalidad de crear un Fon-
do en apoyo a las diez ciudades mexicanas declaradas
Patrimonio de la Humanidad por la Organización de las
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la
Cultura, presentado por senadores integrantes de diver-
sos grupos parlamentarios.

• Se amplíen los recursos a la Universidad Autónoma
de Guerrero, presentado por el senador Julio César
Aguirre Méndez, del Partido de la Revolución Demo-
crática.

• Se asigne recursos para promover la prevención, pro-
tección y atención en materia de trata de personas, pre-
sentado por el senador Jaime Rafael Díaz Ochoa, a
nombre propio y de los senadores integrantes de la Co-
misión de Asuntos Fronterizos, Zona Norte.

Se remiten a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para su atención.

f) De la Cámara de Senadores con el que remite propo-
sición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Cámara de Diputados, para que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para dos mil doce, se derogue
el impuesto especial de tres por ciento a las telecomuni-
caciones, así como el Impuesto al Valor Agregado a los
servicios de acceso a Internet, presentado por el senador
Francisco Javier Castellón Fonseca, del Partido de la Re-
volución Democrática. Se remite a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para su atención.

g) Del Congreso de los estados de:

• Durango, con el que se remiten acuerdos por los que
se exhorta:

– A las comisiones de Presupuesto y Cuenta Pública,
de Hacienda y Crédito Público, y de Desarrollo Me-
tropolitano de la Cámara de Diputados, para que en el
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal dos mil doce, se incrementen los recursos
del Fondo Metropolitano.

– A la Cámara de Diputados, para que en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal dos mil doce, asigne mayores recursos a los
programas de apoyo al campo.

– A la Cámara de Diputados, a que en el Presupuesto
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
dos mil doce, no se reduzca el monto asignado al pro-
grama “setenta y más” de zonas rurales y áreas su-
burbanas.

– A la Cámara de Diputados, a que en el Presupuesto
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
dos mil doce, destine mayores recursos al sector mi-
nero del país.

– A la Cámara de Diputados, a que en el Presupuesto
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
dos mil doce, destine recursos para constituir un Fon-
do de Emergencia para salvar al Campo Duranguen-
se.

– Al Congreso de la Unión y a la comisión Nacional
del Agua, incluya criterios compensatorios en el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal dos mil doce, dada la dotación de agua del
Estado de Durango a otras entidades.

• Hidalgo, con el que remite acuerdo por el que exhor-
ta a la Cámara de Diputados, a que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal dos
mil doce, destine recursos para el mantenimiento de las
Escuelas de Educación Básica del País.

• Guerrero, con el que remite acuerdo por el que ex-
horta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública
de la Cámara de Diputados, a que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal dos

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 18 de octubre de 201123



Año III, Primer Periodo, 18 de octubre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados24

mil doce, asigne recursos suficientes para atender las
necesidades del sistema educativo nacional.

• Jalisco, con el que remite acuerdo por el que exhorta
a la Cámara de Diputados, a que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal dos
mil doce, se etiqueten recursos para el desarrollo de
campañas de difusión al interior del país, de los benefi-
cios de la carne de cerdo mexicana.

Se remiten a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para su atención.

• Puebla, con el que remite acuerdo por el que exhorta
a la Cámara de Diputados, reformar la Ley de Ingresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal dos mil doce,
con el fin de fortalecer al Ramo treinta y ocho Consejo
Nacional de Ciencia y Tecnología. Se remite a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para su aten-
ción.

h) De la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, con
el que remite iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma los artículos segundo y sexto de la Ley de Coor-
dinación Fiscal. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen.

i) Del Congreso del estado de Tabasco, con los que re-
miten iniciativas con proyecto de decreto:

• Que deroga el último párrafo de la fracción tercera del
artículo segundo; y la fracción tercera, del artículo sex-
to de las disposiciones transitorias del Decreto por el
que se reforman, adicionan, derogan y abrogan diver-
sas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, de
la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos
y de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, publicado el veintiuno de diciembre de dos
mil siete.

• Que adiciona el artículo doscientos cincuenta y cua-
tro Quintus a la Ley Federal de Derechos.

Se turnan a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, pa-
ra dictamen.

j) De la Conferencia para la Dirección y Programación
de los Trabajos Legislativos:

• Referente a lo dispuesto por el artículo octavo transi-
torio del Reglamento de la Cámara de Diputados, rela-
tivo a la resolución de las iniciativas presentadas antes
del primero de septiembre de dos mil nueve, que se en-
cuentran pendientes de dictamen. Interviene en contra
el diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Par-
tido del Trabajo. En votación económica se aprueba.

Presidencia del diputado
Francisco Javier Salazar Sáenz

• Por el que se establece el calendario correspondiente
al Primer Periodo de Sesiones Ordinarias del Tercer
Año de Ejercicio de la Sexagésima Primera Legislatu-
ra. Desde su curul realiza comentarios el diputado Jai-
me Fernando Cárdenas Gracia, del Partido del Trabajo.
En votación económica se aprueba.

La Secretaría informa que se encuentra publicado en la Ga-
ceta Parlamentaria el dictamen con proyecto de decreto de
las Comisiones Unidas de Economía y de Cultura, que re-
forma diversas disposiciones de la Ley de la Propiedad In-
dustrial, y el artículo doscientos treinta y dos de la Ley Fe-
deral del Derecho de Autor. De conformidad con lo que
establece el artículo ochenta y siete del Reglamento de la
Cámara de Diputados, se cumple con la declaratoria de pu-
blicidad.

Presidencia del diputado
Emilio Chuayffet Chemor

Se someten a discusión los dictámenes con proyecto de de-
creto de las Comisiones:

a) Unidas de Puntos Constitucionales, y de Educación
Pública y Servicios Educativos, que reforma los artícu-
los tercero, y treinta y uno de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de educación
superior. En la primera ronda de intervenciones, se con-
cede el uso de la palabra para fundamentar el dictamen a
nombre de las Comisiones al diputado Felipe Solís Ace-
ro; así como a los siguientes diputados por parte de los
grupos parlamentarios, Ma. Teresa Rosaura Ochoa Me-
jía, de Convergencia; Jaime Fernando Cárdenas Gracia,
del Partido del Trabajo; María Araceli Vázquez Cama-
cho, del Partido de la Revolución Democrática; Justino
Eugenio Arriaga Rojas, del Partido Acción Nacional; y
Beatriz Elena Paredes Rangel, del Partido Revoluciona-
rio Institucional. Se somete a discusión en lo general e



intervienen en pro del dictamen los diputados José Ge-
rardo Rodolfo Fernández Noroña, del Partido del Traba-
jo; Nazario Norberto Sánchez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática; y Diva Hadamira Gastélum Bajo, del
Partido Revolucionario Institucional. En votación eco-
nómica no se considera suficientemente discutido, por lo
que se concede la palabra a los diputados Feliciano Ro-
sendo Marín Díaz, del Partido de la Revolución Demo-
crática; Reginaldo Rivera de la Torre, y Baltazar Manuel
Hinojosa Ochoa, ambos del Partido Revolucionario Ins-
titucional. En votación económica se considera suficien-
temente discutido. El diputado Emilio Serrano Jiménez,
del Partido de la Revolución Democrática, hace comen-
tarios. En votación nominal se aprueba en lo general y en
lo particular el proyecto de decreto por unanimidad de
trescientos cincuenta y siete votos. Es mayoría califica-
da. Pasa a las Legislaturas de los Estados para los efec-
tos del artículo ciento treinta y cinco de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

b) De Economía:

• Que deroga la fracción quinta del artículo mil tres-
cientos noventa y uno del Código de Comercio. Se con-
cede el uso de la palabra para fundamentar el dictamen
a nombre de la Comisión al diputado Sergio Gama Du-
four. Se somete a discusión en lo general y en lo parti-
cular e interviene en pro del dictamen el diputado José
Luis Iñiguez Gámez, del Partido Acción Nacional. En
votación económica se considera suficientemente dis-
cutido y en votación nominal se aprueba en lo general
y en lo particular el proyecto de decreto por unanimi-
dad de trescientos treinta y dos votos. Pasa al Senado,
para sus efectos constitucionales.

• Que adiciona las fracciones quinta al artículo séptimo,
y décima al artículo treinta y siete de la Ley Federal pa-
ra el Fomento de la Microindustria y la Actividad Arte-
sanal. Se concede el uso de la palabra para fundamen-
tar el dictamen a nombre de la Comisión al diputado
Carlos Manuel Joaquín González. Se somete a discu-
sión en lo general e intervienen en pro del dictamen los
diputados María Antonieta Pérez, Reyes, del Partido
Acción Nacional; y Ramón Jiménez López, del Partido
de la Revolución Democrática. En votación económica
se considera suficientemente discutido y en votación
nominal se aprueba en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto por unanimidad de trescientos
veinticuatro votos. Pasa al Senado, para sus efectos
constitucionales.

El Presidente informa a la Asamblea que a solicitud de la
Comisión de Derechos Humanos se retira del orden del día
el dictamen con proyecto de decreto que adiciona la frac-
ción primera Bis al artículo quince y la fracción primera Bis
al artículo diecinueve de la Ley de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos. Desde su curul realiza comentarios
la diputada Enoé Margarita Uranga Muñoz, del Partido de
la Revolución Democrática. El Presidente hace aclaracio-
nes.

c) De Ciencia y Tecnología:

• Que reforma y adiciona los artículos dos, doce, cator-
ce, y cuarenta y dos de la Ley de Ciencia y Tecnología.
Se concede el uso de la palabra para fundamentar el
dictamen a nombre de la Comisión al diputado José
Isabel Meza Elizondo. Se somete a discusión en lo ge-
neral e intervienen en pro del dictamen los diputados
Tomás Gutiérrez Ramírez, del Partido Acción Nacio-
nal; Mary Telma Guajardo Villarreal, del Partido de la
Revolución Democrática; y Laura Itzel Castillo Juárez,
del Partido del Trabajo. En votación económica se con-
sidera suficientemente discutido y en votación nominal
se aprueba en lo general y en lo particular el proyecto
de decreto por unanimidad de doscientos noventa y
nueve votos. Pasa al Senado, para sus efectos constitu-
cionales.

• Que reforma y adiciona los artículos seis, ocho y tre-
ce a la Ley de Ciencia y Tecnología. Se concede el uso
de la palabra para fundamentar el dictamen a nombre
de la Comisión al diputado José Isabel Meza Elizondo. 

Presidencia del diputado
Francisco Javier Salazar Sáenz

Se somete a discusión en lo general e intervienen en pro los
diputados María de Jesús Mendoza Sánchez, del Partido
Acción Nacional; y José María Valencia Barajas, del Parti-
do de la Revolución Democrática. 

Presidencia del diputado
Emilio Chuayffet Chemor

En votación económica se considera suficientemente discu-
tido y en votación nominal se aprueba en lo general y en lo
particular el proyecto de decreto por doscientos setenta y
cuatro votos a favor, y cuatro abstenciones. Pasa al Senado,
para sus efectos constitucionales.
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d) De Economía, que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley para el Desarrollo de la Competitivi-
dad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa. Se some-
te a discusión en lo general e intervienen en contra del
dictamen los diputados José Gerardo Rodolfo Fernández
Noroña, y Jaime Fernando Cárdenas Gracia, ambos del
Partido del Trabajo; y en pro los diputados Leoncio Al-
fonso Morán Sánchez, del Partido Acción Nacional; Ra-
món Jiménez López, del Partido de la Revolución De-
mocrática; y José Luis Velasco Lino, del Partido
Revolucionario Institucional. En votación económica se
considera suficientemente discutido y en votación nomi-
nal se aprueba en lo general y en lo particular el proyec-
to de decreto por doscientos noventa votos a favor; cua-
tro en contra y dos abstenciones. Pasa al Senado, para
sus efectos constitucionales.

El Presidente informa a la Asamblea de la recepción de tres
acuerdos de la Junta de Coordinación Política:

• Para la elección de la Primera Vicepresidencia de la
Mesa Directiva del Tercer Año de Ejercicio de la Cáma-
ra de Diputados, para el período comprendido del prime-
ro de septiembre hasta el quince de diciembre de dos mil
once, y de la Segunda Vicepresidencia para los períodos
comprendidos del dieciséis de diciembre de dos mil on-
ce hasta el treinta de abril de dos mil doce y del primero
de mayo hasta el treinta y uno de agosto de dos mil do-
ce. En votación económica se aprueba el acuerdo. Se de-
clara vacante la Primera Vicepresidencia de la Mesa Di-
rectiva. En votación nominal se elige al diputado Jesús
María Rodríguez Hernández, del Partido Revolucionario
Institucional, como Primer Vicepresidente de la Mesa
Directiva, en los términos del acuerdo, por doscientos
ochenta y tres votos a favor, y dos abstenciones; acto se-
guido rinde protesta de Ley.

• Por el que se solicita a la Secretaría de Gobernación
emita la Declaratoria de Desastre Natural en los estados
de Colima, Jalisco y Nayarit considerando los daños oca-
sionados por la presencia del Huracán “Jova”. Se some-
te a discusión e intervienen en pro del acuerdo los dipu-
tados Carlos Cruz Mendoza, y Clara Gómez Caro,
ambos del Partido Revolucionario Institucional; Juan
Enrique Ibarra Pedroza, del Partido del Trabajo; Indira
Vizcaíno Silva, del Partido de la Revolución Democráti-
ca; Juan José Cuevas García, del Partido Acción Nacio-
nal; Avelino Méndez Rangel, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, quien acepta interpelación del

diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Partido
del Trabajo; y el diputado Carlos Luis Meillón Johnston,
del Partido Acción Nacional. En votación económica se
aprueba el punto de acuerdo. Comuníquese.

• Por el que se exhorta a la titular de la Secretaría de Re-
laciones Exteriores, a promover las medidas diplomáti-
cas necesarias para que se respeten los Derechos Huma-
nos y Laborales de los migrantes mexicanos en territorio
de los Estados Unidos. Se somete a discusión e intervie-
nen en pro del acuerdo los diputados Marcos Carlos
Cruz Martínez, del Partido de la Revolución Democráti-
ca; y Arturo Ramírez Bucio, del Partido Acción Nacio-
nal. En votación económica se aprueba el punto de
acuerdo. Comuníquese.

Desde su curul el diputado Leandro Rafael García Bringas,
del Partido Acción Nacional, realiza comentarios en rela-
ción con la donación de órganos.

De conformidad con los artículos cien y ciento dos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, las iniciativas y pro-
posiciones registradas en el Orden del Día de esta sesión
que no se presentaron en tribuna serán turnadas a las comi-
siones que correspondan, publicándose el turno en la Gace-
ta Parlamentaria, salvo de las que se haya recibido comuni-
cación para ser registradas en la siguiente sesión, se turnan:

a) Iniciativas con proyecto de decreto, de los diputados:

• Ma. de Jesús Aguirre Maldonado, del Partido Revo-
lucionario Institucional, que reforma los artículos se-
senta y cinco; y sesenta y seis de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos y cuarto de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos. Se turna a las Comisiones Unidas
de Puntos Constitucionales y de Régimen, Reglamen-
tos y Prácticas Parlamentarias. 

• Alfonso Primitivo Ríos Vázquez del Partido del Tra-
bajo, que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos. Se turna a la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, para dictamen. 

• Leobardo Soto Martínez, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma el artículo ciento nueve  de
la Ley del Impuesto sobre la Renta. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. 



• Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, del Partido del Tra-
bajo, que reforma los artículos cuarto, sexto y diez de
la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro. Se turna
a la Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen. 

• Marcela Vieyra Alamilla, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma el artículo cuarto de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen. 

• J. Eduardo Yáñez Montaño, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, que reforma el artículo trescientos
ochenta y siete del Código Penal Federal. Se turna a la
Comisión de Justicia, para dictamen. 

• Leonardo Arturo Guillén Medina, del Partido Acción
Nacional, que reforma el artículo cuarenta y seis de la
Ley Aduanera. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen. 

• Armando Ríos Piter y suscrita por los diputados Cé-
sar Francisco Burelo Burelo, Ma. Dina Herrera Soto y
María Araceli Vázquez Camacho, del Partido de la Re-
volución Democrática, que expide la Ley General de
Evaluación Ambiental de los Efectos de Planes y Pro-
gramas de la Administración Pública, y reforma los ar-
tículos veinte y veintinueve de la Ley de Planeación. Se
turna a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, y de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto Y Cuen-
ta Pública, para opinión. 

• Fernando Espino Arévalo, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma los artículos treinta y dos, y
treinta y tres de la Ley de Coordinación Fiscal. Se tur-
na a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

• Adriana de Lourdes Hinojosa Céspedes, del Partido
Acción Nacional, que reforma el artículo cuarenta y
uno de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria. Se turna a la Comisión de Presupues-
to y Cuenta Pública, para dictamen. 

• Ariel Gómez León, del Partido de la Revolución De-
mocrática, que reforma el Artículo Séptimo Transitorio
de la Ley General para la Inclusión de las Personas con

Discapacidad. Se turna a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para dictamen. 

• David Hernández Pérez, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma los artículos doscientos se-
tenta y tres y doscientos setenta y cuatro de la Ley Ge-
neral de Salud y cuarenta y uno de la Ley Federal de
Protección al Consumidor. Se turna a la Comisión de
Salud, para dictamen. 

• Adriana de Lourdes Hinojosa Céspedes, del Partido
Acción Nacional, que reforma los artículos setenta y
cinco, setenta y siete y ochenta de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Se turna a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para dic-
tamen. 

• Claudia Edith Anaya Mota, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley Federal de Transparencia y Acce-
so a la Información Pública Gubernamental. Se turna a
la Comisión de la Función Pública, para dictamen. 

• Miguel Ernesto Pompa Corella, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que abroga la Ley del Impuesto
Empresarial a Tasa Única. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen. 

• Laura Viviana Agundiz Pérez, del Partido Acción Na-
cional, que reforma los artículos mil novecientos dieci-
séis y mil novecientos dieciséis Bis del Código Civil
Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dicta-
men. 

• Armando Corona Rivera, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma al artículo tercero de la Ley
sobre Delitos de Imprenta. Se turna a la Comisión de
Gobernación, para dictamen. 

• Nancy González Ulloa, del Partido Acción Nacional,
que reforma y adiciona diversas disposiciones del Có-
digo Federal de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dic-
tamen. 

• Jorge Alberto Juraidini Rumilla y suscrita por el dipu-
tado Andrés Massieu Fernández, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que reforma, adiciona y deroga
diversas disposiciones de la Ley de Uniones de Crédi-
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to. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen. 

• Enrique Torres Delgado, del Partido Acción Nacional,
que reforma el artículo cuarto de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

b) Proposiciones con punto de acuerdo de los diputados:

• Leandro Rafael García Bringas, del Partido Acción
Nacional, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal,
para que declare el año “dos mil doce: Año Nacional de
Donación y Trasplantes de Órganos”. Se turna a la Jun-
ta de Coordinación Política, para su atención. 

• Domingo Rodríguez Martell, del Partido de la Revo-
lución Democrática, por el que se exhorta al Goberna-
dor del estado de Jalisco, instruya a su Secretario de
Educación, para que se aplique el Presupuesto Federal
y Estatal destinado a la Regularización, Recategoriza-
ción y Nivel Salarial de los Trabajadores del Colegio de
Bachilleres de Jalisco. Se turna a la Comisión de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos, para dictamen. 

• Adriana de Lourdes Hinojosa Céspedes y Agustín
Carlos Castilla Marroquín, del Partido Acción Nacio-
nal, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal y al Ins-
tituto Federal Electoral, promuevan la participación
ciudadana en el proceso electoral federal de dos mil
doce a través de la observación electoral. Se turna a la
Comisión de Gobernación, para dictamen. 

• María Araceli Vázquez Camacho, del Partido de la
Revolución Democrática, por el que se exhorta al Titu-
lar de la Secretaría de Educación Pública, para que dé
cumplimiento al acuerdo cuatrocientos ochenta y ocho,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el vein-
titrés de junio de dos mil nueve. Se turna a la Comisión
de Educación Pública y Servicios Educativos, para dic-
tamen. 

El Presidente clausura la sesión a las quince horas con cua-
renta y siete minutos y cita para la próxima que tendrá lugar
el martes dieciocho de octubre de dos mil once, a las once
horas.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Pro-
ceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Está
a discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la pala-
bra, en votación económica se pregunta si se aprueba. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. 

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobada el acta.

Comunicaciones oficiales. De la Junta de Coordinación
Política.

COMISIONES LEGISLATIVAS

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Junta de Coordinación Política.

Diputado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34, inciso c),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le pido atentamente que se sometan a
consideración del pleno de la Cámara de Diputados los si-
guientes movimientos, solicitados por el diputado José Ra-
món Martel López, vicecoordinador del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional:

• Que el diputado Javier Gil Ortiz cause alta como inte-
grante del Grupo de Amistad México-Austria.

• Que el diputado Jorge González Ilescas cause alta
como integrante del Grupo de Amistad México-Austria.

• Que el diputado Luis García Silva cause alta como in-
tegrante del Grupo de Amistad México-Belice.

• Que el diputado Manuel Guillermo Márquez Lizalde
cause alta como integrante del Grupo de Amistad Méxi-
co-Bolivia.



• Que la diputada Paula Hernández Olmos cause alta
como integrante del Grupo de Amistad México-Canadá

• Que el diputado Enrique Salomón Rosas Ramírez cau-
se baja como vicepresidente del Grupo de Amistad Mé-
xico-Chipre

• Que el diputado Guillermo Márquez Lizalde  cause alta
como integrante del Grupo de Amistad México-España.

• Que la diputada Adela Robles Morales cause alta como
integrante del Grupo de Amistad México-Emiratos Ára-
bes Unidos.

• Que la diputada Marcela Vieyra Alamilla cause alta
como integrante del Grupo de Amistad México-Emira-
tos Árabes Unidos.

• Que la diputada Marcela Vieyra Alamilla cause alta
como vicepresidenta del Grupo de Amistad México-Es-
lovenia.

• Que la diputada Silvia Fernández Martínez cause alta
como presidenta del Grupo de Amistad México-Guate-
mala

• Que el diputado Luis García Silva cause alta como in-
tegrante del Grupo de Amistad México-Guatemala.

• Que la diputada Nely Edith Miranda Herrera cause al-
ta como integrante del Grupo de Amistad México-India. 

• Que el diputado Germán Contreras García cause alta
como integrante del Grupo de Amistad México-Jamai-
ca.  

• Que el diputado Jaime Morelos Canseco cause baja
como integrante del Grupo de Amistad México-Jamaica. 

• Que el diputado Nicolás Carlos Bellizia Aboaf cause
alta como presidente del Grupo de Amistad México-
Noruega.

• Que el diputado Jaime Sánchez Vélez cause alta como
integrante del Grupo de Amistad México-Noruega.

• Que la diputada María Estela de la Fuente Dagdug
cause alta como integrante del Grupo de Amistad Méxi-
co-Nueva Zelanda.

• Que el diputado Miguel Álvarez Santamaría cause alta
como integrante del Grupo de Amistad México-Paraguay.

• Que la diputada Silvia Fernández Martínez cause alta
como integrante del Grupo de Amistad México-Polonia.

• Que el diputado Roberto Rebollo Vivero cause alta co-
mo integrante del Grupo de Amistad México-República
Saharaui.

• Que el diputado Baltazar Hinojosa Ochoa cause baja
como integrante del Grupo de Amistad México-Santa
Lucía y países del Caricom.

• Que el diputado Francisco Saracho Navarro cause alta
como integrante del Grupo de Amistad México-Vene-
zuela.

• Que el diputado Jesús Rodríguez Hernández cause alta
el como integrante del Grupo de Amistad México-Viet-
nam.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 4 de octubre de 2011.— Diputado
Armando Ríos Piter (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Junta de Coordinación Política.

Diputado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34, inciso c),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le pido atentamente que se sometan a
consideración del pleno de la Cámara de Diputados los si-
guientes movimientos, solicitados por el diputado Carlos
Alberto Pérez Cuevas, vicecoordinador del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional:

• Que el diputado Ignacio Téllez González cause baja co-
mo integrante en la Comisión de Asuntos Indígenas
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• Que el diputado Ignacio Téllez González cause alta
como integrante de la Comisión de Trabajo y Previsión
Social.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 12 de octubre de 2011.— Diputado
Armando Ríos Piter (rúbrica), Presidente.»

No habiendo quien haga uso de la palabra, en votación eco-
nómica se pregunta si se aprueban. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa favor de manifestarlo...

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega (desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputado Muñoz Ledo.

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega (desde la curul): Presidente, me estoy enterando de
los movimientos que ha habido en los Grupos de Amistad,
que por razones, ya ahora reglamentarias, están vinculados
estrechamente a la Comisión de Relaciones Exteriores, co-
mo usted lo sabe perfectamente bien. Supongo que todavía
preside usted el Grupo de Amistad con España.

Me gustaría estar —a la comisión que se reúne hoy en Jun-
ta Directiva— informado de estos movimientos, y que hu-
biera alguna opinión.

Aprovecho para decir que he pedido a los grupos parla-
mentarios, en mi calidad de presidente de la comisión, los
movimientos que correspondan a las ausencias que en la
propia comisión ha habido, ya que tenemos cinco convoca-
torias a plenaria sin poder hacer quórum; en razón de que,
—pues no todos los diputados que pertenecen a la comi-
sión tienen la oportunidad de viajar—, se han ausentado.

No deja de causarme extrañamiento que habiendo ocurrido
cinco veces la falta de quórum y habiéndoselo comunicado
a los grupos parlamentarios, no haya ningún movimiento
que permita subsanar la situación, que es delicada. En cam-
bio, nos enteremos de modo tan abrupto —por así decir-
lo— de movimientos en los grupos de amistad. Es cuanto,
presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Da-
ré cuenta a la Junta de Coordinación Política. Si usted me
permite, haremos llegar a los integrantes de la Comisión de
Relaciones Exteriores un extrañamiento en el caso de los
ausentes, para que acudan a las convocatorias que la Junta
Directiva de la propia comisión expida. Continúe la Secre-
taría.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa favor de manifestarlo, gra-
cias. Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobados. Comuníquense. Continúe la Secretaría.

DIPUTADO QUE SE REINCORPORA

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Diputado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente de la Me-
sa Directiva de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos.— Presente.

Por medio del presente ocurso y con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 62 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción XVI, 12, fracción V,
13 y 16 del Reglamento de la Cámara de Diputados y por
así convenir a mis intereses, en virtud de que concluyó la
actividad partidista que me motivó a solicitar licencia tem-
poral; vengo a pedir a usted que tenga a bien someter a la
consideración del pleno que se apruebe mi solicitud de rein-
corporación al cargo de diputado por el distrito electoral fe-
deral número 2, con cabecera en Teoloyucan, estado de Mé-
xico, con efectos a partir de esta fecha. 

Por lo antes expuesto y fundado, esperando se me obsequie
la solicitud planteada, le agradezco a usted las atenciones
brindadas al suscrito y quedo a sus apreciables órdenes.

Atentamente

Ciudad de México, Distrito Federal, a 17 de octubre de 2011.— Dipu-
tado Raúl Domínguez Rex (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
enterado. Comuníquese.



EDUCACION MEDIA SUPERIOR

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados de la LXI Legislatura
del honorable Congreso de la Unión.— Presente.

Distinguido presidente:

Por este conducto, la suscrita diputada María Araceli Váz-
quez Camacho, con fundamento en el artículo 79, numeral
2, fracción VII, del Reglamento de la Cámara de Diputados
vigente, me permito ejercer mediante el presente oficio el
derecho de retirar la proposición con “punto de acuerdo por
el que se exhorta al titular de la SEP, para que dé cumpli-
miento al acuerdo 488, publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 23 de junio de 2009”, del turno legislativo,
misma que fue turnada a la Comisión de Educación Públi-
ca y Servicio Educativos en la sesión del día jueves 13 de
octubre de 2011. 

Sin otro particular, y en espera de su valioso apoyo, quedo
de usted. 

Atentamente 

México, Distrito Federal, a 17 de octubre de 2011.— Diputada María
Araceli Vázquez Camacho (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con el artículo 79 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, se tiene por retirada. Actualícense
los registros parlamentarios.

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público.

Diputado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo señalado en el ar-
tículo 107, tercer párrafo de la Ley Federal de Presupuesto
y Responsabilidad Hacendaria, me permito anexar la infor-
mación relativa al pago de las participaciones a las entida-
des federativas correspondiente al mes de septiembre de
2011, desagregada por tipo de fondo de acuerdo con lo es-
tablecido en la Ley de Coordinación Fiscal y por entidad fe-
derativa, efectuando la comparación correspondiente al mes
de septiembre 2010. 

Sin otro particular, reciba un cordial saludo. 

México, DF, a 14 de octubre de 2011.— José Antonio Meade Kuribre-
ña (rúbrica), secretario.»
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El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Re-
mítase a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público
y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conoci-
miento.
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INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE 
LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores.

Diputado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente de la Mesa
Directiva de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión.

En cumplimiento con lo dispuesto por el Artículo 23, frac-
ción IX de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores, envío a usted un CD que con-
tiene el Informe sobre la situación financiera, patrimonial y
operativa del Instituto al cierre de 2010, mismo que fue
aprobado por la Asamblea General del Instituto en su sesión
ordinaria número 100. 

Asimismo, se hace de su conocimiento que el Informe
Anual de Sustentabilidad 2010 del Infonavit, mediante el
cual se da cumplimiento a los compromisos asumidos por
nuestra organización con el Pacto Mundial de las Naciones
Unidas, como Informe de Comunicación sobre el Progreso
(COP por sus siglas en inglés), puede ser consultado a tra-
vés de la siguiente liga del portal del Infonavit: http://www.
infonavitpublica.org.mx/

Atentamente

México, DF, a 6 de octubre de 2011.— Víctor Manuel Borrás Setién
(rúbrica), director general.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Re-
mítase a la Comisión de Vivienda, para su conocimiento.

PROGRAMA DE FORMACION 
Y DESARROLLO DE COROS JUVENILES

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Educación Pública.

Licenciado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente. 

En atención al punto de acuerdo del 25 de noviembre de
2010, mediante el cual el Pleno de la H. Cámara de Diputa-

dos exhortó a la Secretaría de Educación Pública a estable-
cer un Programa de Formación y Desarrollo de Coros Juve-
niles que provea a los adolescentes de educación musical y
propicie el aprendizaje y conocimiento de la música popu-
lar mexicana. 

Con profunda satisfacción hago de su conocimiento que en
la Vigésima Tercera Reunión Nacional Plenaria Ordinaria
del Consejo Nacional de Autoridades Educativas, celebrada
el 10 de diciembre de 2010, se alcanzó el Acuerdo R.23a .5,
a través del cual se establece que las autoridades educativas
estatales lleven a cabo las acciones necesarias para imple-
mentar el Proyecto para la formación y desarrollo de Gru-
pos Corales en escuelas primarias y secundarias, con el pro-
pósito de favorecer la integración de la comunidad escolar,
fomentar la convivencia y el sentimiento de pertenencia a la
escuela, así como estimular el gusto por las actividades ar-
tísticas y culturales, atendiendo el exhorto de la Cámara de
Diputados. 

A partir de este esfuerzo de concertación, se ha desarrolla-
do un proceso de capacitación docente en dirección coral y
se ha dotado a las escuelas de materiales educativos que han
permitido a la fecha formar poco más de 11,000 grupos co-
rales en escuelas de educación básica incorporadas al Pro-
grama Escuela Segura en las 32 entidades federativas. 

Para dar seguimiento a este proyecto, se realizará en el mes
de noviembre el Encuentro Nacional de Grupos Corales, en
el que se integrará el Coro Monumental 500 voces del Pro-
grama Escuela Segura, formado por 16 niños de cada una
de las 32 entidades federativas, quienes interpretarán un re-
pertorio de música popular mexicana. 

Por lo anterior, y con el propósito de dar testimonio ante los
legisladores de los avances logrados en la promoción de la
canción mexicana en las escuelas y de cómo esta actividad
contribuye a revalorar nuestras tradiciones e incrementar el
aprecio por el patrimonio cultural de México, con toda aten-
ción someto a su consideración la posibilidad de que este
Coro formado por alumnos destacados de educación básica,
se presente en la mañana del día 17 de noviembre de 2011
en el espacio que usted considere oportuno; en las instala-
ciones de ese H. Congreso. 

Atentamente

México, DF, a 5 de octubre de 2011.— Maestro José Fernando Gonzá-
lez Sánchez (rúbrica), subsecretario.»



El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
remite a la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, para su conocimiento.

DESARROLLO AGRARIO

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de la Reforma Agraria.

Diputado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente; diputada
Cora Cecilia Pinedo Alonso, secretaria de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión

Me refiero a la sesión del 23 de marzo de 2011, en la cual
el pleno de la Cámara de Diputados aprobó el punto de
acuerdo por el que se exhorta al secretario de la Reforma
Agraria y a las entidades sectorizadas a emitir y poner en
marcha con la mayor brevedad una política de Estado ten-
dente a orientar el desarrollo agrario del país y el ordena-
miento territorial.

Por lo anterior, comento a ustedes que por la institución que
represento se ha orientado el quehacer institucional a través
de cuatro ejes rectores:

procuración de justicia agraria, organización agraria, orde-
namiento de la propiedad rural y asesoría en procesos eco-
nómicos, por lo cual se han realizado las siguientes activi-
dades, acordes con las atribuciones conferidas conforme a
lo dispuesto en los artículos 27 constitucional, fracción IX,
y 135 y 136 de la Ley Agraria:

Procuración de justicia agraria

Se desarrollan de manera permanente y de forma prioritaria
las actividades esenciales de procuración de justicia agraria,
a través de los servicios de representación legal, concilia-
ción, arbitraje, quejas y denuncias, cumpliendo el compro-
miso constitucional encomendado.

Organización agraria básica 

Adicionalmente, se desarrollan actividades institucionales
para fortalecer la vida interna de los núcleos de población
que les permitan una forma de vida más ordenada, para que
consoliden su vida jurídica, económica y social, a fin de te-

ner acceso con posibilidades de éxito a la fase de organiza-
ción agraria productiva, en la cual los sujetos agrarios esta-
blecen el uso de los medios jurídicos que más les convienen
para organizarse y aprovechar de manera sustentable sus re-
cursos.

Por tanto, la Procuraduría Agraria presta por sus delegacio-
nes federales el servicio sobre los instrumentos de organi-
zación agraria básica, como libro de contabilidad, regla-
mento interno o estatuto comunal, actualización de órganos
de representación y vigilancia o libro de registro, y la ela-
boración de listas de sucesión o testamentos agrarios.

La Procuraduría Agraria, atendiendo a su vocación de ser-
vicio social a los ejidos y comunidades del país y dada la
trascendencia jurídica de los padrones de ejidatarios y co-
muneros, diseñó a partir de 2009 un procedimiento a efecto
de coadyuvar y ofrecer asesoría a los núcleos agrarios para
actualizar su padrón de ejidatarios y comuneros, lo que con-
tribuye al fortalecimiento de su asambleísmo y toma de de-
cisiones que repercutan de forma ordenada y democrática
en su vida interna.

Ordenamiento de la propiedad rural

Programa Fondo de Apoyo a Núcleos Agrarios sin Re-
gularizar, Fanar

Respecto al ordenamiento territorial, posterior a la conclu-
sión del Programa de Certificación de Derechos Ejidales y
Titulación de Solares, Procede, el cual se trabajó de forma
interinstitucional de 1992 a 2006, habiendo logrado la cer-
tificación de la mayor parte del territorio nacional, tratán-
dose de propiedad social, se puso en marcha el Fanar, cuyo
objetivo es el ordenamiento de la propiedad social de ma-
nera gratuita y voluntaria proporcionando asesoría jurídica
y asistencia técnica que permita brindar seguridad jurídica
y certeza documental sobre las tierras de los núcleos agra-
rios que lo soliciten.

El Fanar es operado por la Procuraduría Agraria y el Regis-
tro Agrario Nacional. Tiene como meta lograr la certifica-
ción del total de los núcleos pendientes y que manifiesten su
voluntad en la regularización, con lo cual se finiquitará la
segunda gran etapa de regularización de la tenencia de la
tierra social en nuestro país y se podrá con mayor firmeza
avanzar en la tercera etapa de desarrollo agrario.

Los resultados de la certificación obtenidos son indudable-
mente importantes, toda vez que de 31 mil 701 núcleos
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agrarios existentes, de los cuales corresponden 29 mil 358 a
ejidos y 2 mil 343 comunidades, se han certificado 29 mil
148 núcleos, es decir, 27 mil 337 ejidos y 534 comunidades,
lo que representa 92 por ciento de superficie social regula-
rizada, sin que a la fecha se haya detectado disminución de
los núcleos agrarios ya que la cifra de 31 mil 701 persiste.

Dominio pleno

En este eje se proporciona asesoría jurídica a los núcleos
agrarios que han sido regularizados en la tenencia de la tie-
rra, cuyas tierras han cambiado su vocación agrícola y pue-
den ser aprovechadas de distinta forma, por lo cual han de-
cidido la adopción del dominio pleno de las parcelas,
destinándose entre otros a la generación de proyectos para
desarrollo urbano.

Conforme a la fuente oficial, Registro Agrario Nacional, se
tiene a agosto de 2011 que solamente 3 mil 947 núcleos
agrarios han ejercido el dominio pleno, en una superficie de
2 millones 679 mil 14 hectáreas, lo que en ningún caso ha
representado la extinción del régimen ejidal o comunal de
algún núcleo agrario.

Desarrollo agrario

Atendiendo a las directrices planteadas en el Plan Nacional
de Desarrollo 2007-2012 y en el Plan Sectorial de Desarro-
llo 2007-2012, y con el objetivo de mejorar la calidad de vi-
da de los ejidatarios, comuneros y campesinos, se implantó
un importante programa que actualmente se encuentra en
operación, tomando en consideración que ya se ha transita-
do de las etapas de reparto de tierra y regularización en la
tenencia de la propiedad social y que es forzoso entrar de
lleno en la etapa de desarrollo agrario para lograr el óptimo
aprovechamiento de las tierras de que son titulares los nú-
cleos de población, ejidos y comunidades.

Programa Fomento a la Inversión Pública y Privada en
la Propiedad Rural, FIPP

Se diseñó éste programa precisamente con el objeto de pro-
mover el financiamiento y la capitalización en el medio ru-
ral, la Procuraduría Agraria inició en el año 2008, la opera-
ción del programa FIPP.

A través de este programa se busca promover el desarrollo
integral sustentable de la propiedad rural, asesorando a los
ejidos, comunidades, ejidatarios, comuneros, avecindados,

posesionarios y pequeños propietarios, para que en un en-
torno de certeza, seguridad jurídica y transparencia, privile-
gien mecanismos de asociación, convenios y contratos que
incrementen la productividad en beneficio de los propieta-
rios de la tierra. Asimismo, se privilegia la vocación que re-
almente tiene la tierra y que sea acorde con el proyecto que
se pretende.

A pesar que es un programa iniciado apenas en 2008, los re-
sultados acumulados que se tienen a la fecha son importan-
tes de destacar, conforme a los siguientes conceptos:

Se han formalizado 2 mil 445 proyectos de inversión, con
una inversión total estimada de 118 160.651 millones de pe-
sos, con un beneficio comprometido para los sujetos agra-
rios de 9 131 585 millones de pesos.

En cuanto al recurso entregado de forma directa a los cam-
pesinos, éstos han recibido 2 616 034 millones de pesos, in-
volucrando una superficie de 656 564 hectáreas, resultando
beneficiados 243 843 sujetos agrarios, generándose 37 077
empleos directos proyectados por los inversionistas a lo lar-
go de los proyectos asimismo y la generación de 42 658
empleos indirectos.

En los proyectos de inversión por modalidad, destacan los
de tipo agropecuario, de desarrollo, servicios y equipamien-
to urbano, industrial, para infraestructura, mineros, turísti-
cos y ecológicos.

Respecto a la localización de los proyectos formalizados,
sobresalen Guerrero, Michoacán, Guanajuato, Oaxaca, Si-
naloa, Jalisco y Coahuila.

El programa considera un catálogo de tierras e inversionis-
tas que es alimentado constantemente, por lo cual a la fecha
se tienen identificados 5 266 núcleos agrarios con una su-
perficie de 22 851 436 hectáreas y 2 341 inversionistas que
pueden ser viables para desarrollar algún tipo de proyecto
de inversión.

El programa FIPP se está fortaleciendo día con día y consi-
deramos que en el futuro se convertirá en una gran herra-
mienta que coadyuve de forma representativa a mejorar el
nivel de vida de los campesinos de nuestro país, toda vez
que se tiene previsto el debido seguimiento de los proyec-
tos para que logren la vigencia y objetivos proyectados.



Organización agraria productiva

Fomentamos la constitución y el funcionamiento de asocia-
ciones o sociedades consideradas en la legislación agraria e
instrumentos normativos vigentes que impulsen proyectos
de inversión rentables y el establecimiento de condiciones
para lograr niveles competitivos que permitan a los sujetos
agrarios participar favorablemente en el mercado de la pro-
ducción y comercialización de sus productos, accediendo a
mejores oportunidades de desarrollo que les permita incre-
mentar el nivel económico y social de vida, por lo cual se
han concretado acciones en materia de constitución y fun-
cionamiento de figuras asociativas, destacándose las moda-
lidades de sociedades cooperativas, de producción rural y
las sociedades de solidaridad social.

Contratos y convenios

Como ombudsman agrario, vigilamos y, en su caso, defen-
demos los intereses legítimos e impulsamos la cultura con-
tractual entre los sujetos agrarios, evitando prácticas ilega-
les en las relaciones con terceros para el uso y
aprovechamiento de sus tierras y recursos naturales, para lo
cual nuestras actividades respecto de asesoría en la celebra-
ción de contratos y convenios son importantes.

En cuanto a las asesorías que se otorgan en lo referente a las
enajenaciones conforme el artículo 80 de la Ley Agraria,
efectivamente hay gran dinamismo y es preocupación fun-
damental de la institución que los referidos contratos de en-
ajenación se realicen en términos de ley, evitando de esa
forma problemas legales sobre nulidades ante las autorida-
des agrarias. Por tanto, la mayoría de las enajenaciones que
se realizan cumple los requisitos descritos en el numeral in-
dicado, destacando que uno de ellos es precisamente que
únicamente otro ejidatario o avecindado del mismo núcleo
de población está en condiciones de adquirir las parcelas
ejidales, por tanto, permanecen las tierras ejidales a favor de
los propios integrantes del núcleo.

En este aspecto tampoco se puede desconocer que existen
casos en los cuales las partes no se ajustan a los requisitos
que establece la ley ni aceptan ni solicitan la asesoría de la
institución e indudablemente a la postre se presentará el res-
pectivo conflicto agrario, pero sin que se considere que se-
an la mayor parte de este tipo de asuntos.

Por todo lo anterior, contrario a las consideraciones estable-
cidas en el punto de acuerdo que se atiende, la política ac-
tual de la institución efectivamente tiende a orientar el de-

sarrollo agrario del país, así como el ordenamiento territo-
rial, y que todo lo anterior efectivamente redunde en una
mejor calidad de vida de los campesinos del país, con quie-
nes estamos comprometidos y son el propósito del quehacer
institucional.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para expresarles
un cordial saludo, quedando a sus órdenes en caso de que se
considere necesario ampliar información.

Atentamente

México, DF, a 7 de octubre de 2011.— Licenciado Rocendo González
Patiño (rúbrica), procurador agrario.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
remite a la Comisión de Reforma Agraria, para su co-
nocimiento.

MALTRATO A NIÑOS Y ADOLESCENTES

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Se-
cretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número DGPL 61-II-2-1696 signa-
do por el diputado Francisco Javier Salazar Sáenz, Vice-
presidente de la Mesa Directiva de ese Órgano Legislati-
vo, me permito remitir para los fines procedentes, copia
del similar número 170/UCVPS/ DGAVS/1107/2011 sus-
crito por el Dr. José Luis Treviño Rodríguez, Director Ge-
neral Adjunto de Vinculación Social de la Secretaría de
Salud, así como el anexo que en el mismo se menciona,
mediante los cuales responde el Punto de Acuerdo relati-
vo a la situación de violencia y maltrato contra las niñas,
niños y adolescentes en el país. 

Sin otro particular, reciban un cordial saludo. 

Atentamente

México, DF, a 12 de octubre de 2011.— Licenciado Carlos Angulo Pa-
rra (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Licenciado Carlos Angulo Parra, titular de la Unidad de En-
lace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Presen-
te 

En atención al oficio SEL/UEL/311/3569/11, relativo al
punto de acuerdo aprobado el 4 de octubre de los corrientes,
y presentado el 29 de abril de 2010 por el diputado José Al-
berto González Morales (PRI) en los siguientes términos:

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, exhorta respetuosamente al Titular del
Poder Ejecutivo Federal para que a través de las depen-
dencias correspondientes remita a esta Soberanía un
diagnóstico sobre la situación de violencia y maltrato
contra las niñas, niños y adolescentes en el país.

Al respecto me permito acompañar nota informativa emiti-
da por el Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la
Adolescencia.

Con base en lo anterior he de agradecer su amable inter-
vención a efecto de remitir esta información al órgano le-
gislativo para su desahogo.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo. 

Atentamente

México, DF, a 7 de octubre de 2011.— Doctor José Luis Treviño Ro-
dríguez (rúbrica), director general adjunto.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adole-
cencia.

Argumentos jurídicos

El Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Ado-
lescencia, tiene como principal . objetivo crear y establecer
desde el ámbito normativo, programas, estrategias y accio-
nes, encaminadas a mejorar la Salud de niñas, niños y ado-
lescentes.

La atención de la población infantil y adolescente es una
prioridad para el país, ya que ellos representan al grueso de

la población, los cuales dentro de algunos años pasaran a ser
la fuerza productiva de nuestra Nación. Es debido a esto que
se vuelve fundamental la atención de su salud mental.

En noviembre del 2009 se recibió un punto de acuerdo
aprobado por el Senado de la República, mediante el cual se
exhorta a la Secretaría de Educación Pública, en coordina-
ción con los Sistemas DIF Nacional y estatales, el IMSS e
ISSSTE, para que realicen acciones para prevenir el maltra-
to en escuelas públicas y privadas del nivel preescolar, pri-
maria y secundaria, así como en guarderías y casas de asis-
tencia. 

Es de vital importancia que se realice una revisión exhaus-
tiva de los documentos que son elaborados tanto por el Se-
nado de la República como por la Cámara de Diputados,
con la finalidad de establecer acuerdos que puedan tener un
mayor impacto y no parezcan las propuestas dispersas sin el
impacto esperado.

Argumentos técnicos o de implantación

La situación de la violencia y maltrato infantil en México es
alarmante según la Organización de las Naciones Unidad y
el informe Nacional sobre Violencia y Salud, México ocu-
pa el tercer lugar a nivel mundial en violencia contra niñas,
niños y adolescentes. Debido a esto la atención hacia esta
problemática se ha hacho más insistente no obstante debido
a la complejidad de la problemática los avances han sido
muy pocos.

Es importante reconocer que estos acuerdos logrados en el
Senado de la República hablan de un avance en esta mate-
ria, en donde lo principal es la Prevención. Esto no quiere
decir que la atención a estas y estos niños, niñas y adoles-
centes carezca de importancia, pero es fundamental que es-
tos casos no se sigan presentando y no que hacernos con
ellos.

Los países miembros de la organización mundial de salud
durante la reunión celebrada en el 2002 se comprometieron
a crear modos de prevención y detección oportuna de estos
casos.

El diagnóstico es un tema muy debatido, creemos que el
personal debe estar altamente capacitado para poder realizar
una aseveración de este tipo, ya que en caso de que este
diagnóstico sea erróneo, las repercusiones serán graves en
la vida del menor de edad y su familia.



El trabajo debe estar marcado por una colaboración inte-
rinstitucional e interdisciplinaria que permita establecer un
diagnóstico y un procedimiento adecuado en casos de mal-
trato infantil.

En ese sentido las y los trabajadores del sector educativo
pueden funcionar como un mecanismo de detección tem-
prana ya que la interacción con los infantes y adolescentes
al ser tan estrecha permiten observar, cambios físicos, emo-
cionales y psicológicos con cierta prontitud.

El diagnóstico del maltrato infantil es un problema multi-
factorial que debe ser valorado por un grupo de profesiona-
les, tendría que haber dentro de las escuelas un médico, psi-
cólogo y trabajador social especializados. Teniendo en
cuenta qué acciones se tienen contempladas una vez que se
ha realizado el diagnóstico, con qué instancias o institucio-
nes se referirían los casos.

Por otro lado, consideramos viable la detección temprana y
oportuna dentro de ámbitos educativos, el registro y repor-
te de niñas, niños y adolescentes que están viviendo maltra-
to, ya sea por negligencia, por abandono, maltrato físico o
abuso sexual.

En relación a elaborar un registro que nos permita obtener
datos reales y actualizados estamos de acuerdo, la Secreta-
ría de Salud cuenta con el Sistema de Información en Salud
SIS en donde se incorporo la hoja SS-17-P Registro de
Atención por Violencia y/o Lesión con lo que se pretende
obtener datos confiables sobre este problema.

En ese sentido, me permito comentarle sobre las acciones
que realiza la Secretaría de Salud a través del Centro Na-
cional para la Salud de la infancia y al Adolescencia en ma-
teria de prevención del maltrato y la violencia contra niñas,
niños y adolescentes:

1. Elaboración del Plan Nacional de Acción para Preve-
nir el Maltrato y la Violencia contra Niñas, Niños y Ado-
lescentes de 0 a 19 años, bajo el objetivo de promover
prácticas de cuidado positivas libres de violencia para lo-
grar el desarrollo pleno e integral de niñas, niños y ado-
lescentes. 

2. Campaña para la prevención de la Violencia y el Mal-
trato contra Niñas, Niños y Adolescentes, la cual se lle-
vará a cabo de manera piloto en 7 Estados del país, diri-
gida a personal de salud, madres, padres y cuidadores
que asistan a la Segunda Semana Nacional de Salud.

3. Participación en el grupo de trabajo del Sistema Auto-
matizado de Lesiones y Causas de Violencia.

4. Asimismo, el Censia está incorporado a los trabajos
que realiza el Sistema Nacional para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia (DIF) mediante la Coordinación Na-
cional para Prevenir, Atender y Erradicar la Explotación
Sexual Comercial Infantil.

5. Cabe señalar el trabajo de investigación que ha reali-
zado en años recientes la Secretaría de Salud respecto a
la problemática del maltrato infantil en México, median-
te la generación de la Encuesta de Maltrato Infantil y
Factores Asociados 2006 publicada por el Instituto Na-
cional de Psiquiatría y el Informe Nacional de Violencia
y Salud 2007 coordinado por el Centro Nacional de
Equidad de Género y Salud Reproductiva.

6. La publicación de la Norma Oficial Mexicana NOM-
046-SSA2-2005, Violencia familiar, sexual y contra las
mujeres.

7. Finalmente, se está coordinando dentro del Censia el
Grupo Técnico de Capacitación para la Prevención e la
Violencia y el Maltrato Infantil y Adolescente.

Argumentos presupuestales e impacto estimado

Para llevar a cabo la inclusión de especialistas dentro de los
centros educativos se tienen que considerar los siguientes
puntos:

• De dónde se obtendrán los recursos económicos, de in-
fraestructura y humanos. 

• Qué procedimiento se seguirá una vez que se hayan de-
tectado los casos de maltrato. 

• Quién estará a cargo de la capacitación de los especia-
listas en materia de prevención y atención de maltrato in-
fantil y adolescente.

Conclusiones

La Secretaría de Salud a través del Centro Nacional para la
Salud de la Infancia y la Adolescencia Censia, se encuentra
trabajando en la problemática del Maltrato Infantil y Ado-
lescente, desarrollando el Plan Nacional así como un Ma-
nual para la Prevención de la Violencia y el Maltrato y por
supuesto la campaña de sensibilización.
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Para finalizar es importante señalar que el trabajo intra e in-
terinstitucional es la base para enfrentar esta problemática,
que más allá de ser un problema asilado es un problema de
tipo cultural trasgeneracional, la colaboración entre la SSA,
SEP, DIF y las ONG es fundamental.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
remite a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su conocimiento

ESTADO DE YUCATAN

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Se-
cretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 61-II-4-1665 signa-
do por los diputados Emilio Chuayffet Chemor y María Do-
lores del Río Sánchez, presidente y secretaria, respectiva-
mente, de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me
permito remitir para los fines procedentes, copia del similar
número 311/20.04.AQ/ACFP/3349/2011 suscrito por el li-
cenciado Enrique Ruíz Martínez, titular del área de quejas
del órgano interno de control de la Secretaría de la Función
Pública, en la Secretaría de Desarrollo Social, mediante el
cual responde el punto de acuerdo relativo a los recursos
destinados a la construcción de cien baños ecológicos en el
municipio de Hunucmá, Yucatán.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 11 de octubre de 2011.— Licenciado Carlos Angulo Pa-
rra (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de la Función Pública.

Licenciado Carlos Angulo Parra, titular de la Unidad de En-
lace Legislativo de La Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente 

Por este conducto hago de su conocimiento que por con-
ducto del diverso DGVI/625/2011 fechado el veinte de sep-
tiembre de la presente anualidad, signado por el director ge-
neral de Vinculación Interinstitucional de la Secretaría de
Desarrollo Social, fue remitido a esta área de quejas su ofi-
cio SEL/UEL/311/3216/11 de fecha 12 de septiembre del
año en curso, a través de la cual hizo del conocimiento el
punto de acuerdo aprobado por el pleno de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, en sesión celebrada el
día 8 de septiembre de la presente anualidad.

En ese orden de ideas, considerando que los hechos a que
hace referencia se encuentran relacionados con las irregula-
ridades investigadas dentro del expediente administrativo
de denuncia DE.033.2011, esta unidad administrativa me-
diante proveído de fecha 23 de septiembre de 2011 once or-
denó que su oficio y anexos, fueran glosados como parte in-
tegrante de la indagatoria de mérito para que de
conformidad con lo dispuesto por el artículo 20 de la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servi-
dores Públicos, se provea lo necesario para el seguimiento
de los hechos y en su caso, la substanciación del procedi-
miento administrativo disciplinario de responsabilidad, mo-
tivo por el que el expediente de mérito se encuentra en eta-
pa de investigación.

Al respecto, se hace de su conocimiento que nuestras prin-
cipales tareas son las de erradicar, prevenir y sancionar con-
ductas impropias de los servidores públicos adscritos a la
Secretaría de Desarrollo Social, por lo que a fin de perfec-
cionar la investigación correspondiente y estar en posibili-
dad de ejercer las acciones legales relativas a los actos u
omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, im-
parcialidad y eficiencia que los servidores públicos deben
observar en el desempeño de su empleo, cargo o comisión;
es necesario que de contar con mayores pruebas documen-
tales y/o señalamientos de circunstancias de tiempo, modo
y lugar que faciliten la atención de su petición, los haga lle-
gar a esta área de quejas del órgano interno de control en la
Secretaría de Desarrollo Social, cuyas oficinas se encuen-
tran ubicadas en avenida Paseo de la Reforma número 116,
piso 11, colonia Juárez, delegación Cuauhtémoc, código
postal 06600, con un horario de atención de las 9:00 a las
15:00 horas, vía telefónica por medio de los números 01800
714 83 40 y/o 53 28 50 00 extensión 51413, o bien al correo
electrónico organo.interno@sedesol.gob.mx. 

Lo anterior con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 14 segundo párrafo, 16 primer párrafo, 108 primer pá-



rrafo, y 113 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 17 y 37 fracciones XII y XVII de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal; 1 fraccio-
nes I y II, 2, 3, fracción III, 4, 8, fracción XVI, 10 y 20 de
la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos; 3 apartado D, y penúltimo párrafo, 80
fracción III, numerales 1, 2, 4, 5 y 10, 82, primer párrafo del
Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública,
numeral VI segundo párrafo del Manual de Organización
General de la Secretaría de la Función Pública, artículos pri-
mero, fracción I, inciso d), segundo, párrafo segundo, cuar-
to y quinto del acuerdo por el que se adscriben orgánica-
mente las unidades administrativas de la Secretaría de la
Función Pública y se establece la subordinación jerárquica
de servidores públicos previstos en su reglamento interior,
46, 47 y 48 del Reglamento Interior de la Secretaría de De-
sarrollo Social vigentes. 

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente

México, DF, a 30 de septiembre de 2011.— Licenciado Enrique Ruiz
Martínez (rúbrica), titular del Área de Quejas.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
remite a la Comisión de Desarrollo Social, para su co-
nocimiento,

FERROCARRILES NACIONALES DE MEXICO

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Se-
cretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito hacer de su conocimiento que
mediante el oficio número 4.3. 1215/ 2011, el ciudadano
Arturo Rivera Magaña, director general de Transporte Fe-
rroviario y Multimodal de la Secretaría de Comunicaciones
y Transportes, envía el informe semestral sobre el avance y
estado que guarda el proceso de liquidación de Ferrocarri-
les Nacionales de México correspondiente al periodo enero-
junio de 2011.

Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto en la frac-
ción XIV del artículo 27 de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, les acompaño para los fines proce-
dentes copia del oficio a que me he referido, así como el
anexo que en él se cita.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo

Atentamente

México, DF, a 12 de octubre de 2011.— Licenciado Carlos Angulo Pa-
rra (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

Licenciado Rubén Alfonso Fernández Aceves, subsecreta-
rio de Enlace Legislativo de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente.

Hago referencia al oficio número 801.3.1822, de la Comi-
sión Intersecretarial de Gasto Público, Financiamiento y
Desincorporación, mediante el cual se notifica el acuerdo
11-X-2, adoptado en la décima sesión ordinaria de 2011 de
dicha comisión, celebrada el 13 de septiembre, que señala:

b) Con fundamento en el artículo quinto, Apartado B,
fracción I, del acuerdo, se instruye a la Secretaría Ejecu-
tiva para que remita a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes (SCT), en su carácter de coordinadora de
sector de Ferrocarriles Nacionales de México, en Liqui-
dación, el informe sobre el avance y estado que guarda
el proceso de liquidación correspondiente al periodo
enero-junio de 2011, mismo que fue remitido por el co-
ordinador jurídico de Operación y Administración de
Empresas del Servicio de Administración y Enajenación
de Bienes, mediante el oficio número DCO/ DELE/
CJOAE/ 113/ 2011, de fecha 22 de julio de 2011, para
que, con fundamento en el artículo 2o., fracción IX, del
decreto por el que se extingue el organismo público des-
centralizado Ferrocarriles Nacionales de México y se
abroga su Ley Orgánica, la SCT lo haga llegar al Con-
greso de la Unión, sin que lo anterior suponga que la
CIGFD constate, homologue, ratifique o confirme la in-
formación que contiene el citado informe (130911).

En cumplimiento del acuerdo mencionado y de lo dispues-
to en el artículo 2o., fracción IX, del decreto por el que se
extingue el organismo público descentralizado Ferroca-
rriles Nacionales de México y se abroga su Ley Orgánica,
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así como en la tercera de las bases para llevar a cabo la li-
quidación de Ferrocarriles Nacionales de México, fracción
VII, adjunto al presente me permito remitir el informe se-
mestral sobre el avance y estado que guarda el proceso de
liquidación correspondiente al periodo enero-junio de 2011,
en el que se reflejan las acciones y estrategias instauradas
por ese organismo, solicitando atentamente que por su con-
ducto sea remitido al Congreso de la Unión.

Cabe mencionar que dicho informe se encuentra reservado
de conformidad con lo establecido en el artículo 14, frac-
ción VI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental.

Sin otro particular, reitero a usted la seguridad de mi atenta
consideración.

Atentamente

México, DF, a 6 de octubre de 2011.— Arturo Rivera Magaña (rúbrica),
director general de Transporte Ferroviario y Multimodal.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Re-
mítase a la Comisión de Transportes, para su conoci-
miento.

PERMISO PARA PRESTAR SERVICIOS EN 
REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Se-
cretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito hacer de su conocimiento
que, mediante oficio número DEP-1778/11, Betina Claudia
Chávez Soriano, directora general de Coordinación Política
de la Secretaría de Relaciones Exteriores, solicita que se tra-
mite ante el honorable Congreso de la Unión el permiso a
que se refiere la fracción II, Apartado C), del artículo 37 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para que las personas que se citan a continuación pueda
prestar sus servicios al gobierno extranjero que se mencio-
na:

Nombre: Andrea Mora.
Puesto: Telefonista en la Sección Consular.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de Amé-
rica en Nuevo Laredo, Tamaulipas.

Nombre: Rodolfo Andrés Morales Reyes.
Puesto: Técnico en mantenimiento.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de Amé-
rica en Ciudad Juárez, Chihuahua. 

Nombre: Thania Ávila Torres.
Puesto: Empleada en la Sección de Visas.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de Amé-
rica en Nuevo Laredo, Tamaulipas. 

Nombre: Carlos Iván Reyna Romero.
Puesto: Guardia en la Oficina de Seguridad.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de Amé-
rica en Monterrey, Nuevo León.

Por lo anterior me permito anexar, para la integración de sus
expedientes, copias certificadas de las actas de nacimiento
que acreditan la nacionalidad mexicana de dichas personas
y originales de los escritos en los que solicitan se realicen
los trámites correspondientes, asimismo copias simples de
sus identificaciones oficiales. 

Al mismo tiempo se informa que las personas que se citan
a continuación solicitan la cancelación del permiso que les
fue concedido para prestar servicios al gobierno extranjero
que se menciona: 

Nombre: Ricardo Benítez Cisneros.
Lugar de trabajo: Operador de computadoras.
Puesto: Consulado de Estados Unidos de América en
Matamoros, Tamaulipas. 

Nombre: Laura Yolanda Parra Ramírez.
Lugar de trabajo: Cajera/asistente financiera.
Puesto: Consulado de Estados Unidos de América en
Matamoros, Tamaulipas. 

Atentamente

México, DF, a 10 de octubre de 2011.— Licenciado Carlos Angulo Pa-
rra (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»



«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Se-
cretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito hacer de su conocimiento
que, mediante oficio número DEP-1778/11, Betina Claudia
Chávez Soriano, directora general de Coordinación Política
de la Secretaría de Relaciones Exteriores, solicita que se tra-
mite ante el honorable Congreso de la Unión el permiso a
que se refiere la fracción II, Apartado C), del artículo 37 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para que las personas que se citan a continuación pueda
prestar sus servicios al gobierno extranjero que se mencio-
na:

Nombre: Steven Milon Esparza.
Puesto: Asesor.
Lugar de trabajo: Embajada Real de Noruega en Méxi-
co. 

Nombre: Daniel Raymundo Rocha Lay 
Puesto: Especialista en Asuntos de Ciencia.
Lugar de trabajo: Embajada de Estados Unidos de Amé-
rica en México.

Nombre: Guadalupe Moreyoqui Navarrete.
Puesto: Supervisor de mantenimiento.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de Amé-
rica en Nogales, Sonora.

Nombre: José Miguel García Galindo.
Puesto: Auxiliar en la Sección Consular.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de Amé-
rica en Guadalajara, Jalisco.

Por lo anterior me permito anexar, para la integración de sus
expedientes, copias certificadas de las actas de nacimiento
que acreditan la nacionalidad mexicana de dichas personas
y originales de los escritos en los que solicitan se realicen
los trámites correspondientes, asimismo copias simples de
sus identificaciones oficiales. 

Al mismo tiempo se informa que la persona que se cita a
continuación solicita la cancelación del permiso que le fue
concedido para prestar servicios al gobierno extranjero que
se menciona: 

Nombre: María Guadalupe Suárez Barrera.
Puesto: Asistente de recursos humanos.
Lugar de trabajo: Consulado de Estados Unidos de Amé-
rica en Monterrey, Nuevo León.

Atentamente

México, DF, a 12 de octubre de 2011.— Licenciado Carlos Angulo Pa-
rra (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Las
solicitudes de permiso túrnense a la Comisión de Gober-
nación correspondiente, para su dictamen.

Por lo que se refiere a los ciudadanos que dejan de prestar
servicios, remítanse a la Comisión de Gobernación de la
Cámara Diputados y de la Cámara de Senadores, para
su conocimiento.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2012

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada en
esta fecha, los senadores Norma Esparza Herrera, Margari-
ta Villaescusa Rojo, Guadalupe Fonz Sáenz, María Elena
Orantes López, María del Socorro García Quiroz, Francis-
co Herrera León, Ramiro Hernández García, Gerardo Mon-
tenegro Ibarra, Antelmo Alvarado García, Claudia Sofía
Corichi García, Ricardo Monreal Ávila y Rosalía Peredo
Aguilar, presentaron propuesta con punto de acuerdo que
exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de
la Cámara de Diputados a destinar recursos suficientes a la
Secretaría de Educación Pública para la implementación de
una campaña permanente contra el maltrato escolar.

La presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, mismo
que se anexa, se turnara a la Cámara de Diputados el primer
resolutivo y a la Comisión de Educación del Senado el se-
gundo de ellos.
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Atentamente 

México, DF, a 13 de octubre 2011.— Senador Ricardo Francisco Gar-
cía Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Los suscritos senadores Norma Esparza Herrera, Margari-
ta Villaescusa Rojo, Guadalupe Fonz Sáenz, María Elena
Orantes López, María del Socorro García Quiroz, Francis-
co Herrera León, Ramiro Hernández García, Gerardo Mon-
tenegro Ibarra, Antelmo Alvarado García, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, senadora Claudia Sofía Corichi García, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, senador Ricardo Monreal Ávila, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo y la senadora Ro-
salía Peredo Aguilar, integrantes de esta LXI Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 108, 109, 110 y demás relativos del Regla-
mento del Senado de la República someto a consideración
de esta soberanía, la presente proposición con punto de
acuerdo en base a las siguientes

Consideraciones 

Ante un alarmante crecimiento de actos de violencia al in-
terior de las escuelas públicas y privadas, es indispensable
que en nuestro país, se inicie una campaña permanente de
prevención de maltrato escolar. La violencia que se ejerce
en los planteles educativos es caracterizada por el hostiga-
miento, difamación, calumnias y agresión entre estudiantes.
Esta lamentable situación es permanente y sistemática, ha
llegado incluso a violaciones sexuales, lesiones o en casos
extremos a suicidios. Fenómeno conocido y estudiado a ni-
vel mundial, denominado bulliyng.

Las burlas y agresiones entre estudiantes siempre han exis-
tido, pero ahora han alcanzando grados alarmantes, incenti-
vados por videojuegos violentos en donde los jugadores ga-
nan puntos por agredir a sus rivales, a policías y a mujeres,
además de páginas de Internet como La Jaula, en donde se
exhibe y difama a niños y niñas, en páginas creadas por ca-
da escuela, se incluyen fotografías y videos, tomados con
celulares, sobre situaciones vergonzosas para los alumnos.

Los videos más visitados en páginas como YouTube, son los
pleitos y riñas entre niñas y niños de escuelas primarias y
secundarias. Estas agresiones se observan desde los niveles
educativos de preescolar y/o kínder, y en las escuelas pri-
marias, secundarias, preparatorias y hasta universidades. 

El robo de la torta, dinero y útiles escolares, así como em-
pujones y agresiones verbales, llegan a derivar en agresiones
físicas como manoseos, golpes y hasta violaciones. Asimis-
mo, los jóvenes agredidos enfrentan estados de depresión
que los llevan, en grados extremos, al suicidio.

Cuando un menor es atacado en la institución donde estu-
dia, y es compartido a los padres o maestros, por lo regular
la solución ofrecida es, de no permitir la agresión y, corres-
ponder a esa violencia, utilizando frases como “el valiente
vive hasta que el cobarde quiere”, sin embargo cuando el
abuso es hecho por jóvenes de mayor edad, el agredido que-
da sin defensa, o cuando el ataque son insultos, éstos son
atacados con violencia física desencadenando una situación
cíclica y reiterada. 

El término se eligió por su parecido con mobbing, término
que se utiliza en etiología para describir el fenómeno en que
un grupo de pájaros ataca a un individuo de otra especie. 

El presente punto de acuerdo tiene el objetivo de proponer
una campaña permanente de atención al bullying, además
de lograr el interés de los diferentes actores involucrados en
el problema, para lograr su disminución, así también el cre-
ar consciencia, y evitar que se haga caso omiso de la situa-
ción.

Es de suma importancia que todos nos demos cuenta de la
gravedad del problema, ya que en la actualidad según cifras
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, seña-
lan que tres de cada 10 niños de primaria en el país han su-
frido alguna agresión física o de acoso escolar.

En el nivel de secundaria, sin haber cifras de estadísticas na-
cionales, se evidencia que es el nivel educativo donde ma-
yor maltrato escolar se practica. Lamentablemente parte del
problema es la falta de una denuncia por parte de las vícti-
mas, manifestándose en los menores: baja autoestima, y
sentimientos de cobardía y culpabilidad por la agresión de
la que forman parte. Además también se advierte en los
alumnos miedo a las represalias en caso de que compartan
la situación de violencia que viven o de las que son testigos.
Algunos signos que son comunes en las agresiones escola-
res son: cambios del estado de ánimo y humor, tristeza, llan-
to sin razón aparente, irritabilidad, falta de apetito, dolores
de cabeza, vómitos, dolores de estómago, resistencia a acu-
dir a la escuela, bajo rendimiento escolar. 

Así como la pérdida de pertenencias escolares y personales,
deterioro evidente de las mismas, moretones por caídas o



accidentes, o la manifestación de que nunca se tiene tarea en
equipo ni actividades deportivas, culturales o cívicas. 

Otra grave situación en éste fenómeno, es el desinterés por
parte de la familia, maestros, alumnos y sociedad en gene-
ral, ya que consideran que la situación es pasajera y que por
sí sola se resolverá, pero no es así, el impacto que tiene en
un menor la violencia se traduce en más violencia, y lo ve-
mos ahora con la situación que se vive en la sociedad.

En el estado de Aguascalientes hemos iniciado la campaña
con esfuerzos de muchas instituciones y organismos que,
decididos a atender el problema, han colaborado con la
creación e implementación de una campaña identificada co-
mo Campaña Cero Tolerancia Contra el Maltrato Escolar,
Bullying la cual ya tuvo un foro general de información y
ahora es una acción implementada en cada una de las es-
cuelas secundarias del estado, así como una campaña en los
medios de comunicación. En esta experiencia hemos en-
contrado el esfuerzo de dependencias como la Secretaría de
Salud, la Procuraduría General de Justicia del estado y el
Instituto Aguascalentense de la Mujer, que ya tienen pro-
gramas destinados a la ayuda de víctimas y colaboran con
su solución, sin embargo parece que las escuelas son ajenas
a esta situación y la ayuda que llega a los centros escolares,
es resultado de gestiones efectuadas por los directivos de la
escuela. 

La presente propuesta tiene la finalidad de erradicar en los
planteles educativos del país el maltrato escolar, conocido
como bullying. Por ello proponemos que el Ejecutivo fede-
ral, a través de la Secretaría de Educación Pública, diseñe e
implemente una campaña cuyos objetivos específicos sean:
dar a conocer lo que es la violencia escolar conocida como
bullying, así como encontrar alternativas en los centros es-
colares para atender a las víctimas y a los agresores con el
fin de evitar que la conducta se repita. Se efectúen foros de
información general sobre el tema y se capacite al personal
que aplique las medidas en los centros escolares, además de
involucrar la participación de los padres como condición
necesaria para establecer el vínculo entre la casa y la escue-
la. Será indispensable además agrupar esfuerzos de orga-
nismos como la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, que ya cuenta con un programa de atención, es por
eso que es necesario vincular toda la información, recursos
y personal que ya trabaja en beneficio de una solución inte-
gral. 

Razón por la cual, planteamos el presente punto de acuerdo,
con la propuesta de que sea la Secretaría de Educación Pú-
blica, la que diseñe, organice y lleve a cabo una campaña
permanente contra el maltrato escolar, invitando a la socie-
dad e instituciones que ya atienden el problema, para que en
coordinación se consolide una campaña única aplicada a to-
das las escuelas de educación básica a nivel nacional y se
logre erradicar esta conducta, que lesiona a los menores en
nuestras escuelas. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado someto a la consi-
deración de urgente resolución la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la Cámara de Diputados, a destinar recursos
suficientes a la Secretaría de Educación Pública, para la im-
plementación de una campaña permanente contra el maltra-
to escolar. 

Segundo. Se exhorta al titular del Ejecutivo de la Unión,
para que por conducto de la Secretaría de Educación Públi-
ca se diseñe e implemente una campaña permanente contra
el maltrato escolar en las escuelas de educación básica.

Cámara de Senadores, a 6 de octubre de 2011.— Senadores: Norma Es-
parza Herrera, Margarita Villaescusa Rojo, Guadalupe Fonz Sáenz, Ma-
ría Elena Orantes López, María del Socorro García Quiroz, Francisco
Herrera León, Ramiro Hernández García, Gerardo Montenegro Ibarra,
Antelmo Alvarado García (rúbrica), Claudia Sofía Corichi García, Ri-
cardo Monreal Ávila, Rosalía Peredo Aguilar (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Re-
mítase a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para su conocimiento.
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LEY DE AMPARO - LEY ORGANICA DEL PODER
JUDICIAL DE LA FEDERACION - 

LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES
I Y II DEL ARTICULO 105 DE LA CONSTITUCION

POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS -
LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION 

PUBLICA FEDERAL - 
LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS - 
LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA

GENERAL DE LA REPUBLICA

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se expide la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Ar-
tículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II
del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría General de la República.

Atentamente

México, DF, a 13 de octubre de 2011.— Senador Ricardo Francisco
García Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se expide la Ley de Amparo, Reglamentaria
de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación, de la Ley Reglamentaria de las
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, de la Ley
Orgánica del Congreso General De Los Estados Unidos
Mexicanos y de la Ley Orgánica de la Procuraduría Ge-
neral de la República.

Artículo Primero. Se expide la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos para quedar como
sigue:

Título Primero
Reglas Generales

Capítulo I
Disposiciones Fundamentales

Artículo 1o. El juicio de amparo tiene por objeto resolver
toda controversia que se suscite:

I. Por normas generales, actos u omisiones de autoridad
que violen los derechos humanos reconocidos y las ga-
rantías otorgadas para su protección por la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por
los tratados internacionales de los que el Estado mexi-
cano sea parte;

II. Por normas generales, actos u omisiones de la auto-
ridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de
los Estados o la esfera de competencias del Distrito Fe-
deral, siempre y cuando se violen los derechos humanos
reconocidos y las garantías otorgadas para su protección
por la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; y

III. Por normas generales, actos u omisiones las autori-
dades de los Estados o del Distrito Federal,  que invadan
la esfera de competencia de la autoridad federal, siem-
pre y cuando se violen los derechos humanos reconoci-



dos y las garantías otorgadas por la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.

El amparo protege a las personas frente a normas genera-
les, actos u omisiones por parte de los poderes públicos o
de particulares en los casos señalados en la presente ley.

Artículo 2o. El juicio de amparo se tramitará en vía direc-
ta o indirecta.  Se substanciará y resolverá de acuerdo con
las formas y procedimientos que establece esta ley.

A falta de disposición expresa se aplicará en forma suple-
toria el Código Federal de Procedimientos Civiles y, en su
defecto, los principios generales del derecho.

Artículo 3o. En el juicio de amparo las promociones debe-
rán hacerse por escrito.  

Podrán ser orales las que se hagan en las audiencias, noti-
ficaciones y comparecencias autorizadas por la ley, dejándo-
se constancia de lo esencial. Es optativo para el promovente
presentar su escrito en forma impresa o electrónicamente.

Las copias certificadas que se expidan para la substancia-
ción del juicio de amparo no causarán contribución alguna.

Los escritos en forma electrónica se presentarán mediante
el empleo de las tecnologías de la información, utilizando
la Firma Electrónica conforme la regulación que para tal
efecto emita el Consejo de la Judicatura Federal.

La Firma Electrónica es el medio de ingreso al sistema
electrónico del Poder Judicial de la Federación y producirá
los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa, como
opción para enviar y recibir promociones, documentos, co-
municaciones y notificaciones oficiales, así como consul-
tar acuerdos, resoluciones y sentencias relacionadas con
los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales. 

En cualquier caso, sea que las partes promuevan en forma
impresa o electrónica, los órganos jurisdiccionales están
obligados a que el expediente electrónico e impreso coin-
cidan íntegramente para la consulta de las partes. 

El Consejo de la Judicatura Federal, mediante reglas y
acuerdos generales, determinará la forma en que se deberá
integrar, en su caso, el expediente impreso. 

Los titulares de los órganos jurisdiccionales serán los res-
ponsables de vigilar la digitalización de todas las promo-

ciones y documentos que presenten las partes, así como los
acuerdos, resoluciones o sentencias y toda información re-
lacionada con los expedientes en el sistema, o en el caso de
que éstas se presenten en forma electrónica, se procederá a
su impresión para ser incorporada al expediente impreso.
Los secretarios de acuerdos de los órganos jurisdiccionales
darán fe de que tanto en el expediente electrónico como en
el impreso, sea incorporada cada promoción, documento,
auto y resolución, a fin de que coincidan en su totalidad. El
Consejo de la Judicatura Federal, en ejercicio de las facul-
tades que le confiere la Ley Orgánica del Poder Judicial de
la Federación, emitirá los acuerdos generales que conside-
re necesarios a efecto de establecer las bases y el correcto
funcionamiento de la Firma Electrónica. 

No se requerirá Firma Electrónica cuando el amparo se
promueva en los términos del artículo 15 de esta Ley.

Artículo 4o. De manera excepcional, y sólo cuando exista
urgencia atendiendo al interés social o al orden público, las
Cámaras del Congreso de la Unión, a través de sus presi-
dentes, o el Ejecutivo Federal, por conducto de su Conse-
jero Jurídico, podrán solicitar al Presidente de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación que un juicio de amparo, in-
cluidos los recursos o procedimientos derivados de éste, se
substancien y resuelvan de manera prioritaria, sin modifi-
car de ningún modo los plazos previstos en la ley.

La urgencia en los términos de este artículo se justificará
cuando:

I. Se trate de amparos promovidos para la defensa de
grupos vulnerables en los términos de la ley.  

II. Se trate del cumplimiento de decretos, resoluciones o
actos de autoridad en materia de competencia económi-
ca, monopolios y libre concurrencia. 

III. Se trate de prevenir daños irreversibles al equilibrio
ecológico.

IV. En aquéllos casos que el Pleno de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación estime procedentes. 

Recibida la solicitud, el Presidente de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, la someterá a consideración del Ple-
no, que resolverá de forma definitiva por mayoría simple.
La resolución incluirá las providencias que resulten nece-
sarias, las que se notificarán, cuando proceda, al Consejo
de la Judicatura Federal. 
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Para la admisión, trámite y resolución de las solicitudes, así
como las previsiones a que hace referencia este artículo,
deberán observarse los acuerdos generales que al efecto
emita la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Capítulo II
Capacidad y Personería

Artículo 5o. Son partes en el juicio de amparo:

I. El quejoso, teniendo tal carácter quien aduce ser titu-
lar de un derecho subjetivo o de un interés legítimo in-
dividual o colectivo, siempre que alegue que la norma,
acto u omisión reclamados violan los derechos previstos
en el artículo 1 de la presente ley y con ello se produz-
ca una afectación real y actual a su esfera jurídica, ya
sea de manera directa o en virtud de su especial situa-
ción frente al orden jurídico. 

El interés simple en ningún caso podrá invocarse como in-
terés legítimo. La autoridad pública no podrá invocar  inte-
rés legítimo.

El juicio de amparo podrá promoverse conjuntamente por
dos o más quejosos cuando resientan una afectación común
en sus derechos o intereses, aún en el supuesto de que di-
cha afectación derive de actos distintos, si éstos les causan
un perjuicio análogo y provienen de las mismas autorida-
des.

Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribu-
nales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso
deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo que se
afecte de manera personal y directa.

La víctima u ofendido del delito podrán tener el carácter de
quejosos en los términos de esta ley.

II. La autoridad responsable, teniendo tal carácter, con
independencia de su naturaleza formal, la que dicta, or-
dena, ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, modi-
fica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral
y obligatoria; u omita el acto que de realizarse crearía,
modificaría o extinguiría dichas situaciones jurídicas.

Para los efectos de esta ley, los particulares tendrán la cali-
dad de autoridad responsable cuando realicen actos equiva-
lentes a los de autoridad, que afecten derechos en los térmi-
nos de esta fracción, y cuyas funciones  estén determinadas
por una norma general.   

III. El tercero interesado, pudiendo tener tal carácter:

a) La persona que haya gestionado el acto reclamado o
tenga interés jurídico en que subsista;

b) La contraparte del quejoso cuando el acto reclama-
do emane de un juicio o controversia del orden judi-
cial, administrativo, agrario o del trabajo; o tratándose
de persona extraña al procedimiento, la que tenga in-
terés contrario al del quejoso;

c) La víctima del delito u ofendido, o quien tenga de-
recho a la reparación del daño o a reclamar la respon-
sabilidad civil, cuando el acto reclamado emane de un
juicio del orden penal y afecte de manera directa esa
reparación o responsabilidad;

d) El indiciado o procesado cuando el acto reclamado
sea el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal
por el ministerio público;

e) El ministerio público que haya intervenido en el
procedimiento penal del cual derive el acto reclamado,
siempre y cuando no tenga el carácter de autoridad res-
ponsable.

IV. El Ministerio Público Federal en todos los juicios,
donde podrá interponer los recursos que señala esta ley,
y los existentes en amparos penales cuando se reclamen
resoluciones de tribunales locales, independientemente
de las obligaciones que la misma ley le precisa para pro-
curar la pronta y expedita administración de justicia. 

Sin embargo, en amparos indirectos en materias civil y
mercantil, y con exclusión de la materia familiar, donde só-
lo se afecten intereses particulares, el Ministerio Público
Federal podrá interponer los recursos que esta ley señala,
sólo cuando los quejosos hubieren impugnado la constitu-
cionalidad de normas generales y este aspecto se aborde en
la sentencia.

Artículo 6o. El juicio de amparo puede promoverse por la
persona física o moral a quien afecte la norma general o el
acto reclamado en términos de la fracción I del artículo 5°
de esta Ley. El quejoso podrá hacerlo por sí, por su repre-
sentante legal o por su apoderado, o por cualquier persona
en los casos previstos en esta ley. 

Cuando el acto reclamado derive de un procedimiento pe-
nal, podrá promoverlo, además, por conducto de su defen-



sor o de cualquier persona en los casos en que esta ley lo
permita.

Artículo 7o. La Federación, los estados, el Distrito Federal,
los municipios o cualquier persona moral pública, podrán
solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o
representantes que señalen las disposiciones aplicables,
cuando la norma general, un acto u omisión los afecten en
su patrimonio, respecto de relaciones jurídicas en las que se
encuentren en un plano de igualdad con los particulares.

Las personas morales oficiales estarán exentas de prestar
las garantías que en esta ley se exige a las partes.

Artículo 8o. El menor de edad, persona con discapacidad
o mayor sujeto a interdicción podrá pedir amparo por sí o
por cualquier persona en su nombre sin la intervención de
su legítimo representante cuando éste se halle ausente, se
ignore quién sea, esté impedido o se negare a promoverlo.
El órgano jurisdiccional, sin perjuicio de dictar las provi-
dencias que sean urgentes, le nombrará un representante
especial para que intervenga en el juicio, debiendo preferir
a un familiar cercano, salvo cuando haya conflicto de inte-
reses o motivo que justifiquen la designación de persona
diversa.

Si el menor hubiere cumplido catorce años, podrá hacer la
designación de representante en el escrito de demanda.

Artículo 9o. Las autoridades responsables podrán ser re-
presentadas o sustituidas para todos los trámites en el jui-
cio de amparo en los términos de las disposiciones legales
y reglamentarias aplicables. En todo caso podrán por me-
dio de oficio acreditar delegados que concurran a las au-
diencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, ale-
guen, hagan promociones e interpongan recursos. 

El Presidente de la República será representado en los tér-
minos que se señalen en el acuerdo general que expida y se
publique en el Diario Oficial de la Federación. Dicha re-
presentación podrá recaer en el propio Consejero Jurídico,
en el Procurador General de la República o en los secreta-
rios de estado a quienes en cada caso corresponda el asun-
to, en términos de las leyes orgánicas y reglamentos apli-
cables. Los reglamentos interiores correspondientes
señalarán las unidades administrativas en las que recaerá la
citada representación. En el citado acuerdo general se se-
ñalará el mecanismo necesario para determinar la repre-
sentación en los casos no previstos por los mismos.

Los órganos legislativos federales, de los Estados y del
Distrito Federal, así como los gobernadores y jefe de go-
bierno de éstos, procuradores General de la República y de
las entidades federativas, titulares de las dependencias de
la administración pública federal, estatales o municipales,
podrán ser sustituidos por los servidores públicos a quienes
las leyes y los reglamentos que las rigen otorguen esa atri-
bución, o bien por conducto de los titulares de sus respecti-
vas oficinas de asuntos jurídicos.

Cuando el responsable sea una o varias personas particula-
res, en los términos establecidos en la presente ley, podrán
comparecer por sí mismos, por conducto de un representan-
te legal o por conducto de un apoderado.

Artículo 10. La representación del quejoso y del tercero in-
teresado se acreditará en juicio en los términos previstos en
esta ley. 

En los casos no previstos, la personalidad en el juicio se jus-
tificará en la misma forma que determine la ley que rija la
materia de la que emane el acto reclamado y cuando ésta no
lo prevenga, se estará a lo dispuesto por el Código Federal
de Procedimientos Civiles.

Cuando se trate del ministerio público o cualquier otra au-
toridad, se aplicarán las reglas del artículo anterior.

Artículo 11. Cuando quien comparezca en el juicio de am-
paro indirecto en nombre del quejoso o del tercero interesa-
do afirme tener reconocida su representación ante la autori-
dad responsable, le será admitida siempre que lo acredite
con las constancias respectivas, salvo en materia penal en la
que bastará la afirmación en ese sentido.

En el amparo directo podrá justificarse con la acreditación
que tenga en el juicio del que emane la resolución reclama-
da.

La autoridad responsable que reciba la demanda expresará
en el informe justificado si el promovente tiene el carácter
con que se ostenta.

Artículo 12. El quejoso y el tercero interesado podrán au-
torizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier
persona con capacidad legal, quien quedará facultada para
interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir prue-
bas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o dife-
rimiento y realizar cualquier acto que resulte ser necesario
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para la defensa de los derechos del autorizante, pero no po-
drá substituir o delegar dichas facultades en un tercero. 

En las materias civil, mercantil, laboral tratándose del pa-
trón,  o administrativa, la persona autorizada, deberá acre-
ditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la pro-
fesión de licenciado en derecho o abogado, y deberán
proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en
que se otorgue dicha autorización. Sin embargo, las partes
podrán designar personas solamente para oír notificaciones
e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad
legal, quien no gozará de las demás facultades a que se re-
fiere el párrafo anterior.

Artículo 13. Cuando la demanda se promueva por dos o
más quejosos con un interés común, deberán designar entre
ellos un representante, en su defecto, lo hará el órgano ju-
risdiccional en su primer auto sin perjuicio de que la parte
respectiva lo substituya por otro. Los terceros interesados
podrán también nombrar representante común. 

Cuando dos o más quejosos reclamen y aduzcan sobre un
mismo acto u omisión ser titulares de un interés legítimo, o
bien en ese mismo carácter reclamen actos u omisiones dis-
tintos pero con perjuicios análogos, provenientes de la mis-
ma autoridad, y se tramiten en órganos jurisdiccionales dis-
tintos, cualquiera de las partes podrá solicitar al Consejo de
la Judicatura Federal que determine la concentración de to-
dos los procedimientos ante un mismo órgano del Poder Ju-
dicial de la Federación, según corresponda. Recibida la so-
licitud, el Consejo de la Judicatura Federal, en atención al
interés social y al orden público, resolverá lo conducente y
dictará las providencias que resulten necesarias.

Artículo 14. Para el trámite de la demanda de amparo indi-
recto en materia penal bastará que el defensor manifieste,
bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter. En este ca-
so, la autoridad ante quien se presente la demanda pedirá al
juez o tribunal que conozca del asunto, que le remita la cer-
tificación correspondiente. 

Si el promovente del juicio posteriormente carece del ca-
rácter con el que se ostentó, el órgano jurisdiccional de am-
paro le impondrá una multa de cincuenta  a quinientos días
de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al
momento de realizarse la conducta sancionada y ordenará la
ratificación de la demanda al agraviado dentro de un térmi-
no de tres días.

Al ratificarse la demanda se tramitará el juicio, entendién-
dose las diligencias directamente con el agraviado siempre
en presencia de su defensor, ya sea de oficio o designado
por él, mientras no constituya representante dentro del jui-
cio de amparo. De lo contrario, la demanda se tendrá por no
interpuesta y quedarán sin efecto las providencias dictadas
en el expediente principal y en el incidente de suspensión.

Artículo 15. Cuando se trate de actos que importen peligro
de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera
de procedimiento, incomunicación, deportación o expul-
sión, proscripción o destierro, extradición, desaparición for-
zada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo
22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Arma-
da o Fuerza Aérea nacionales, y el agraviado se encuentre
imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo
cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de
edad. 

En estos casos, el órgano jurisdiccional de amparo decreta-
rá la suspensión de los actos reclamados, y dictará todas las
medidas necesarias para lograr la comparecencia del agra-
viado. 

Una vez lograda la comparecencia, se requerirá al agravia-
do para que dentro del término de tres días ratifique la de-
manda de amparo. Si éste la ratifica por sí o por medio de
su representante se tramitará el juicio; de lo contrario se
tendrá por no presentada la demanda y quedarán sin efecto
las providencias dictadas. 

Si a pesar de las medidas tomadas por el órgano jurisdic-
cional de amparo no se logra la comparecencia del agravia-
do, resolverá la suspensión definitiva, ordenará suspender el
procedimiento en lo principal y se harán los hechos del co-
nocimiento del Ministerio Público de la Federación. En ca-
so de que éste sea autoridad responsable, se hará del cono-
cimiento al Procurador General de la República. Cuando
haya solicitud expresa de la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos, se remitirá copia certificada de lo actuado
en estos casos. 

Transcurrido un año sin que nadie se apersone en el juicio,
se tendrá por no interpuesta la demanda. 

Cuando, por las circunstancias del caso o lo manifieste la
persona que presenta la demanda en lugar del quejoso, se
trate de una posible comisión del delito de desaparición for-



zada de personas, el juez tendrá un término no mayor de
veinticuatro horas para darle trámite al amparo, dictar la
suspensión de los actos reclamados, y requerir a las autori-
dades correspondientes toda la información que pueda re-
sultar conducente para la localización y liberación de la pro-
bable víctima. Bajo este supuesto, ninguna autoridad podrá
determinar que transcurra un plazo determinado para que
comparezca el agraviado, ni podrán las autoridades negarse
a practicar las diligencias que de ellas se soliciten o sean or-
denadas bajo el argumento de que existen plazos legales pa-
ra considerar la desaparición de una persona.

Artículo 16. En caso de fallecimiento del quejoso o del ter-
cero interesado, siempre que lo planteado en el juicio de
amparo no afecte sus derechos estrictamente personales, el
representante del fallecido continuará el juicio en tanto in-
terviene el representante de la sucesión.

Si el fallecido no tiene representación en el juicio, éste se
suspenderá inmediatamente que se tenga conocimiento de
la defunción.  Si la sucesión no interviene dentro del plazo
de sesenta días siguientes al en que se decrete la suspen-
sión, el juez ordenará lo conducente según el caso de que
se trate.

Cualquiera de las partes que tenga noticia del fallecimiento
del quejoso o del tercero interesado deberá hacerlo del co-
nocimiento del órgano jurisdiccional de amparo, acreditan-
do tal circunstancia, o proporcionando los datos necesarios
para ese efecto.

Capítulo III
Plazos

Artículo 17. El plazo para presentar la demanda de amparo
es de quince días, salvo:

I. Cuando se reclame una norma general autoaplicativa,
en que será de treinta días;

II. Cuando se reclame la sentencia definitiva condenato-
ria en un proceso penal, que imponga pena de prisión o
procedimiento de extradición, podrá interponerse en un
plazo de hasta ocho años;

III. Cuando el amparo se promueva contra actos que ten-
gan o puedan tener por efecto privar total o parcialmen-
te, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, po-
sesión o disfrute de sus derechos agrarios a los núcleos
de población ejidal o comunal, en que será de siete años,

contados a partir de que, de manera indubitable, la auto-
ridad responsable notifique el acto a los grupos agrarios
mencionados;

IV. Cuando el acto reclamado implique peligro de priva-
ción de la vida, ataques a la libertad personal fuera de
procedimiento, incomunicación, deportación o expul-
sión, proscripción o destierro, extradición, desaparición
forzada de personas o alguno de los prohibidos por el ar-
tículo 22 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al
Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, en que po-
drá presentarse en cualquier tiempo.

Artículo 18. Los plazos a que se refiere el artículo anterior
se computarán a partir del día siguiente a aquél en que sur-
ta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al que-
joso del acto o resolución que reclame o a aquél en que ha-
ya tenido conocimiento o se ostente sabedor del acto
reclamado o de su ejecución, salvo el caso de la fracción I
del artículo anterior en el que se computará a partir del día
de su entrada en vigor.

Artículo 19. Son días hábiles para la promoción, substan-
ciación y resolución de  los juicios de amparo todos los del
año, con excepción de los sábados y domingos, uno de ene-
ro, cinco de febrero, veintiuno de marzo, uno y cinco de ma-
yo, dieciséis de septiembre, doce de octubre, veinte de no-
viembre y veinticinco de diciembre, así como aquellos en
que se suspendan las labores en el órgano jurisdiccional an-
te el cual se tramite el juicio de amparo, o cuando no pueda
funcionar por causa de fuerza mayor.

Artículo 20. El juicio puede promoverse por escrito, com-
parecencia o medios electrónicos en cualquier día y hora, si
se trata de actos que importen peligro de privación de la vi-
da, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento,
incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o
destierro, extradición, desaparición forzada de personas o
alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la
incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea
nacionales. En estos casos, cualquier hora será hábil para
tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias
urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se ha-
ya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados
de las oficinas públicas de comunicaciones estarán obliga-
dos a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesa-
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dos, los mensajes en que se demande amparo por alguno de
los actos enunciados, así como las resoluciones y oficios
que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión,
fuera de las horas del despacho y a pesar de que existan dis-
posiciones en contrario de autoridades administrativas.

Artículo 21. La presentación de las demandas o promocio-
nes de término en forma impresa podrá hacerse el día en
que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribu-
nales ante la oficialía de partes correspondiente que habrá
de funcionar hasta las veinticuatro horas del día de su ven-
cimiento. 

La presentación de las demandas o las promociones de tér-
mino en forma electrónica a través de la Firma Electrónica,
podrán enviarse hasta las veinticuatro horas del día de su
vencimiento.

Con independencia de lo anterior, los órganos jurisdiccio-
nales de amparo podrán habilitar días y horas cuando lo es-
timen pertinente para el adecuado despacho de los asuntos.

Artículo 22. Los plazos se contarán por días hábiles, co-
menzarán a correr a partir del día siguiente al en que surta
sus efectos la notificación y se incluirá en ellos el del ven-
cimiento, inclusive para las realizadas en forma electrónica
a través del uso de la Firma Electrónica, salvo en materia
penal, en donde se computarán de momento a momento.

Correrán para cada parte desde el día siguiente a aquél en
que para ella hubiese surtido sus efectos la notificación res-
pectiva.

Artículo 23. Si alguna de las partes reside fuera de la juris-
dicción del órgano de amparo que conozca o deba conocer
del juicio, la demanda y la primera promoción del tercero
interesado podrán presentarse, dentro de los plazos legales,
en la oficina pública de comunicaciones del lugar de su re-
sidencia,  en la más cercana en caso de no haberla, o bien,
en forma electrónica a través del uso de la Firma Electró-
nica. 

Capítulo IV
Notificaciones

Artículo 24. Las resoluciones que se dicten en los juicios de
amparo deben notificarse a más tardar dentro del tercer día
hábil siguiente, salvo en materia penal, dentro o fuera de
procedimiento, en que se notificarán inmediatamente en

que sean pronunciadas. La razón que corresponda se asen-
tará inmediatamente después de dicha resolución. 

El quejoso y el tercero interesado podrán autorizar a cual-
quier persona con capacidad legal exclusivamente para oír
notificaciones aún las de carácter personal e imponerse de
los autos, quien no gozará de las demás facultades previstas
en el artículo 12 de esta ley.

Cuando el quejoso el tercero interesado cuenten con Firma
Electrónica y pretendan que los autorizados en términos del
párrafo anterior, utilicen o hagan uso de ésta en su repre-
sentación, deberán comunicarlo al órgano jurisdiccional co-
rrespondiente, señalando las limitaciones o revocación de
facultades en el uso de la misma.

Artículo 25. Las notificaciones al titular del Poder Ejecuti-
vo Federal se entenderán con el titular de la Secretaría de
Estado, de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal o de
la Procuraduría General de la República, que deba repre-
sentarlo en el juicio de amparo, de acuerdo con lo dispues-
to en el acuerdo general al que hace referencia el artículo 9°
de esta ley.

Las notificaciones a las entidades a que se hace referencia
en el párrafo anterior deberán ser hechas por medio de ofi-
cio impreso dirigido al domicilio oficial que corresponda o
en forma digital a través del uso de la Firma Electrónica.

Artículo 26. Las notificaciones en los juicios de amparo se
harán:

I. En forma personal:

a) Al quejoso privado de su libertad, en el local del ór-
gano jurisdiccional que conozca del juicio, o en el de su
reclusión o a su defensor, representante legal o persona
designada para oír notificaciones;

b) La primera notificación al tercero interesado y al
particular señalado como autoridad responsable;

c) Los requerimientos y prevenciones;

d) El acuerdo por el que se le requiera para que expre-
se si ratifica su escrito de desistimiento;

e) Las sentencias dictadas fuera de la audiencia consti-
tucional;



f) El sobreseimiento dictado fuera de la audiencia cons-
titucional; 

g) Las resoluciones que decidan sobre la suspensión
definitiva cuando sean dictadas fuera de la audiencia
incidental;

h) La aclaración de sentencias ejecutorias;

i) La aclaración de las resoluciones que modifiquen o
revoquen la suspensión definitiva; 

j) Las resoluciones que desechen la demanda o la ten-
gan por no interpuesta, y

k) Las resoluciones que a juicio del órgano jurisdiccio-
nal lo ameriten;

l) Las resoluciones interlocutorias que se dicten en los
incidentes de reposición de autos;

II. Por oficio:

a) A la autoridad responsable, salvo que se trate de la
primera notificación a un particular señalado como tal,
en cuyo caso se observará lo establecido en el inciso b)
de la fracción I del presente artículo; 

b) A la autoridad que tenga el carácter de tercero inte-
resado; y

c) Al ministerio público de la federación en el caso de
amparo contra normas generales.

III. Por lista, en los casos no previstos en las fracciones
anteriores; y

IV. Por vía electrónica, a las partes que expresamente así
lo soliciten, y que previamente hayan obtenido la Firma
Electrónica.

Artículo 27. Las notificaciones personales se harán de
acuerdo con las siguientes reglas: 

I. Cuando obre en autos el domicilio de la persona, o se
encuentre señalado uno para recibir notificaciones ubi-
cado en el lugar en que resida el órgano jurisdiccional
que conozca del juicio: 

a) El actuario buscará a la persona que deba ser notifi-
cada, se cerciorará de su identidad, le hará saber el ór-
gano jurisdiccional que ordena la notificación y el nú-
mero de expediente y le entregará copia autorizada de
la resolución que se notifica y, en su caso, de los do-
cumentos a que se refiera dicha resolución. Si la per-
sona se niega a recibir o a firmar la notificación, la ne-
gativa se asentará en autos y aquélla se tendrá por
hecha; 

b) Si no se encuentra a la persona que deba ser notifi-
cada, el actuario se cerciorará de que es el domicilio y
le dejará citatorio para que, dentro de los dos días há-
biles siguientes, acuda al órgano jurisdiccional a noti-
ficarse, especificándose el mismo y el número del ex-
pediente. El citatorio se dejará con la persona que se
encuentre en el domicilio; si la persona por notificar
no acude a la cita, la notificación se hará por lista; y
por lista en una página electrónica; y 

c) Si el actuario encuentra el domicilio cerrado y nin-
guna persona acude a su llamado, se cerciorará de que
es el domicilio correcto, lo hará constar y fijará aviso
en la puerta a fin de que, dentro de los dos días hábiles
siguientes, acuda al órgano jurisdiccional a notificarse.
Si no se presenta se notificará por lista y por lista en
una página electrónica pudiendo, el referido órgano, to-
mar las medidas necesarias para lograr la notificación
personal si lo estima pertinente.

En todos los casos a que se refieren los incisos anteriores, el
actuario asentará razón circunstanciada en el expediente; 

II. Cuando el domicilio señalado de la persona a notifi-
car no se encuentre en el mismo lugar en que resida el
órgano jurisdiccional, la primera notificación se hará por
exhorto o despacho en términos del Código Federal de
Procedimientos Civiles, los que podrán ser enviados y
recibidos haciendo uso de la Firma Electrónica. En el ex-
horto o despacho se requerirá que se señale domicilio en
el lugar del juicio, con apercibimiento que de no hacer-
lo, las siguientes notificaciones, aun las personales, se
practicarán por lista, sin perjuicio de que pueda hacer la
solicitud a que se refiere la fracción IV del artículo 26 de
esta Ley. 

Cuando el domicilio se encuentre fuera de la circunscrip-
ción territorial del órgano jurisdiccional que conoce del jui-
cio, pero en zona conurbada, podrá comisionar al notifica-
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dor para que la realice en los términos de la fracción I de es-
te artículo; 

III. Cuando no conste en autos domicilio para oír notifi-
caciones, o el señalado resulte inexacto:

a) Las notificaciones personales al quejoso se efectua-
rán por lista.

b) Tratándose de la primera notificación al tercero inte-
resado y al particular  señalado como autoridad respon-
sable, el órgano jurisdiccional dictará las medidas que
estime pertinentes con el propósito de que se investigue
su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsa-
ble para que proporcione el que ante ella se hubiera se-
ñalado.  Siempre que el acto reclamado emane de un
procedimiento judicial la notificación se hará en el úl-
timo domicilio señalado para oír notificaciones en el
juicio de origen.

Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notifica-
ción, se hará por edictos a costa del quejoso en términos
del Código Federal de Procedimientos Civiles. En caso de
que el quejoso no acredite haber entregado para su publi-
cación los edictos dentro del plazo de veinte días siguien-
tes al en que se pongan a su disposición, se sobreseerá el
amparo.

c) Cuando se trate de personas de escasos recursos a
juicio del órgano jurisdiccional, se ordenará la publica-
ción correspondiente en el Diario Oficial de la Federa-
ción sin costo para el quejoso.

Cuando deba notificarse al interesado la providencia que
mande ratificar el escrito de desistimiento de la demanda o
de cualquier recurso, si no consta en autos el domicilio pa-
ra oír notificaciones, ni se expresan estos datos en el escri-
to, continuará el juicio.

Artículo 28. Las notificaciones por oficio se harán confor-
me a las reglas siguientes:

I. Si el domicilio de la oficina principal de la autoridad
se encuentra en el lugar del juicio, un empleado hará la
entrega, recabando la constancia de recibo correspon-
diente.

Si la autoridad se niega a recibir el oficio, el actuario hará
del conocimiento del encargado de la oficina correspon-
diente que no obstante esta circunstancia, se tendrá por he-

cha la notificación. Si a pesar de esto subsiste la negativa,
asentará la razón en autos y se tendrá por hecha; 

II. Si el domicilio de la autoridad se encuentra fuera del
lugar del juicio, se enviará el oficio por correo en pieza
certificada con acuse de recibo, el que se agregará en au-
tos.

En casos urgentes, cuando el domicilio se encuentre fuera de
la circunscripción territorial del órgano jurisdiccional que
conozca del juicio, pero en zona conurbada, podrá ordenar-
se que la notificación se haga por medio del actuario; y 

III. En casos urgentes, cuando lo requiera el orden públi-
co o fuere necesario para la eficacia de la notificación, el
órgano jurisdiccional que conozca del amparo o del inci-
dente de suspensión o de cualquier otro previsto por es-
ta ley, podrá ordenar que la notificación se haga a las au-
toridades responsables por cualquier medio oficial, sin
perjuicio de practicarla conforme a las fracciones I y II
de este artículo.

Las oficinas públicas de comunicaciones están obligadas a
transmitir, sin costo alguno, los oficios a que se refieren las
anteriores fracciones.

Artículo 29. Las notificaciones por lista se harán en una
que se fijará y publicará en el local del órgano jurisdiccio-
nal, en lugar visible y de fácil acceso, así como en portal de
internet del Poder Judicial de la Federación. La fijación y
publicación de esta lista se realizará a primera hora hábil del
día siguiente al de la fecha de la resolución que la ordena y
contendrá: 

I. El número del juicio o del incidente de suspensión de
que se trate; 

II. El nombre del quejoso;

III. La autoridad responsable; y

IV. La síntesis de la resolución que se notifica.

El actuario asentará en el expediente la razón respectiva.

Artículo 30. Las notificaciones por vía electrónica se suje-
tarán a las reglas siguientes:

I. A los representantes de las autoridades responsables y
a las autoridades que tengan el carácter de terceros inte-



resados, así como cualesquier otra que tuviere interven-
ción en el juicio, la primera notificación deberá hacerse
por oficio impreso, en los términos precisados en el ar-
tículo 28 de esta ley y excepcionalmente a través de ofi-
cio digitalizado mediante la utilización de Firma Elec-
trónica. 

A efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto por el párrafo
anterior, cuando el domicilio se encuentre fuera del lugar
del juicio, la primera notificación se hará por correo, en pie-
za certificada con acuse de recibo por medio de oficio digi-
talizado, con la utilización de la Firma Electrónica. 

En todos los casos la notificación o constancia respectiva se
agregará a los autos.

Las autoridades responsables que cuenten con Firma Elec-
trónica están obligadas a ingresar al sistema electrónico del
Poder Judicial de la Federación todos los días y obtener la
constancia a que se refiere la fracción III del artículo 31 de
esta ley, en un plazo máximo de dos días a partir de que el
órgano jurisdiccional la hubiere enviado, con excepción de
las determinaciones dictadas en el incidente de suspensión
en cuyo caso el plazo será de veinticuatro horas.

De no generarse la constancia de consulta antes menciona-
da, el órgano jurisdiccional que corresponda tendrá por he-
cha la notificación y se dará por no cumplida por la autori-
dad responsable la resolución que contenga. Cuando el
órgano jurisdiccional lo estime conveniente por la naturale-
za del acto podrá ordenar que las notificaciones se hagan
por conducto del actuario, quien además, asentará en el ex-
pediente cualquiera de las situaciones anteriores.

En aquellos asuntos que por su especial naturaleza, las au-
toridades responsables consideren que pudiera alterarse su
normal funcionamiento, éstas podrán solicitar al órgano ju-
risdiccional la ampliación del término de la consulta de los
archivos contenidos en el sistema de información electró-
nica. 

El auto que resuelva sobre la ampliación podrá ser recurri-
do a través del recurso de queja en los plazos y términos es-
tablecidos para las resoluciones a las que se refiere el artí-
culo 97, fracción I, inciso b) de esta ley, y

II. Los quejosos o terceros interesados que cuenten con
Firma Electrónica están obligados a ingresar al sistema
electrónico del Poder Judicial de la Federación todos los
días y obtener la constancia a que se refiere la fracción

III del artículo 31 de esta ley, en un plazo máximo de dos
días a partir de que el órgano jurisdiccional la hubiere
enviado, con excepción de las determinaciones dictadas
en el incidente de suspensión, en cuyo caso, el plazo se-
rá de veinticuatro horas.

De no ingresar al sistema electrónico del Poder Judicial de
la Federación dentro de los plazos señalados, el órgano ju-
risdiccional que corresponda tendrá por hecha la notifica-
ción. Cuando el órgano jurisdiccional lo estime conve-
niente por la naturaleza del acto podrá ordenar que las
notificaciones se hagan por conducto del actuario, quien
además, hará constar en el expediente cualquiera de las si-
tuaciones anteriores.

III. Cuando por caso fortuito, fuerza mayor o por fallas
técnicas se interrumpa el sistema, haciendo imposible el
envío y la recepción  de promociones dentro de los pla-
zos establecidos en la ley, las partes deberán dar aviso de
inmediato, por cualquier otra vía, al órgano jurisdiccio-
nal que corresponda, el que comunicará tal situación a la
unidad administrativa encargada de operar el sistema. En
tanto dure ese acontecimiento, se suspenderán, única-
mente por ese lapso,  los plazos correspondientes.

Una vez que se haya restablecido el sistema, la unidad ad-
ministrativa encargada de operar el sistema enviará un re-
porte al o los órganos jurisdiccionales correspondientes en
el que deberá señalar la causa y el tiempo de la interrupción
del sistema,  para efectos del cómputo correspondiente.

El órgano jurisdiccional que corresponda deberá notificar a
las partes sobre la interrupción del sistema, haciéndoles sa-
ber el tiempo de interrupción, desde su inicio hasta su res-
tablecimiento, así como el momento en que  reinicie el cóm-
puto de los plazos correspondientes.

Artículo 31. Las notificaciones surtirán sus efectos confor-
me a las siguientes reglas:

I. Las que correspondan a las autoridades responsables y
a las autoridades que tengan el carácter de terceros inte-
resados, desde el momento en que hayan quedado legal-
mente hechas;

Cuando el oficio que contenga el auto o resolución que se
debe notificar se envíe por correo y no se trate de la sus-
pensión, en la fecha que conste en el acuse de recibo, siem-
pre y cuando sea un día hábil. En caso contrario, a la pri-
mera hora del día hábil siguiente;
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II. Las demás, desde el día siguiente al de la notificación
personal o al de la fijación y publicación de la lista que
se realice en los términos de la presente ley. Tratándose
de aquellos usuarios que cuenten con Firma Electrónica,
la notificación por lista surtirá sus efectos cuando llega-
do el término al que se refiere la fracción II del artículo
30, no hubieren generado la constancia electrónica que
acredite la consulta de los archivos respectivos, debien-
do asentar el actuario la razón correspondiente; y

III. Las realizadas por vía electrónica cuando se genere
la constancia de la consulta realizada, la cual, por una
parte, el órgano jurisdiccional digitalizará para el expe-
diente electrónico y, por otra, hará una impresión que
agregará al expediente impreso correspondiente como
constancia de notificación.

Se entiende generada la constancia cuando el sistema elec-
trónico del Poder Judicial de la Federación produzca el avi-
so de la hora en que se recupere la determinación judicial
correspondiente, contenida en el archivo electrónico.

Artículo 32. Serán nulas las notificaciones que no se hicie-
ren en la forma que establecen las disposiciones preceden-
tes.

Capítulo V
Competencia

Sección Primera
Reglas de Competencia

Artículo 33. Son competentes para conocer del juicio de
amparo:

I. La Suprema Corte de Justicia de la Nación;

II. Los tribunales colegiados de circuito;

III. Los tribunales unitarios de circuito;

IV. Los juzgados de distrito; y

V. Los órganos jurisdiccionales de los poderes judiciales
de los estados y del Distrito Federal, en los casos previs-
tos por esta ley.

Artículo 34. Los tribunales colegiados de circuito son com-
petentes para conocer del juicio de amparo directo.

La competencia de los tribunales se fija de acuerdo con la
residencia de la autoridad que haya dictado el acto reclama-
do y, en su caso, atendiendo a la especialización por mate-
ria.

En materia agraria y en los juicios en contra de tribunales
federales de lo contencioso administrativo, es competente el
tribunal colegiado de circuito que tenga jurisdicción en don-
de el acto reclamado deba tener ejecución, trate de ejecutar-
se, se esté ejecutando o se haya ejecutado; si el acto recla-
mado puede tener ejecución en más de un circuito o ha
comenzado a ejecutarse en uno de ellos y sigue ejecutándo-
se en otro, es competente el tribunal colegiado de circuito
que primero hubiere recibido la demanda; en su defecto,
aquél que dicte acuerdo sobre la misma.

Artículo 35. Los juzgados de distrito y los tribunales unita-
rios de circuito son competentes para conocer del juicio de
amparo indirecto.

También lo serán las autoridades del orden común cuando
actúen en auxilio de los órganos jurisdiccionales de ampa-
ro.

Artículo 36. Los tribunales unitarios de circuito sólo cono-
cerán de los juicios de amparo indirecto promovidos contra
actos de otros tribunales de la misma naturaleza. Será com-
petente otro tribunal del mismo circuito, si lo hubiera, o el
más próximo a la residencia de aquél que haya emitido el
acto reclamado.

Artículo 37. Es juez competente el que tenga jurisdicción
en el lugar donde el acto que se reclame deba tener ejecu-
ción, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecu-
tado.

Si el acto reclamado puede tener ejecución en más de un
distrito o ha comenzado a ejecutarse en uno de ellos y sigue
ejecutándose en otro, es competente el juez de distrito ante
el que se presente la demanda.

Cuando el acto reclamado no requiera ejecución material es
competente el juez de distrito en cuya jurisdicción se haya
presentado la demanda.

Artículo 38. Es competente para conocer del juicio de am-
paro indirecto que se promueva contra los actos de un juez
de distrito, otro del mismo distrito y especialización en su
caso y, si no lo hubiera, el más cercano dentro de la juris-
dicción del circuito al que pertenezca.



Artículo 39. Cuando se trate de amparos contra actos de au-
toridades que actúen en auxilio de la justicia federal, no po-
drá conocer el juez de distrito que deba avocarse al conoci-
miento del asunto en que se haya originado el acto
reclamado.

En este caso, conocerá otro del mismo distrito y especiali-
zación, en su caso, y si no lo hubiera, el más cercano dentro
de la jurisdicción del circuito a que pertenezca.

Artículo 40. El pleno o las salas de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación podrán ejercer la facultad de atracción
para conocer de un amparo directo que corresponda resol-
ver a los tribunales colegiados de circuito, cuando por su in-
terés y trascendencia lo ameriten, de conformidad con el si-
guiente procedimiento:

I. Planteado el caso por cualquiera de los ministros, el
pleno o la sala acordará si procede solicitar los autos al
tribunal colegiado de circuito, en cuyo caso, previa sus-
pensión del procedimiento, éste los remitirá dentro del
plazo de tres días siguientes a la recepción de la solici-
tud;

II. Recibidos los autos se turnará el asunto al ministro
que corresponda, para que dentro del plazo de quince dí-
as formule dictamen a efecto de resolver si se ejerce o no
dicha facultad; y

III. Transcurrido el plazo anterior, el dictamen será dis-
cutido por el tribunal pleno o por la sala dentro de los
tres días siguientes.

Si el pleno o la sala decide ejercer la facultad de atracción
se avocará al conocimiento; en caso contrario, devolverá los
autos al tribunal de origen.

Sección Segunda
Conflictos Competenciales

Artículo 41. Ningún órgano jurisdiccional puede sostener
competencia a su superior.

Artículo 42. Luego que se suscite una cuestión de compe-
tencia, se suspenderá todo procedimiento con excepción del
incidente de suspensión.

Artículo 43. Cuando alguna de las salas de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación tenga información de que otra sa-
la está conociendo de cualquier asunto a que aquélla le co-

rresponda, la requerirá para que cese en el conocimiento y
le remita los autos.

Dentro del término de tres días, la sala requerida dictará re-
solución, y si estima que no es competente, remitirá los au-
tos a la requirente.  Si considera que es competente hará
saber su resolución a la requirente, suspenderá el procedi-
miento y remitirá los autos al presidente de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, para que el tribunal pleno
resuelva lo que proceda.

Cuando se turne a una de las salas de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación un asunto en materia de amparo y és-
ta estime que no es competente para conocer de él, así lo
declarará y remitirá los autos a la que estime competente.
Si esta última considera que tiene competencia, se avocará
al conocimiento del asunto; en caso contrario, comunicará
su resolución a la sala que se hubiese declarado incompe-
tente y remitirá los autos al presidente de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, para que el tribunal pleno resuelva
lo procedente.

Artículo 44. Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción conozca de la revisión interpuesta contra la sentencia
definitiva dictada en un juicio que debió tramitarse como
directo, declarará insubsistente la sentencia recurrida y re-
mitirá los autos al correspondiente tribunal colegiado de cir-
cuito.

Si en el mismo supuesto del párrafo anterior quien conoce
de la revisión es un tribunal colegiado de circuito, declara-
rá insubsistente la sentencia recurrida y se avocará al cono-
cimiento en la vía directa.

Artículo 45. Cuando se reciba en un tribunal colegiado de
circuito una demanda que deba tramitarse en vía indirecta,
declarará de plano carecer de competencia y la remitirá con
sus anexos al órgano que estime competente.  Si se trata de
un órgano de su mismo circuito, éste conocerá del asunto
sin que pueda objetar su competencia, salvo en el caso pre-
visto en el artículo 49 de esta ley; si el órgano designado no
pertenece al mismo circuito, únicamente podrá plantear la
competencia por razón del territorio o especialidad, en tér-
minos del artículo 48 de esta ley.

Artículo 46. Cuando un tribunal colegiado de circuito ten-
ga información de que otro conoce de un asunto que a aquél
le corresponda, lo requerirá para que le remita los autos.  Si
el requerido estima no ser competente deberá remitir los au-
tos, dentro de los tres días siguientes a la recepción del re-
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querimiento.  Si considera que lo es, en igual plazo hará sa-
ber su resolución al requirente, suspenderá el procedimien-
to y remitirá los autos al presidente de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, quien lo turnará a la sala que corres-
ponda, para que dentro del plazo de ocho días resuelva lo
que proceda.

Cuando el tribunal colegiado de circuito que conozca de un
juicio o recurso estime carecer de competencia para cono-
cer de ellos, lo declarará así y enviará dentro de los tres dí-
as siguientes los autos al órgano jurisdiccional que en su
concepto lo sea.

Si éste acepta la competencia, se avocará al conocimiento;
en caso contrario, dentro de los tres días siguientes comuni-
cará su resolución al órgano que declinó la competencia y
remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción para que dentro del plazo de ocho días resuelva lo que
proceda.

Artículo 47. Cuando se presente una demanda de amparo
ante un juez de distrito o ante un tribunal unitario de circui-
to, en la que se reclamen actos que estimen sean materia de
amparo directo, declararán carecer de competencia y de in-
mediato remitirán la demanda y sus anexos al tribunal cole-
giado de circuito que corresponda.

El presidente del tribunal decidirá, sin trámite alguno, si
acepta o no la competencia.  En el primer caso, mandará tra-
mitar el expediente y señalará al quejoso un plazo de cinco
días para la presentación de las copias, notificará a la auto-
ridad responsable para que en su caso, provea respecto a la
suspensión del acto reclamado y le otorgará un plazo de
diez días para que rinda el informe correspondiente.  En el
caso que decida no aceptar la competencia, remitirá los au-
tos al juzgado o tribunal que estime competente, sin perjui-
cio de las cuestiones de competencia que pudieran suscitar-
se entre jueces de distrito o tribunales unitarios de circuito.

Si la competencia del tribunal colegiado de circuito aparece
del informe justificado de la autoridad responsable, el juez
de distrito o tribunal unitario de circuito se declarará in-
competente conforme a este artículo, remitirá los autos al
tribunal colegiado de circuito que estime competente para el
efecto previsto en el párrafo anterior y lo comunicará a la
autoridad responsable para que ésta en su caso, continúe lo
relativo a la suspensión del acto reclamado conforme a lo
establecido en esta ley.

Artículo 48. Cuando se presente una demanda de amparo
ante juez de distrito o tribunal unitario de circuito y estimen
carecer de competencia, la remitirán de plano, con sus ane-
xos, al juez o tribunal competente, sin decidir sobre la ad-
misión ni sobre la suspensión del acto reclamado, salvo que
se trate de actos que importen peligro de privación de la vi-
da, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento,
incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o
destierro, extradición, desaparición forzada de personas o
alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la
incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea
nacionales.

Recibida la demanda y sus anexos por el órgano requerido,
éste decidirá de plano, dentro de las cuarenta y ocho horas
siguientes, si acepta o no el conocimiento del asunto. Si
acepta, comunicará su resolución al requirente, previa noti-
ficación de las partes.  En caso contrario, devolverá la de-
manda al requirente, quien deberá resolver dentro de las
cuarenta y ocho horas siguientes si insiste o no en declinar
su competencia. Si no insiste, se limitará a comunicar su re-
solución al requerido y se dará por terminado el conflicto
competencial.  Si insiste en declinar su competencia y la
cuestión se plantea entre órganos de la jurisdicción de un
mismo tribunal colegiado de circuito, remitirá los autos al
tribunal colegiado de circuito de su jurisdicción, el cual da-
rá aviso al requerido para que exponga lo que estime perti-
nente.

Si el conflicto competencial se plantea entre órganos que no
sean de la jurisdicción de un mismo tribunal colegiado de
circuito, lo resolverá el que ejerza jurisdicción sobre el re-
quirente, quien remitirá los autos y dará aviso al requerido
para que exponga lo conducente, debiéndose estar a lo que
se dispone en el artículo anterior.

Recibidos los autos y el oficio relativo, el tribunal colegia-
do de circuito tramitará el expediente y resolverá dentro de
los ocho días siguientes quién debe conocer del juicio; co-
municará su resolución a los involucrados y remitirá los au-
tos al órgano declarado competente.

Admitida la demanda de amparo indirecto ningún órgano
jurisdiccional podrá declararse incompetente para conocer
del juicio antes de resolver sobre la suspensión definitiva.

Artículo 49. Cuando el juez de distrito o el tribunal unita-
rio de circuito ante el cual se hubiese promovido un juicio
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de amparo tenga información de que otro está conociendo
de un juicio diverso promovido por el mismo quejoso, con-
tra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado,
aunque los conceptos de violación sean distintos, lo comu-
nicará de inmediato por oficio a dicho órgano, y anexará la
certificación del día y hora de presentación de la demanda,
así como, en su caso, del auto dictado como primera actua-
ción en el juicio.

Recibido el oficio, el órgano resolverá dentro de las veinti-
cuatro horas siguientes si se trata del mismo asunto y si le
corresponde su conocimiento, y comunicará lo anterior al
oficiante.  Si reconoce la competencia de éste, le remitirá
los autos relativos.

En caso de conflicto competencial, se estará a lo dispuesto
en el artículo 48 de esta ley.

Cuando se resuelva que se trata de un mismo asunto, se con-
tinuará el juicio promovido ante el juez de distrito o tribu-
nal unitario de circuito que haya resultado competente y se
deberá sobreseer en el otro juicio.

Artículo 50. Cuando alguna de las partes estime que un
juez de distrito o tribunal unitario de circuito está conocien-
do de un juicio de amparo que debe tramitarse como direc-
to, podrá ocurrir ante el tribunal colegiado de circuito que
estime competente y exhibir copia de la demanda y de las
constancias conducentes.

El presidente del tribunal colegiado pedirá informe al juez
de distrito o tribunal unitario de circuito, que deberá rendir-
se en el plazo de veinticuatro horas, y resolverá dentro de
las cuarenta y ocho horas siguientes.

Capítulo VI
Impedimentos, Excusas 

y Recusaciones

Artículo 51. Los ministros de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, los magistrados de circuito, los jueces de dis-
trito, así como las autoridades que conozcan de los juicios
de amparo, deberán excusarse cuando ocurra cualquiera de
las siguientes causas de impedimento:

I. Si son cónyuges o parientes de alguna de las partes, de
sus abogados o representantes, en línea recta por con-
sanguinidad o afinidad sin limitación de grado; en la co-
lateral por consanguinidad dentro del cuarto grado, o en
la colateral por afinidad dentro del segundo;

II. Si tienen interés personal en el asunto que haya moti-
vado el acto reclamado o lo tienen su cónyuge o parien-
tes en los grados expresados en la fracción anterior;

III. Si han sido abogados o apoderados de alguna de las
partes en el asunto que haya motivado el acto reclamado
o en el juicio de amparo;

IV. Si hubieren tenido el carácter de autoridades respon-
sables en el juicio de amparo, o hubieren emitido en otra
instancia o jurisdicción el acto reclamado o la resolución
impugnada, excepto cuando se trate del presidente del
órgano jurisdiccional de amparo en las resoluciones ma-
teria del recurso de reclamación;

V. Si hubieren aconsejado como asesores la resolución
reclamada;

VI. Si figuran como partes en algún juicio de amparo se-
mejante al de su conocimiento; 

VII. Si tuvieren amistad estrecha o enemistad manifies-
ta con alguna de las partes, sus abogados o represen-
tantes; y

VIII. Si se encuentran en una situación diversa a las es-
pecificadas que implicaran elementos objetivos de los
que pudiera derivarse el riesgo de pérdida de imparcia-
lidad.

Artículo 52. Sólo podrán invocarse como excusas las cau-
sas de impedimento que enumera el artículo anterior.

Las partes podrán plantear como causa de recusación cual-
quiera de tales impedimentos.

Artículo 53. El que se excuse deberá, en su caso, proveer
sobre la suspensión excepto cuando aduzca tener interés per-
sonal en el asunto, salvo cuando proceda legalmente la sus-
pensión de oficio. El que deba sustituirlo resolverá lo que co-
rresponda, en tanto se califica la causa de impedimento.

Artículo 54. Conocerán de las excusas y recusaciones:

I. El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
en los asuntos de su competencia;

II. La sala correspondiente de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, en los asuntos de su competencia, así
como en el supuesto del artículo 56 de esta ley; y

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 18 de octubre de 201161



III. Los tribunales colegiados de circuito:

a) De uno de sus magistrados;

b) De dos o más magistrados de otro tribunal colegiado
de circuito;

c) De los jueces de distrito, los titulares de los tribuna-
les unitarios y demás autoridades que conozcan de los
juicios de amparo, que se encuentren en su circuito.

Artículo 55. Los ministros de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación manifestarán estar impedidos ante el tribunal
pleno o ante la sala que conozca del asunto de que se trate.

Los magistrados de circuito y los jueces de distrito mani-
festarán su impedimento y lo comunicarán al tribunal cole-
giado de circuito que corresponda.

Las excusas se calificarán de plano.

Artículo 56. Cuando uno de los ministros se manifieste im-
pedido en asuntos del conocimiento del pleno o sala, los
restantes calificarán la excusa.  Si la admiten, éstos conti-
nuarán en el conocimiento del asunto; en caso de empate,
quien presida tendrá voto de calidad.

Cuando se manifiesten impedidos dos o más ministros de
una de las salas, se calificarán las excusas por otra sala.  Si
las admiten, se pedirá al presidente de la Suprema Corte de
Justicia la designación de los ministros que se requieran pa-
ra que la primera pueda funcionar válidamente.

Artículo 57. Cuando uno de los integrantes de un tribunal
colegiado de circuito se excuse o sea recusado, los restantes
resolverán lo conducente.

En caso de empate, la resolución corresponderá al tribunal
colegiado de circuito siguiente en orden del mismo circuito
y especialidad y, de no haberlos, al del circuito más cercano.

Cuando la excusa o recusación se refiera a más de un ma-
gistrado, la resolución se hará en términos del párrafo ante-
rior.

Si sólo es fundada la excusa o recusación de uno de los ma-
gistrados, el asunto se devolverá al tribunal de origen para
que resuelva.  Si fueren dos o más los magistrados que re-
sulten impedidos, el propio tribunal que así lo decidió re-
solverá el asunto principal.

Artículo 58. Cuando se declare impedido a un juez de dis-
trito o magistrado de tribunal unitario de circuito, conocerá
del asunto otro del mismo distrito o circuito, según corres-
ponda y, en su caso, especialización; en su defecto, conoce-
rá el más próximo perteneciente al mismo circuito.

Artículo 59. En el escrito de recusación deberán manifes-
tarse, bajo protesta de decir verdad, los hechos que la fun-
damentan y exhibirse en billete de depósito la cantidad co-
rrespondiente al monto máximo de la multa que pudiera
imponerse en caso de declararse infundada. De no cumplir-
se estos requisitos la recusación se desechará de plano, sal-
vo que, por lo que hace al último de ellos, se alegue insol-
vencia.  En este caso, el órgano jurisdiccional la calificará y
podrá exigir garantía por el importe del mínimo de la mul-
ta o exentar de su exhibición.

Artículo 60. La recusación se presentará ante el servidor
público a quien se estime impedido, el que lo comunicará al
órgano que deba calificarla.  Éste, en su caso, la admitirá y
solicitará informe al servidor público requerido, el que de-
berá rendirlo dentro de las veinticuatro horas siguientes a su
notificación.

Si el servidor público admite la causa de recusación, se de-
clarará fundada; si la negare, se señalará día y hora para que
dentro de los tres días siguientes se celebre la audiencia en
la que se ofrecerán, admitirán y desahogarán las pruebas de
las partes y se dictará resolución.

En caso de no rendirse el informe a que se refiere el párra-
fo primero, se declarará fundada la causa de recusación, en
cuyo caso se devolverá al promovente la garantía exhibida.

Si se declara infundada la recusación el servidor público se-
guirá conociendo del asunto.

Si el órgano que deba calificar la recusación  la hubiere ne-
gado y ésta se comprobase, quedará sujeto a la responsabi-
lidad que corresponda conforme a esta ley.

Capítulo VII
Improcedencia

Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:

I. Contra adiciones o reformas a la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.
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II. Contra actos de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción;

III. Contra actos del Consejo de la Judicatura Federal;

IV. Contra resoluciones dictadas por el Tribunal Electo-
ral del Poder Judicial de la Federación;

V. Contra actos del Congreso de la Unión, su Comisión
Permanente o cualquiera de sus cámaras en procedi-
miento de colaboración con los otros poderes que obje-
ten o no ratifiquen nombramientos o designaciones para
ocupar cargos, empleos o comisiones en entidades o de-
pendencias de la Administración Pública Federal,  cen-
tralizada o descentralizada, órganos dotados de autono-
mía constitucional u órganos jurisdiccionales de
cualquier naturaleza.

VI. Contra resoluciones de los tribunales colegiados de
circuito;

VII. Contra las resoluciones o declaraciones del Congre-
so Federal o de las Cámaras que lo constituyen, de las
Legislaturas de los Estados o de sus respectivas Comi-
siones o Diputaciones Permanentes, en declaración de
procedencia y en juicio político, así como en elección,
suspensión o remoción de funcionarios en los casos en
que las Constituciones correspondientes les confieran la
facultad de resolver soberana o discrecionalmente;

VIII. Contra normas generales respecto de las cuales la
Suprema Corte de Justicia haya emitido una declaratoria
general de inconstitucionalidad en términos de lo dis-
puesto por el Capítulo VI del Título Cuarto de esta ley, o
en términos de lo dispuesto por la Ley Reglamentaria de
las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

IX. Contra resoluciones dictadas en los juicios de ampa-
ro o en ejecución de las mismas;

X. Contra normas generales o actos que sean materia de
otro juicio de amparo pendiente de resolución promovi-
do por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades
y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones
constitucionales sean diversas, salvo que se trate de nor-
mas generales impugnadas con motivo de actos de apli-
cación distintos. En este último caso, solamente se ac-
tualizará esta causal cuando  se dicte sentencia firme en

alguno de los juicios en la que se analice  la constitucio-
nalidad de las normas generales; si se declara la consti-
tucionalidad de la norma general, esta causal no se ac-
tualiza respecto de los actos de aplicación, si fueron
impugnados por vicios propios;

XI. Contra normas generales o actos que hayan sido ma-
teria de una ejecutoria en otro juicio de amparo, en los
términos de la fracción anterior;

XII. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos o
legítimos del quejoso, en los términos establecidos en la
fracción I del artículo 5° de la presente ley, y contra nor-
mas generales que requieran de un acto de aplicación
posterior al inicio de su vigencia; 

XIII. Contra actos consentidos expresamente o por ma-
nifestaciones de voluntad que entrañen ese consenti-
miento;

XIV. Contra normas generales o actos consentidos táci-
tamente, entendiéndose por tales aquéllos contra los que
no se promueva el juicio de amparo dentro de los plazos
previstos.

No se entenderá consentida una norma general, a pesar de
que siendo impugnable en amparo desde el momento de la
iniciación de su vigencia no se haya reclamado, sino sólo en
el caso de que tampoco se haya promovido amparo contra
el primer acto de su aplicación en perjuicio del quejoso.

Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún
recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda
ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para el
interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la norma
general en juicio de amparo. En el primer caso, sólo se en-
tenderá consentida la norma general si no se promueve con-
tra ella el amparo dentro del plazo legal contado a partir del
día siguiente de aquél al en que surta sus efectos la notifi-
cación de la resolución recaída al recurso o medio de de-
fensa, si no existieran medios de defensa ordinarios en con-
tra de dicha resolución, o de la última resolución recaída al
medio de defensa ordinario previsto en ley contra la resolu-
ción del recurso, aun cuando para fundarlo se hayan aduci-
do exclusivamente motivos de ilegalidad.

Si en contra de dicha resolución procede amparo directo,
deberá estarse a lo dispuesto en el capítulo respectivo a ese
procedimiento;
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XV. Contra las resoluciones o declaraciones de las auto-
ridades competentes en materia electoral;

XVI. Contra actos consumados de modo irreparable; 

XVII. Contra actos emanados de un procedimiento judi-
cial o de un procedimiento administrativo seguido en
forma de juicio, cuando por virtud del cambio de situa-
ción jurídica en el mismo deban considerarse consuma-
das irreparablemente las violaciones reclamadas en el
procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal
procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

Cuando en amparo indirecto se reclamen violaciones a los
artículos 19 ó 20 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, solamente la sentencia de primera ins-
tancia hará que se consideren irreparablemente consumadas
las violaciones para los efectos de la improcedencia previs-
ta en este precepto.  La autoridad judicial que conozca del
proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento
en lo que corresponda al quejoso, una vez cerrada la ins-
trucción y hasta que sea notificada de la resolución que re-
caiga en el juicio de amparo pendiente;

XVIII. Contra las resoluciones de tribunales judiciales,
administrativos o del trabajo, respecto de las cuales con-
ceda la ley ordinaria algún recurso o medio de defensa,
dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser
modificadas, revocadas o nulificadas.

Se exceptúa de lo anterior:

a) Cuando sean actos que importen peligro de privación
de la vida, ataques a la libertad personal fuera de pro-
cedimiento, incomunicación, deportación o expulsión,
proscripción o destierro, extradición, desaparición for-
zada de personas o alguno de los prohibidos por el ar-
tículo 22 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa
al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales;

b) Cuando el acto reclamado consista en órdenes de
aprehensión o reaprehensión, autos de vinculación a
proceso, resolución que niegue la libertad bajo caución
o que establezca los requisitos para su disfrute, resolu-
ción que decida sobre el incidente de desvanecimiento
de datos, orden de arresto o cualquier otro que afecte la
libertad personal del quejoso, siempre que no se trate
de sentencia definitiva en el proceso penal; 

c) Cuando se trate de persona extraña al procedi-
miento.

Cuando la procedencia del recurso o medio de defensa se
sujete a interpretación adicional o su fundamento legal sea
insuficiente para determinarla, el quejoso quedará en liber-
tad de interponer dicho recurso o acudir al juicio de ampa-
ro.

XIX. Cuando se esté tramitando ante los tribunales ordi-
narios algún recurso o medio de defensa legal propuesto
por el quejoso que pueda tener por efecto modificar, re-
vocar o nulificar el acto reclamado;

XX. Contra actos de autoridades distintas de los tribuna-
les judiciales, administrativos o del trabajo, que deban
ser revisados de oficio, conforme a las leyes que los ri-
jan, o proceda contra ellos algún juicio, recurso o medio
de defensa legal por virtud del cual puedan ser modifi-
cados, revocados o nulificados, siempre que conforme a
las mismas leyes se suspendan los efectos de dichos ac-
tos de oficio o mediante la interposición del juicio, re-
curso o medio de defensa legal que haga valer el quejo-
so, con los mismos alcances que los que prevé esta ley y
sin exigir mayores requisitos  que los que la misma con-
signa para conceder la suspensión definitiva, ni plazo
mayor que el que establece para el otorgamiento de la
suspensión provisional, independientemente de que el
acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser
suspendido de acuerdo con esta ley.

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de
defensa, si el acto reclamado carece de fundamentación,
cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitu-
ción o cuando el recurso o medio de defensa se encuentre
previsto en un reglamento sin que la ley aplicable contem-
ple su existencia.

Si en el informe justificado la autoridad responsable señala
la fundamentación y motivación del acto reclamado, opera-
rá la excepción al principio de definitividad contenida en el
párrafo anterior.

XXI. Cuando hayan cesado los efectos del acto reclama-
do;

XXII. Cuando subsista el acto reclamado pero no pueda
surtir efecto legal o material alguno por haber dejado de
existir el objeto o la materia del mismo; y
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XXIII. En los demás casos en que la improcedencia re-
sulte de alguna disposición de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, o de esta ley.

Artículo 62. Las causas de improcedencia se analizarán de
oficio por el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de
amparo.

Capítulo VIII
Sobreseimiento

Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo pro-
cede cuando:

I. El quejoso desista de la demanda o no la ratifique en
los casos en que la ley establezca requerimiento. En ca-
so de desistimiento se notificará personalmente al quejo-
so para que ratifique su escrito en un plazo de tres días,
apercibido que de no hacerlo, se le tendrá por  no desis-
tido y se continuará el juicio;

No obstante, cuando se reclamen actos que tengan o puedan
tener como consecuencia privar de la propiedad o de la po-
sesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los
ejidos o núcleos de población que de hecho o por derecho
guarden el estado comunal, no procede el desistimiento del
juicio o de los recursos, o el consentimiento expreso de los
propios actos, salvo que lo acuerde expresamente la Asam-
blea General, pero uno y otro sí podrán decretarse en su be-
neficio.

II. El quejoso no acredite sin causa razonable a juicio del
órgano jurisdiccional de amparo haber entregado los
edictos para su publicación en términos del artículo 27
de esta ley una vez que se compruebe que se hizo el re-
querimiento al órgano que los decretó.

III. El quejoso muera durante el juicio, si el acto recla-
mado sólo afecta a su persona;

IV. De las constancias de autos apareciere claramente de-
mostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no
se probare su existencia en la audiencia constitucional; y

V. Durante el juicio se advierta o sobrevenga alguna de
las causales de improcedencia a que se refiere el capítu-
lo anterior.

Artículo 64. Cuando las partes tengan conocimiento de al-
guna causa de sobreseimiento, la comunicarán de inmedia-

to al órgano jurisdiccional de amparo y, de ser posible,
acompañarán las constancias que la acrediten.

Cuando un órgano jurisdiccional de amparo advierta de ofi-
cio una causal de improcedencia no alegada por alguna de
las partes ni analizada por un órgano jurisdiccional inferior,
dará vista al quejoso para que en el plazo de tres días, ma-
nifieste lo que a su derecho convenga.

Artículo 65. El sobreseimiento no prejuzga sobre la consti-
tucionalidad o legalidad del acto reclamado, ni sobre la res-
ponsabilidad de la autoridad responsable al ordenarlo o eje-
cutarlo y solo podrá decretarse cuando no exista duda de su
actualización.

Capítulo IX
Incidentes

Artículo 66. En los juicios de amparo se substanciarán en
la vía incidental, a petición de parte o de oficio, las cuestio-
nes a que se refiere expresamente esta ley y las que por su
propia naturaleza ameriten ese tratamiento y surjan durante
el procedimiento. El órgano jurisdiccional determinará,
atendiendo a las circunstancias de cada caso, si se resuelve
de plano, amerita un especial pronunciamiento o si se re-
serva para resolverlo en la sentencia.

Artículo 67. En el escrito con el cual se inicia el incidente
deberán ofrecerse las pruebas en que se funde.  Se dará vis-
ta a las partes por el plazo de tres días, para que manifiesten
lo que a su interés convenga y ofrezcan las pruebas que es-
timen pertinentes. Atendiendo a la naturaleza del caso, el
órgano jurisdiccional determinará si se requiere un plazo
probatorio más amplio y si suspende o no el procedimiento.

Transcurrido el plazo anterior, dentro de los tres días si-
guientes se celebrará la audiencia en la que se recibirán y
desahogarán las pruebas, se oirán los alegatos de las partes
y, en su caso, se dictará la resolución correspondiente.

Sección Primera
Nulidad de Notificaciones

Artículo 68. Antes de la sentencia definitiva las partes po-
drán pedir la nulidad de notificaciones en el expediente que
la hubiere motivado, en la siguiente actuación en que com-
parezcan.  Dictada la sentencia definitiva, podrán pedir la
nulidad de las notificaciones realizadas con posterioridad a
ésta, en la siguiente actuación que comparezcan.
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Este incidente se tramitará en términos del artículo anterior
y no suspenderá el procedimiento.

Las promociones de nulidad notoriamente improcedentes se
desecharán de plano.

Artículo 69. Declarada la nulidad, se repondrá el procedi-
miento a partir de la actuación anulada.

Sección Segunda
Reposición de Constancias de Autos

Artículo 70. El incidente de reposición de constancias de
autos se tramitará a petición de parte o de oficio, en ambos
casos, se certificará su preexistencia y falta posterior. Este
incidente no será procedente si el expediente electrónico a
que hace referencia el artículo 3° de esta ley permanece sin
alteración alguna, siendo únicamente necesario, en tal caso,
que el órgano jurisdiccional realice la copia impresa y cer-
tificada de dicho expediente digital.

Artículo 71. El órgano jurisdiccional requerirá a las partes
para que dentro del plazo de cinco días, aporten las copias
de las constancias y documentos relativos al expediente que
obren en su poder.  En caso necesario, este plazo podrá am-
pliarse por otros cinco días.

El juzgador está facultado para investigar de oficio la exis-
tencia de las piezas de autos desaparecidas, valiéndose para
ello de todos los medios de prueba admisibles en el juicio
de amparo y ley supletoria.

Artículo 72. Transcurrido el plazo a que se refiere el artí-
culo anterior, se citará a las partes a una audiencia que se ce-
lebrará dentro de los tres días siguientes, en la que se hará
relación de las constancias que se hayan recabado, se oirán
los alegatos y se dictará la resolución que corresponda.

Si la pérdida es imputable a alguna de las partes, la reposi-
ción se hará a su costa, quien además pagará los daños y
perjuicios que el extravío y la reposición ocasionen, sin per-
juicio de las sanciones penales que ello implique.

Capítulo X
Sentencias

Artículo 73. Las sentencias que se pronuncien en los juicios
de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares
o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hu-

bieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos,
si procediere, en el caso especial sobre el que verse la de-
manda.

El Pleno y las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, así como los Tribunales Colegiados de Circuito,
tratándose de resoluciones sobre la constitucionalidad de
una norma general o sobre la convencionalidad de los trata-
dos internacionales y amparos colectivos, deberán hacer pú-
blicos los proyectos de sentencias que serán discutidos en
las sesiones correspondientes, con la misma anticipación
que la publicación de las listas de los asuntos que se resol-
verán a que se refiere el artículo 184 de esta Ley.

Cuando proceda hacer la declaratoria general de inconstitu-
cionalidad se aplicarán las disposiciones del Título Cuarto
de esta ley.

En amparo directo, la calificación de los conceptos de vio-
lación en que se alegue la inconstitucionalidad de una nor-
ma general, se hará únicamente en la parte considerativa de
la sentencia.

Artículo 74. La sentencia debe contener:

I. La fijación clara y precisa del acto reclamado;

II. El análisis sistemático de todos los conceptos de vio-
lación o en su caso de todos los agravios;

III. La valoración de las pruebas admitidas y desahoga-
das en el juicio; Las consideraciones y fundamentos le-
gales en que se apoye para conceder, negar o sobreseer;

IV. Los efectos o medidas en que se traduce la concesión
del amparo, y en caso de amparos directos, el pronun-
ciamiento respecto de todas las violaciones procesales
que se hicieron valer y aquellas que, cuando proceda, el
órgano jurisdiccional advierta en suplencia de la queja,
además de los términos precisos en que deba pronun-
ciarse la nueva resolución; y  

V. Los puntos resolutivos en los que se exprese el acto,
norma u omisión por el que se conceda, niegue o sobre-
sea el amparo y, cuando sea el caso, los efectos de la con-
cesión en congruencia con la parte considerativa.

El órgano jurisdiccional, de oficio podrá aclarar la senten-
cia ejecutoriada, solamente para corregir los posibles erro-
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res del documento a fin de que concuerde con la sentencia,
acto jurídico decisorio, sin alterar las consideraciones esen-
ciales de la misma.

Artículo 75. En las sentencias que se dicten en los juicios
de amparo el acto reclamado se apreciará tal y como apa-
rezca probado ante la autoridad responsable. No se admiti-
rán ni se tomarán en consideración las pruebas que no se
hubiesen rendido ante dicha autoridad.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el ampa-
ro indirecto el quejoso podrá ofrecer pruebas cuando no hu-
biere tenido oportunidad de hacerlo ante la autoridad res-
ponsable.

El órgano jurisdiccional deberá recabar oficiosamente las
pruebas rendidas ante la responsable y las actuaciones que
estime necesarias para la resolución del asunto.

Además, cuando se reclamen actos que tengan o puedan te-
ner como consecuencia privar de la propiedad o de la pose-
sión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los
ejidos o a los núcleos de población que de hecho o por de-
recho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o co-
muneros, deberán recabarse de oficio todas aquellas prue-
bas que puedan beneficiar a las entidades o individuos
mencionados y acordarse las diligencias que se estimen ne-
cesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la na-
turaleza y efectos de los actos reclamados.

Artículo 76. El órgano jurisdiccional, deberá corregir los
errores u omisiones que advierta en la cita de los preceptos
constitucionales y legales que se estimen violados, y podrá
examinar en su conjunto los conceptos de violación y los
agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a
fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, sin
cambiar los hechos expuestos en la demanda.

Artículo 77. Los efectos de la concesión del amparo serán:

I. Cuando el acto reclamado sea de carácter positivo se
restituirá al quejoso en el pleno goce del derecho viola-
do, restableciendo las cosas al estado que guardaban an-
tes de la violación; y

II. Cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o
implique una omisión, obligar a la autoridad responsable
a respetar el derecho de que se trate y a cumplir lo que el
mismo exija. 

En el último considerando de la sentencia que conceda el
amparo, el juzgador deberá determinar con precisión los
efectos del mismo, especificando las medidas que las auto-
ridades o particulares deban adoptar para asegurar su estric-
to cumplimiento y la restitución del quejoso en el goce del
derecho.

En asuntos del orden penal en que se reclame una orden de
aprehensión o auto de vinculación a proceso en delitos que
la ley no considere como graves, la sentencia que conceda
el amparo surtirá efectos inmediatos, sin perjuicio de que
pueda ser revocada mediante el recurso de revisión; salvo
que se reclame el auto de vinculación a proceso y el ampa-
ro se conceda por vicios formales.

En caso de que el efecto de la sentencia sea la libertad del
quejoso, ésta se decretará bajo las medidas de aseguramien-
to que el órgano jurisdiccional estime necesarias, a fin de
que el quejoso no evada la acción de la justicia.

En todo caso, la sentencia surtirá sus efectos, cuando se de-
clare ejecutoriada o cause estado por ministerio de ley.

Artículo 78. Cuando el acto reclamado sea una norma ge-
neral la sentencia deberá determinar si es constitucional, o
si debe considerarse inconstitucional.

Si se declara la inconstitucionalidad de la norma general
impugnada, los efectos se extenderán a todas aquellas nor-
mas y actos cuya validez dependa de la propia norma inva-
lidada. Dichos efectos se traducirán en la inaplicación úni-
camente respecto del quejoso.

El órgano jurisdiccional de amparo podrá especificar qué
medidas adicionales a la inaplicación deberán adoptarse pa-
ra restablecer al quejoso en el pleno goce del derecho vio-
lado.

Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio de ampa-
ro deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación
o agravios, en los casos siguientes:

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se fun-
de en normas generales que han sido consideradas in-
constitucionales por la jurisprudencia de la Suprema
Corte de Justicia y de los Plenos de Circuito. La juris-
prudencia de los Plenos de Circuito sólo obligará a suplir
la deficiencia de los conceptos de violación o agravios a
los juzgados y tribunales del circuito correspondientes;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 18 de octubre de 201167



III. En favor de los menores o incapaces, o en aquellos
casos en que se afecte el orden y desarrollo de la familia;

III. En materia penal:

a) En favor del inculpado o sentenciado; y

b) En favor del ofendido o víctima en los casos en que
tenga el carácter de quejoso;

IV. En materia agraria:

a) En los casos a que se refiere la fracción III del artí-
culo 17 de la ley; y

b) En favor de los ejidatarios y comuneros en particu-
lar, cuando el acto reclamado afecte sus bienes o dere-
chos agrarios.

En estos casos deberá suplirse la deficiencia de la queja y la
de exposiciones, comparecencias y alegatos, así como en
los recursos que los mismos interpongan con motivo de di-
chos juicios.

V. En materia laboral, en favor del trabajador, con inde-
pendencia de que la relación entre empleador y emplea-
do esté regulada por el derecho laboral o por el derecho
administrativo, y 

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido
en contra del quejoso o del particular recurrente una vio-
lación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa
por afectar los derechos previstos en el artículo 1º de es-
ta Ley. En este caso la suplencia sólo operará en lo que
se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afec-
tar situaciones procesales resueltas en el procedimiento
en el que se dictó la resolución reclamada.

VII. En cualquier materia, en favor de quienes por sus
condiciones de pobreza y marginación se encuentren en
clara desventaja social para su defensa en el juicio.

En los casos de las fracciones I, II, III, IV, V y VII de este
artículo la suplencia se dará aun ante la ausencia de con-
ceptos de violación o agravios.

La suplencia de la queja por violaciones procesales o for-
males solo podrá operar cuando se advierta que en el acto
reclamado no existe algún vicio de fondo.

Capítulo XI
Medios de Impugnación

Artículo 80. En el juicio de amparo sólo se admitirán los re-
cursos de revisión, queja y reclamación; y tratándose del
cumplimiento de sentencia, el de inconformidad.

Los medios de impugnación, así como los escritos y pro-
mociones que se realicen en ellos podrán ser presentados en
forma impresa o electrónicamente. Los requisitos relativos
al acompañamiento de copias o de presentación de cual-
quier tipo de constancias impresas a los que se refiera el
presente capítulo, no serán exigidos a las partes que hagan
uso de las tecnologías de la información a las que se refiere
el artículo 3° de esta ley, en el entendido de que, cuando así
sea necesario, tales requisitos serán cumplimentados por
esa misma vía.

Para el caso de que los recursos se presenten de manera
electrónica, se podrá acceder al expediente de esa misma
forma.

Sección Primera
Recurso de Revisión

Artículo 81. Procede el recurso de revisión:

I. En amparo indirecto, en contra de las resoluciones si-
guientes:

a) Las que concedan o nieguen la suspensión definiti-
va; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pro-
nunciados en la audiencia incidental;

b) Las que modifiquen o revoquen el acuerdo en que se
conceda o niegue la suspensión definitiva, o las que
nieguen la revocación o modificación de esos autos; en
su caso, deberán impugnarse los acuerdos pronuncia-
dos en la audiencia correspondiente; 

c) Las que decidan el incidente de reposición de cons-
tancias de autos;

d) Las que declaren el sobreseimiento fuera de la au-
diencia constitucional; y

e) Las sentencias dictadas en la audiencia constitucio-
nal; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pro-
nunciados en la propia audiencia.
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II. En amparo directo, en contra de las sentencias que re-
suelvan sobre la constitucionalidad de normas generales
que establezcan la interpretación directa de un precepto
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos o de los derechos humanos establecidos en los tra-
tados internacionales de los que el Estado mexicano sea
parte, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hu-
bieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de
importancia y trascendencia, según lo disponga la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento
de acuerdos generales del pleno.

La materia del recurso se limitará a la decisión de las cues-
tiones propiamente constitucionales, sin poder comprender
otras.

Artículo 82. La parte que obtuvo resolución favorable en el
juicio de amparo puede adherirse a la revisión interpuesta
por otra de las partes dentro del plazo de cinco días, conta-
dos a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos la
notificación de la admisión del recurso, expresando los
agravios correspondientes; la adhesión al recurso sigue la
suerte procesal de éste.

Artículo 83. Es competente la Suprema Corte de Justicia de
la Nación para conocer del recurso de revisión contra las
sentencias dictadas en la audiencia constitucional, cuando
habiéndose impugnado normas generales por estimarlas in-
constitucionales, o cuando en la sentencia se establezca la
interpretación directa de un precepto de la Constitución y
subsista en el recurso el problema de constitucionalidad.

El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, me-
diante acuerdos generales, distribuirá entre las salas los
asuntos de su competencia o remitirá a los tribunales cole-
giados de circuito los que, conforme a los referidos acuer-
dos, la propia Corte determine.

Artículo 84. Son competentes los tribunales colegiados de
circuito para conocer del recurso de revisión en los casos no
previstos en el artículo anterior.  Las sentencias que dicten
en estos casos no admitirán recurso alguno.

Artículo 85. Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción estime que un amparo en revisión, por sus característi-
cas especiales deba ser de su conocimiento, lo atraerá ofi-
ciosamente conforme al procedimiento establecido en el
artículo 40 de esta ley.

El tribunal colegiado del conocimiento podrá solicitar a la
Suprema Corte de Justicia de la Nación que ejercite la fa-
cultad de atracción, para lo cual expresará las razones en
que funde su petición y remitirá los autos originales a ésta,
quien dentro de los treinta días siguientes al recibo de los
autos originales, resolverá si ejercita la facultad de atrac-
ción, procediendo en consecuencia en los términos del pá-
rrafo anterior.

Artículo 86. El recurso de revisión se interpondrá en el pla-
zo de diez días por conducto del órgano jurisdiccional que
haya dictado la resolución recurrida.

La interposición del recurso por conducto de órgano dife-
rente al señalado en el párrafo anterior no interrumpirá el
plazo de presentación.

Artículo 87. Las autoridades responsables sólo podrán in-
terponer el recurso de revisión contra sentencias que afec-
ten directamente el acto reclamado de cada una de ellas; tra-
tándose de amparo contra normas generales podrán hacerlo
los titulares de los órganos del Estado a los que se enco-
miende su emisión o promulgación.

Las autoridades judiciales o jurisdiccionales carecen de le-
gitimación para recurrir las sentencias que declaren la in-
constitucionalidad del acto reclamado, cuando éste se hu-
biera emitido en ejercicio de la potestad jurisdiccional. 

Artículo 88. El recurso de revisión se interpondrá por es-
crito en el que se expresarán los agravios que cause la reso-
lución impugnada. 

Si el recurso se interpone en contra de una resolución dicta-
da en amparo directo, el recurrente deberá transcribir tex-
tualmente la parte de la sentencia que contenga un pronun-
ciamiento sobre constitucionalidad de normas generales o
establezca la interpretación directa de un precepto de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o
la parte del concepto de violación respectivo cuyo análisis
se hubiese omitido en la sentencia.

En caso de que el escrito de expresión de agravios se pre-
sente en forma impresa, el recurrente deberá exhibir una co-
pia del mismo para el expediente y una para cada una de las
partes. Esta exigencia no será necesaria en los casos que el
recurso se presente en forma electrónica.

Cuando no se haga la transcripción a que se refiere el pá-
rrafo primero o no se exhiban las copias a que se refiere el

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 18 de octubre de 201169



párrafo anterior, se requerirá al recurrente para que en el
plazo de tres días lo haga; si no lo hiciere se tendrá por no
interpuesto el recurso, salvo que se afecte al recurrente por
actos restrictivos de la libertad, se trate de menores o de in-
capaces, o se afecten derechos agrarios de núcleos de po-
blación ejidal o comunal o de ejidatarios o comuneros en lo
individual, o quienes por sus condiciones de pobreza y mar-
ginación se encuentren en clara desventaja social para em-
prender un juicio, en los que el órgano jurisdiccional expe-
dirá las copias correspondientes.

Artículo 89. Interpuesta la revisión y recibidas en tiempo
las copias del escrito de agravios, el órgano jurisdiccional
por conducto del cual se hubiere presentado los distribuirá
entre las partes y dentro del término de tres días, contado a
partir del día siguiente al que se integre debidamente el ex-
pediente, remitirá el original del escrito de agravios y el
cuaderno principal a la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción o al tribunal colegiado de circuito, según corresponda.
Para el caso de que el recurso se hubiere presentado de ma-
nera electrónica, se podrá acceder al expediente de esa mis-
ma forma.

Artículo 90. Tratándose de resoluciones relativas a la sus-
pensión definitiva, el expediente original del incidente de
suspensión deberá remitirse dentro del plazo de tres días,
contados a partir del día siguiente al en que se integre debi-
damente el expediente, quedando su duplicado ante el órga-
no jurisdiccional en contra de cuya resolución se interpuso
el recurso. Tratándose del interpuesto por la vía electrónica,
se enviará el expediente electrónico.

Artículo 91. El presidente del órgano jurisdiccional, según
corresponda, dentro de los tres siguientes días a su recep-
ción calificará la procedencia del recurso y lo  admitirá o
desechará.

Artículo 92. Notificadas las partes del auto de admisión,
transcurrido el plazo para adherirse a la revisión y, en su ca-
so, tramitada ésta, se turnará de inmediato el expediente al
ministro o magistrado que corresponda.  La resolución  de-
berá dictarse dentro del plazo máximo de noventa  días.

Artículo 93. Al conocer de los asuntos en revisión, el órga-
no jurisdiccional observará las reglas siguientes:

I. Si quien recurre es el quejoso, examinará, en primer
término, los agravios hechos valer en contra del sobre-
seimiento decretado en la resolución recurrida.

Si los agravios son fundados, examinará las causales de so-
breseimiento invocadas y no estudiadas por el órgano juris-
diccional de amparo de primera instancia, o surgidas con
posterioridad a la resolución impugnada;

II. Si quien recurre es la autoridad responsable o el ter-
cero interesado, examinará, en primer término, los agra-
vios en contra de la omisión o negativa a decretar el so-
breseimiento; si son fundados se revocará la resolución
recurrida;

III. Para los efectos de las fracciones I y II, podrá exa-
minar de oficio y, en su caso, decretar la actualización de
las causales de improcedencia desestimadas por el juz-
gador de origen, siempre que los motivos sean diversos
a los considerados por el órgano de primera instancia;

IV. Si encontrare que por acción u omisión se violaron
las reglas fundamentales que norman el procedimiento
del juicio de amparo, siempre que tales violaciones ha-
yan trascendido al resultado del fallo, revocará la resolu-
ción recurrida y mandará reponer el procedimiento;

V. Si quien recurre es el quejoso, examinará los demás
agravios; si estima que son fundados, revocará la senten-
cia recurrida y dictará la que corresponda;

VI. Si quien recurre es la autoridad responsable o el ter-
cero interesado, examinará los agravios de fondo, si es-
tima que son fundados, analizará los conceptos de viola-
ción no estudiados y concederá o negará el amparo; y

VII. Sólo tomará en consideración las pruebas que se hu-
biesen rendido ante la autoridad responsable o el órgano
jurisdiccional de amparo, salvo aquéllas que tiendan a
desestimar el sobreseimiento fuera de la audiencia cons-
titucional.

Artículo 94. En la revisión adhesiva el estudio de los agra-
vios podrá hacerse en forma conjunta o separada, atendien-
do a la prelación lógica que establece el artículo anterior.

Artículo 95. Cuando en la revisión concurran materias que
sean de la competencia de la Suprema Corte de Justicia y de
un tribunal colegiado de circuito, se estará a lo establecido
en los acuerdos generales del Pleno de la propia Corte.

Artículo 96. Cuando se trate de revisión de sentencias pro-
nunciadas en materia de amparo directo por tribunales cole-
giados de circuito, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
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ción resolverá únicamente sobre la constitucionalidad de la
norma general impugnada, o sobre la interpretación directa
de un precepto de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos o de los derechos humanos establecidos
en los tratados internacionales de los que el Estado Mexica-
no sea parte.

Sección Segunda
Recurso de Queja

Artículo 97. El recurso de queja procede:

I. En amparo indirecto, contra las siguientes resolucio-
nes:

a) Las que admitan total o parcialmente, desechen o
tengan por no presentada una demanda de amparo o su
ampliación;

b) Las que concedan o nieguen la suspensión de plano
o la provisional; rehúsen la admisión de fianzas o con-
trafianzas, admitan las que no reúnan los requisitos le-
gales o que puedan resultar excesivas o insuficientes; 

c) Las que reconozcan o nieguen  el carácter de tercero
interesado;

d) Las que se dicten durante la tramitación del juicio, o
del incidente de suspensión, que no admitan expresa-
mente el recurso de revisión y que por su naturaleza
trascendental y grave puedan causar perjuicio a alguna
de las partes, no reparable en la sentencia definitiva; así
como las que con las mismas características se emitan
después de dictada la sentencia en la audiencia consti-
tucional;

e) Las que decidan el incidente de reclamación de da-
ños y perjuicios; 

f) Las que resuelvan el incidente por exceso o defecto
en la ejecución del acuerdo en que se haya concedido
al quejoso la suspensión provisional o definitiva del ac-
to reclamado; y 

g) Las que se dicten en el incidente de cumplimiento
sustituto de las sentencias de amparo y

II. Amparo directo, tratándose de la autoridad responsa-
ble, en los siguientes casos:

a) Cuando omita tramitar la demanda de amparo o lo
haga indebidamente;

b) Cuando no provea sobre la suspensión dentro del
plazo legal, conceda o niegue ésta, rehúse la admisión
de fianzas o contrafianzas, admita las que no reúnan los
requisitos legales o que puedan resultar excesivas o in-
suficientes;

c) Contra la resolución que decida el incidente de re-
clamación de daños y perjuicios, y

d) Cuando niegue al quejoso su libertad caucional o
cuando las resoluciones que dicte sobre la misma ma-
teria causen daños o perjuicios a alguno de los intere-
sados.

Artículo 98. El plazo para la interposición del recurso de
queja es de cinco días, con las excepciones siguientes:

I. De dos días hábiles, cuando se trate de suspensión de
plano o provisional, y

II. En cualquier tiempo, cuando se omita tramitar la de-
manda de amparo.

Artículo 99. El recurso de queja deberá presentarse por es-
crito ante el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de
amparo.

En el caso de que se trate de actos de la autoridad respon-
sable, el recurso deberá plantearse ante el órgano jurisdic-
cional de amparo que deba conocer o haya conocido del jui-
cio.

Artículo 100. En el escrito de queja se expresarán los agra-
vios que cause la resolución recurrida.

En caso de que el escrito de expresión de agravios se pre-
sente en forma impresa, el recurrente deberá exhibir una co-
pia del mismo para el expediente y una para cada una de las
partes, señalando las constancias que en copia certificada
deberán remitirse al órgano jurisdiccional que deba resolver
el recurso. Esta exigencia no será necesaria en los casos que
el recurso se presente en forma electrónica.

Cuando no se exhiban las copias a que se refiere el párrafo
anterior se requerirá al recurrente para que en el plazo de
tres días lo haga; si no lo hiciere, se tendrá por no inter-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 18 de octubre de 201171



puesto el recurso, salvo que se trate de actos restrictivos de
la libertad o que afecten intereses de  menores o incapaces
o de trabajadores o derechos agrarios de núcleos de pobla-
ción ejidal o comunal o de ejidatarios o comuneros en lo in-
dividual, o quienes por sus condiciones de pobreza y mar-
ginación se encuentren en clara desventaja social para
emprender un juicio, en los que el órgano jurisdiccional ex-
pedirá las copias correspondientes.

Artículo 101. El órgano jurisdiccional notificará a las de-
más partes la interposición del recurso para que en el plazo
de tres días señalen constancias que en copia certificada de-
berán remitirse al que deba resolver.  Transcurrido el plazo,
enviará el escrito del recurso, copia de la resolución recu-
rrida, el informe sobre la materia de la queja, las constan-
cias solicitadas y las demás que estime pertinentes. Para el
caso de que el recurso se hubiere interpuesto por la vía elec-
trónica, se enviará el expediente electrónico.

En los supuestos del artículo 97, fracción I, inciso b) de es-
ta ley, el órgano jurisdiccional notificará a las partes y de in-
mediato remitirá al que corresponda, copia de la resolución,
el informe materia de la queja, las constancias solicitadas y
las que estime pertinentes. 

Cuando se trate de actos de la autoridad responsable, el ór-
gano jurisdiccional requerirá a dicha autoridad, el informe
materia de la queja, en su caso la resolución impugnada, las
constancias solicitadas y las que estime pertinentes.

La falta o deficiencia de los informes establece la presun-
ción de ser ciertos los hechos respectivos. 

Recibidas las constancias, se dictará resolución dentro de
los cuarenta días siguientes, o dentro de las cuarenta y ocho
horas en los casos del artículo 97, fracción I, inciso b) de es-
ta ley.

Artículo 102. En los casos de resoluciones dictadas duran-
te la tramitación del amparo indirecto que por su naturaleza
trascendental y grave puedan causar un perjuicio no repara-
ble a alguna de las partes, con la interposición de la queja el
juez de distrito o tribunal unitario de circuito está facultado
para suspender el procedimiento, hecha excepción del inci-
dente de suspensión, siempre que a su juicio estime que la
resolución que se dicte en ella pueda influir en la sentencia,
o cuando de resolverse en lo principal, se hagan nugatorios
los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el ac-
to de la audiencia.

Artículo 103. En caso de resultar fundado el recurso se dic-
tará la resolución que corresponda sin necesidad de reenvío,
salvo que la resolución implique la reposición del procedi-
miento. En este caso, quedará sin efecto la resolución recu-
rrida y se ordenará al que la hubiere emitido dictar otra, de-
biendo precisar los efectos concretos a que deba sujetarse su
cumplimiento.

Sección Tercera
Recurso de Reclamación

Artículo 104. El recurso de reclamación es procedente con-
tra los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la
Suprema Corte de Justicia o por los presidentes de sus salas
o de los tribunales colegiados de circuito.

Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las par-
tes, por escrito, en el que se expresan agravios, dentro del
término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la
notificación de la resolución impugnada.

Artículo 105. El órgano jurisdiccional que deba conocer del
asunto resolverá en un plazo máximo de diez días; el po-
nente será un ministro o magistrado distinto de su presiden-
te.

Artículo 106. La reclamación fundada deja sin efectos el
acuerdo recurrido y obliga al presidente que lo hubiere emi-
tido a dictar el que corresponda.

Título Segundo
De los Procedimientos de Amparo

Capítulo I
El Amparo Indirecto

Sección Primera
Procedencia y Demanda

Artículo 107. El amparo indirecto procede:

I. Contra normas generales que por su sola entrada en vi-
gor o con motivo del primer acto de su aplicación causen
perjuicio al quejoso.

Para los efectos de esta ley, se entiende por normas genera-
les, entre otras, las siguientes:

a) Los tratados internacionales aprobados en los térmi-
nos previstos en el artículo 133 de la Constitución Po-
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lítica de los Estados Unidos Mexicanos; salvo aquellas
disposiciones en que tales tratados reconozcan dere-
chos humanos.

b) Las leyes federales;

c) Las constituciones de los estados y el Estatuto de
Gobierno del Distrito Federal;

d) Las leyes de los estados y del Distrito Federal; 

e) Los reglamentos federales; 

f) Los reglamentos locales; y

g) Los decretos, acuerdos y todo tipo de resoluciones
de observancia general.

II. Contra actos u omisiones que provengan de autorida-
des distintas de los tribunales judiciales, administrativos
o del trabajo;

III. Contra actos, omisiones o resoluciones provenientes
de un procedimiento administrativo seguido en forma de
juicio, siempre que se trate de:

a) La resolución definitiva por violaciones cometidas
en la misma resolución o durante el procedimiento si
por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defen-
sa el quejoso, trascendiendo al resultado de la resolu-
ción; y

b) Actos en el procedimiento que sean de imposible re-
paración, entendiéndose por ellos los que afecten mate-
rialmente derechos sustantivos tutelados en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en
los tratados internacionales de los que el Estado mexi-
cano sea parte.

IV. Contra actos de tribunales judiciales, administrativos
o del trabajo realizados fuera de juicio o después de con-
cluido.

Si se trata de actos de ejecución de sentencia sólo podrá
promoverse el amparo contra la última resolución dictada
en el procedimiento respectivo, entendida como aquélla
que aprueba o reconoce el cumplimiento total de lo senten-
ciado o declara la imposibilidad material o jurídica para
darle cumplimiento, o las que ordenan el archivo definiti-

vo del expediente, pudiendo reclamarse en la misma de-
manda las violaciones cometidas durante ese procedimien-
to que hubieren dejado sin defensa al quejoso y trascendi-
do al resultado de la resolución.

En los procedimientos de remate la última resolución es
aquélla que en forma definitiva ordena el otorgamiento de
la escritura de adjudicación y la entrega de los bienes rema-
tados, en cuyo caso se harán valer las violaciones cometidas
durante ese procedimiento en los términos del párrafo ante-
rior; 

V. Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposi-
ble reparación, entendiéndose por ellos los que afecten
materialmente derechos sustantivos tutelados en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y en los tratados internacionales de los que el Estado Me-
xicano sea parte; 

VI. Contra actos dentro o fuera de juicio que afecten a
personas extrañas; 

VII. Contra las omisiones del ministerio público en la in-
vestigación de los delitos, así como las resoluciones de
reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal, o
por suspensión de procedimiento cuando no esté satisfe-
cha la reparación del daño, y

VIII. Contra actos de autoridad que determinen inhibir o
declinar la competencia o el conocimiento de un asunto.

Artículo 108. La demanda de amparo indirecto deberá for-
mularse por escrito o por medios electrónicos en los casos
que la ley lo autorice, en la que se expresará:

I. El nombre y domicilio del quejoso y del que promue-
ve en su nombre, quien deberá acreditar su representa-
ción;

II. El nombre y domicilio del tercero interesado, y si no
los conoce, manifestarlo así bajo protesta de decir ver-
dad;

III. La autoridad o autoridades responsables. En caso de
que se impugnen normas generales, el quejoso deberá se-
ñalar a los titulares de los órganos de Estado a los que la
ley encomiende su promulgación. En el caso de las auto-
ridades que hubieren intervenido en el refrendo del de-
creto promulgatorio de la ley o en su publicación, el que-
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joso deberá señalarlas con el carácter de autoridades res-
ponsables, únicamente cuando impugne sus actos por vi-
cios propios.

IV. La norma general, acto u omisión que de cada auto-
ridad se reclame;

V. Bajo protesta de decir verdad, los hechos o abstencio-
nes que constituyan los antecedentes del acto reclamado
o que sirvan de fundamento a los conceptos de violación;

VI. Los preceptos que, conforme al artículo 1° de esta
ley, contengan los derechos humanos y las garantías cu-
ya violación se reclame;

VII. Si el amparo se promueve con fundamento en la
fracción II del artículo 1° de esta ley, deberá precisarse la
facultad reservada a los estados u otorgada al Distrito Fe-
deral que haya sido invadida por la autoridad federal; si
el amparo se promueve con apoyo en la fracción III de
dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución
General de la República que contenga la facultad de la
autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida;
y

VIII. Los conceptos de violación.

Artículo 109. Cuando se promueva el amparo en los térmi-
nos del artículo 15 de esta ley, bastará para que se dé trámi-
te a la demanda, que se exprese:

I. El acto reclamado;

II. La autoridad que lo hubiere ordenado, si fuere posi-
ble;

III. La autoridad que ejecute o trate de ejecutar el acto; y

IV. En su caso, el lugar en que se encuentre el quejoso.

En estos supuestos, la demanda podrá formularse por escri-
to, por comparecencia o por medios electrónicos. En este
último caso no se requerirá de firma electrónica.

Artículo 110. Con la demanda se exhibirán copias para ca-
da una de las partes y dos para el incidente de suspensión,
siempre que se pidiere y no tuviere que concederse de ofi-
cio. Esta exigencia no será necesaria en los casos que el re-
curso se presente en forma electrónica.

El órgano jurisdiccional de amparo, de oficio, mandará ex-
pedir las copias cuando el amparo se promueva por compa-
recencia, por vía telegráfica o por medios electrónicos, lo
mismo que en asuntos del orden penal, laboral tratándose de
los trabajadores, cuando se puedan afectar intereses de me-
nores o incapaces, así como los derechos agrarios de los nú-
cleos de población comunal o ejidal o de los ejidatarios o
comuneros, así como cuando se trate de quienes por sus
condiciones de pobreza y marginación se encuentren en cla-
ra desventaja social para emprender un juicio.

Artículo 111. Podrá ampliarse la demanda cuando:

I. No hayan transcurrido los plazos para su presentación; 

II. Con independencia de lo previsto en la fracción ante-
rior, el quejoso tenga conocimiento de actos de autoridad
que guarden estrecha relación con los actos reclamados
en la demanda inicial. En este caso, la ampliación debe-
rá presentarse dentro de los plazos previstos en el artícu-
lo 17 de esta ley.

En los casos de las fracciones II y III de este artículo, la de-
manda podrá ampliarse dentro de los plazos referidos en es-
te artículo, siempre que no se haya celebrado la audiencia
constitucional o bien presentar una nueva demanda.

Sección Segunda
Substanciación

Artículo 112. Dentro del plazo de veinticuatro horas conta-
do desde que la demanda fue presentada, o en su caso tur-
nada, el órgano jurisdiccional deberá resolver si desecha,
previene o admite.

En el supuesto de los artículos 15 y 20 de esta ley deberá
proveerse de inmediato.

Artículo 113. El órgano jurisdiccional que conozca del jui-
cio de amparo indirecto examinará el escrito de demanda y
si existiera causa manifiesta e indudable de improcedencia
la desechará de plano.

Artículo 114. El órgano jurisdiccional mandará requerir al
promovente que aclare la demanda, señalando con precisión
en el auto relativo las deficiencias, irregularidades u omi-
siones que deban corregirse, cuando:

I. Hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda;
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II. Se hubiere omitido alguno de los requisitos que esta-
blece el artículo 108 de esta ley; 

III. No se hubiere acompañado, en su caso, el documen-
to que acredite la personalidad o éste resulte insuficien-
te; 

IV. No se hubiere expresado con precisión el acto recla-
mado; y 

V. No se hubieren exhibido las copias necesarias de la
demanda. 

Si no se subsanan las deficiencias, irregularidades u omi-
siones de la demanda dentro del plazo de cinco días, se ten-
drá por no presentada. En caso de falta de copias, se estará
a lo dispuesto por el artículo 110 de esta ley. La falta de ex-
hibición de las copias para el incidente de suspensión, sólo
dará lugar a la postergación de su apertura.

Artículo 115. De no existir prevención, o cumplida ésta, el
órgano jurisdiccional admitirá la demanda; señalará día y
hora para la audiencia constitucional, que se celebrará den-
tro de los treinta días siguientes; pedirá informe con justifi-
cación a las autoridades responsables, apercibiéndolas de
las consecuencias que implica su falta en términos del artí-
culo 117 de esta ley; ordenará correr traslado al tercero in-
teresado; y, en su caso, tramitará el incidente de suspensión. 

Cuando a criterio del órgano jurisdiccional exista causa
fundada y suficiente, la audiencia constitucional podrá ce-
lebrarse en un plazo que no podrá exceder de otros treinta
días.

Artículo 116. Al pedirse el informe con justificación a la
autoridad responsable, se le remitirá copia de la demanda, si
no se hubiese enviado al requerir el informe previo.

Al tercero interesado se le entregará copia de la demanda al
notificársele del juicio. Si reside fuera de la jurisdicción del
órgano que conoce del amparo se le notificará por medio de
exhorto o despacho que podrán ser enviados y recibidos ha-
ciendo uso de la Firma Electrónica o, en caso de residir en
zona conurbada, podrá hacerse por conducto del actuario.

Artículo 117. La autoridad responsable deberá rendir su in-
forme con justificación por escrito o en medios magnéticos
dentro del plazo de quince días, con el cual se dará vista a
las partes. El órgano jurisdiccional, atendiendo a las cir-

cunstancias del caso, podrá ampliar el plazo por otros diez
días.  

Entre la fecha de notificación al quejoso del informe justifi-
cado y la de celebración de la audiencia constitucional, de-
berá mediar un plazo de por lo menos ocho días; de lo con-
trario, se acordará diferir o suspender la audiencia, según
proceda, a solicitud del quejoso o del tercero interesado.

Los informes rendidos fuera de los plazos establecidos en el
párrafo primero podrán ser tomados en cuenta si el quejoso
estuvo en posibilidad de conocerlos. Si no se rindió informe
justificado, se presumirá cierto el acto reclamado, salvo
prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso acreditar
su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea en sí mis-
mo violatorio de los derechos humanos y garantías a que se
refiere el artículo 1° de esta ley.

En el informe se expondrán las razones y fundamentos que
se estimen pertinentes para sostener la improcedencia del
juicio y la constitucionalidad o legalidad del acto reclama-
do y se acompañará, en su caso, copia certificada de las
constancias necesarias para apoyarlo.

En amparos en materia agraria, además, se expresarán nom-
bre y domicilio del tercero interesado, los preceptos legales
que justifiquen los actos que en realidad hayan ejecutado o
pretendan ejecutar y si las responsables son autoridades
agrarias, la fecha en que se hayan dictado las resoluciones
que amparen los derechos agrarios del quejoso y del terce-
ro, en su caso y la forma y términos en que las mismas ha-
yan sido ejecutadas, así como los actos por virtud de los
cuales aquéllos hayan adquirido sus derechos, de todo lo
cual también acompañarán al informe copias certificadas,
así como de las actas de posesión, planos de ejecución, cen-
sos agrarios, certificados de derechos agrarios, títulos de
parcela y demás constancias necesarias para precisar los de-
rechos de las partes.

No procederá que la autoridad responsable al rendir el in-
forme pretenda variar o mejorar la fundamentación y moti-
vación del acto reclamado, ni que ofrezca pruebas distintas
de las consideradas al pronunciarlo, salvo las relacionadas
con las nuevas pretensiones deducidas por el quejoso.

Tratándose de actos materialmente administrativos, cuando
en la demanda se aduzca la falta o insuficiencia de funda-
mentación y motivación, en su informe justificado la auto-
ridad deberá complementar en esos aspectos el acto recla-
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mado. En esos casos, deberá correrse traslado con el infor-
me al quejoso, para que en el plazo de quince días realice la
ampliación de la demanda, la que se limitará a cuestiones
derivadas de la referida complementación. Con la amplia-
ción se dará vista a las responsables así como al tercero in-
teresado y, en su caso, se emplazará a las diversas autorida-
des que en ampliación se señalen. Para tales efectos deberá
diferirse la audiencia constitucional.

Artículo 118. En los casos en que el quejoso impugne la
aplicación por parte de la autoridad responsable de normas
generales consideradas inconstitucionales por la jurispru-
dencia decretada por la Suprema Corte de Justicia o por los
Plenos de Circuito, el informe con justificación se reducirá
a tres días improrrogables, y la celebración de la audiencia
se señalará dentro de diez días contados desde el siguiente
al de la admisión de la demanda.

Artículo 119. Serán admisibles toda clase de pruebas, ex-
cepto la confesional por posiciones. Las pruebas deberán
ofrecerse y rendirse en la audiencia constitucional, salvo
que esta ley disponga otra cosa.

La documental podrá presentarse con anterioridad, sin per-
juicio de que el órgano jurisdiccional haga relación de ella
en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aun-
que no exista gestión expresa del interesado.  

Las pruebas testimonial, pericial, inspección judicial o cual-
quier otra que amerite desahogo posterior, deberán ofrecer-
se a más tardar, cinco días hábiles antes de la audiencia
constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado
para la propia audiencia. 

Este plazo no podrá ampliarse con motivo del diferimiento
de la audiencia constitucional, salvo que se trate de probar
o desvirtuar hechos que no hayan podido ser conocidos por
las partes con la oportunidad legal suficiente para ofrecerlas
en el plazo referido, por causas no imputables a su descui-
do o negligencia dentro del procedimiento. En estos casos,
el plazo para el ofrecimiento de tales pruebas será el seña-
lado para la audiencia constitucional, tomando como indi-
cador la nueva fecha señalada para la audiencia. 

Para el ofrecimiento de las pruebas testimonial, pericial o
inspección judicial, se deberán exhibir original y copias pa-
ra cada una de las partes de los interrogatorios al tenor de
los cuales deberán ser examinados los testigos, proporcio-
nando el nombre y en su caso el domicilio cuando no los
pueda presentar; el cuestionario para los peritos o de los

puntos sobre los que deba versar la inspección. No se ad-
mitirán más de tres testigos por cada hecho. 

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refie-
re el párrafo anterior, se requerirá al oferente para que las
presente dentro del plazo de tres días; si no las exhibiere, se
tendrá por no ofrecida la prueba.

El órgano jurisdiccional ordenará que se entregue una copia
a cada una de las partes para que puedan ampliar por escri-
to, en un plazo de tres días, el cuestionario, el interrogatorio
o los puntos sobre los que deba versar la inspección, para
que puedan formular repreguntas al verificarse la audiencia.

Artículo 120. Al admitirse la prueba pericial, se hará la de-
signación de un perito o de los que estime convenientes pa-
ra la práctica de la diligencia, sin perjuicio de que cada par-
te pueda designar a uno para que se asocie al nombrado por
el órgano jurisdiccional o rinda dictamen por separado, de-
signación que deberá hacer dentro de los tres días siguien-
tes a aquél en que surta sus efectos la notificación del auto
admisorio de la prueba.

Los peritos no son recusables, pero el nombrado por el ór-
gano jurisdiccional de amparo deberá excusarse de dictami-
nar cuando exista alguna de las causas de impedimento a
que se refiere el artículo 51 de esta ley. Al aceptar su nom-
bramiento manifestará bajo protesta de decir verdad que no
se encuentra en la hipótesis de esos impedimentos.

Artículo 121. A fin de que las partes puedan rendir sus
pruebas, los servidores públicos tienen la obligación de ex-
pedir con toda oportunidad, las copias o documentos que
aquellos les hubieren solicitado. Si no lo hacen, la parte in-
teresada una vez que acredite haber hecho la petición, soli-
citará al órgano jurisdiccional que requiera a los omisos y
difiera la audiencia, lo que se acordará siempre que la soli-
citud se hubiere hecho cinco días hábiles antes del señalado
para su celebración, sin contar el de la solicitud ni el seña-
lado para la propia audiencia. El órgano jurisdiccional hará
el requerimiento de que se le envíen directamente los docu-
mentos o copias dentro de un plazo que no exceda de diez
días

Si a pesar del requerimiento no se le envían oportunamente
los documentos o copias, el órgano jurisdiccional, a peti-
ción de parte, podrá diferir la audiencia hasta en tanto se
envíen; hará uso de los medios de apremio y agotados éstos,
si persiste el incumplimiento denunciará los hechos al mi-
nisterio público de la federación.
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Si se trata de actuaciones concluidas, podrán pedirse origi-
nales a instancia de cualquiera de las partes.

Artículo 122. Si al presentarse un documento por una de las
partes otra de ellas lo objetare de falso en la audiencia cons-
titucional, el órgano jurisdiccional la suspenderá para conti-
nuarla dentro de los diez días siguientes; en la reanudación
de la audiencia se presentarán las pruebas relativas a la au-
tenticidad del documento. En este caso, si se trata de las
pruebas testimonial, pericial o de inspección judicial se es-
tará a lo dispuesto por el artículo 119 de esta Ley, con ex-
cepción del plazo de ofrecimiento que será de tres días con-
tados a partir del siguiente al de la fecha de suspensión de
la audiencia.

Artículo 123. Las pruebas se desahogarán en la audiencia
constitucional, salvo aquéllas que a juicio del órgano juris-
diccional puedan recibirse con anterioridad o las que deban
desahogarse fuera de la residencia del órgano jurisdiccional
que conoce del amparo, vía exhorto, despacho, requisitoria
o en cualquier otra forma legal, que podrán ser enviados y
recibidos haciendo uso de la Firma Electrónica.

Artículo 124. Las audiencias serán públicas. Abierta la au-
diencia, se procederá a la relación de constancias y pruebas
desahogadas, y se recibirán, por su orden, las que falten por
desahogarse y los alegatos por escrito que formulen las par-
tes; acto continuo se dictará el fallo que corresponda.

El quejoso podrá alegar verbalmente cuando se trate de ac-
tos que importen peligro de privación de la vida, ataques a
la libertad personal fuera de procedimiento, incomunica-
ción, deportación o expulsión, proscripción o destierro, ex-
tradición, desaparición forzada de personas o alguno de los
prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación
forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales,
asentándose en autos extracto de sus alegaciones, si lo soli-
citare.

En los asuntos del orden administrativo, en la sentencia se
analizará el acto reclamado considerando la fundamenta-
ción y motivación que para complementarlo haya expresa-
do la autoridad responsable en el informe justificado. Ante
la falta o insuficiencia de aquéllas, en la sentencia conceso-
ria se estimará que el referido acto presenta un vicio de fon-
do que impide a la autoridad su reiteración.

Sección Tercera
Suspensión del Acto Reclamado

Primera Parte
Reglas Generales

Artículo 125. La suspensión del acto reclamado se decreta-
rá de oficio o a petición del quejoso.

Artículo 126. La suspensión se concederá de oficio y de
plano cuando se trate de actos que importen peligro de pri-
vación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de
procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión,
proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada
de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o
Fuerza Aérea nacionales.

En este caso, la suspensión se decretará en el auto de admi-
sión de la demanda, comunicándose sin demora a la autori-
dad responsable, por cualquier medio que permita lograr su
inmediato cumplimiento.

La suspensión también se concederá de oficio y de plano
cuando se trate de actos que tengan o puedan tener por efec-
to privar total o parcialmente, en forma temporal o definiti-
va, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos
agrarios a los núcleos de población ejidal o comunal.

Artículo 127. El incidente de suspensión se abrirá de oficio
y se sujetará en lo conducente al trámite previsto para la
suspensión a instancia de parte, en los siguientes casos:

I. Extradición; y

II. Siempre que se trate de algún acto que, si llegare a
consumarse, haría físicamente imposible restituir al que-
joso en el goce del derecho reclamado.

Artículo 128. Con excepción de los casos en que proceda
de oficio, la suspensión se decretará, en todas las materias,
siempre que concurran los requisitos siguientes:

I. Que la solicite el quejoso;

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contra-
vengan disposiciones de orden público; y
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La suspensión se tramitará en incidente por separado y por
duplicado.

Artículo 129. Se considerará, entre otros casos, que se si-
guen perjuicios al interés social o se contravienen disposi-
ciones de orden público, cuando, de concederse la suspen-
sión:

I. Continúe el funcionamiento de centros de vicio o de
lenocinio;

II. Continúe la producción o el comercio de narcóticos;

III. Se permita la consumación o continuación de delitos
o de sus efectos;

IV. Se permita el alza de precios en relación con artícu-
los de primera necesidad o de consumo necesario;

V. Se impida la ejecución de medidas para combatir epi-
demias de carácter grave o el peligro de invasión de en-
fermedades exóticas en el país;

VI. Se impida la ejecución de campañas contra el alco-
holismo y la drogadicción; 

VII. Se permita el incumplimiento de las órdenes milita-
res que tengan como finalidad la defensa de la integridad
territorial, la independencia de la República, la soberanía
y seguridad nacional y el auxilio a la población civil,
siempre que el cumplimiento y ejecución de aquellas ór-
denes estén dirigidas a quienes pertenecen al régimen
castrense; 

VIII. Se afecten intereses de menores o incapaces o se
les pueda causar trastorno emocional o psíquico;

IX. Se impida el pago de alimentos;

X. Se permita el ingreso en el país de mercancías cuya
introducción esté prohibida en términos de Ley o bien se
encuentre en alguno de lo supuestos previstos en el artí-
culo 131 párrafo segundo de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; se incumplan con las
normas relativas a regulaciones y restricciones no aran-
celarias a la exportación o importación, salvo el caso de
las cuotas compensatorias, las cuales se apegarán a lo re-
gulado en el artículo 135 de esta ley; se incumplan con
las Normas Oficiales Mexicanas; se afecte la producción
nacional; 

XI. Se impidan o interrumpan los procedimientos rela-
tivos a la intervención, revocación, liquidación o quie-
bra de entidades financieras, y demás actos que sean
impostergables, siempre en protección del público aho-
rrador para salvaguardar el sistema de pagos o su esta-
bilidad.

XII. Se impida la continuación del procedimiento de ex-
tinción de dominio previsto en el párrafo segundo del ar-
tículo 22 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. En caso de que el quejoso sea un tercero
ajeno al procedimiento, procederá la suspensión.

XIII. Se impida u obstaculice al Estado la utilización,
aprovechamiento o explotación de los bienes de dominio
directo referidos en el artículo 27 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

El órgano jurisdiccional de amparo excepcionalmente podrá
conceder la suspensión, aun cuando se trate de los casos
previstos en este artículo, si a su juicio con la negativa de la
medida suspensional pueda causarse mayor afectación al in-
terés social.

Artículo 130. La suspensión se podrá pedir en cualquier
tiempo mientras no se dicte sentencia ejecutoria.

Artículo 131. Cuando el quejoso que solicita la suspensión
aduzca un interés legítimo, el órgano jurisdiccional la con-
cederá cuando el quejoso acredite el daño inminente e irre-
parable a su pretensión en caso de que se niegue, y el inte-
rés social que justifique su otorgamiento.  

En ningún caso, el otorgamiento de la medida cautelar po-
drá tener por efecto modificar o restringir derechos ni cons-
tituir aquéllos que no haya tenido el quejoso antes de la pre-
sentación de la demanda. 

Artículo 132. En los casos en que sea procedente la sus-
pensión pero pueda ocasionar daño o perjuicio a tercero y la
misma se conceda, el quejoso deberá otorgar garantía bas-
tante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que
con aquélla se causaren si no obtuviere sentencia favorable
en el juicio de amparo.

Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos del
tercero interesado que no sean estimables en dinero, el ór-
gano jurisdiccional fijará discrecionalmente el importe de la
garantía.
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La suspensión concedida a los núcleos de población no re-
querirá de garantía para que surta sus efectos.

Artículo 133. La suspensión, en su caso, quedará sin efec-
to si el tercero otorga contragarantía para restituir las cosas
al estado que guardaban antes de la violación reclamada y
pagar los daños y perjuicios que sobrevengan al quejoso, en
el caso de que se le conceda el amparo.  

No se admitirá la contragarantía cuando de ejecutarse el ac-
to reclamado quede sin materia el juicio de amparo o cuan-
do resulte en extremo difícil restituir las cosas al estado  que
guardaban antes de la violación.

Cuando puedan afectarse derechos que no sean estimables
en dinero, el órgano jurisdiccional fijará discrecionalmente
el importe de la contragarantía.

Artículo 134. La contragarantía que ofrezca el tercero con-
forme al artículo anterior deberá también cubrir el costo de
la garantía que hubiese otorgado el quejoso, que compren-
derá:

I. Los gastos o primas pagados, conforme a la ley, a la
empresa legalmente autorizada que haya otorgado la ga-
rantía;

II. Los gastos legales de la escritura respectiva y su re-
gistro, así como los de la cancelación y su registro, cuan-
do el quejoso hubiere otorgado garantía hipotecaria; y

III. Los gastos legales acreditados para constituir el de-
pósito.

Artículo 135. Cuando el amparo se solicite en contra de ac-
tos relativos a determinación, liquidación, ejecución o co-
bro de contribuciones o créditos de naturaleza fiscal, podrá
concederse discrecionalmente la suspensión del acto recla-
mado, la que surtirá efectos si se ha constituido o se consti-
tuye la garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora
por cualquiera de los medios permitidos por las leyes fisca-
les aplicables.

El órgano jurisdiccional está  facultado para reducir el mon-
to de la garantía o dispensar su otorgamiento, en los si-
guientes casos:

I. Si realizado el embargo por las autoridades fiscales,
éste haya quedado firme y los bienes del contribuyente

embargados fueran suficientes para asegurar la garantía
del interés fiscal;

II. Si el monto de los créditos excediere la capacidad
económica del quejoso; y

III. Si se tratase de tercero distinto al sujeto obligado de
manera directa o solidaria al pago del crédito.

En los casos en que se niegue el amparo, cuando exista so-
breseimiento del mismo o bien cuando por alguna circuns-
tancia se deje sin efectos la suspensión en el amparo, la au-
toridad responsable hará efectiva la garantía.

Artículo 136. La suspensión, cualquiera que sea su natura-
leza, surtirá sus efectos desde el momento en que se pro-
nuncie el acuerdo relativo, aun cuando sea recurrido.

Los efectos de la suspensión dejarán de surtirse, en su caso,
si dentro del plazo de cinco días siguientes al en que surta
efectos la notificación del acuerdo de suspensión, el quejo-
so no otorga la garantía fijada y así lo determina el órgano
jurisdiccional.  Al vencimiento del plazo, dicho órgano, de
oficio o a instancia de parte, lo notificará a las autoridades
responsables, las que podrán ejecutar el acto reclamado. No
obstante lo anterior, mientras no se ejecute, el quejoso po-
drá exhibir la garantía, con lo cual, de inmediato, vuelve a
surtir efectos la medida suspensional.

Artículo 137. La Federación, los estados, el Distrito Fede-
ral y los municipios estarán exentos de otorgar las garantías
que esta ley exige.

Artículo 138. Promovida la suspensión del acto reclamado
el órgano jurisdiccional deberá realizar un análisis pondera-
do de la apariencia del buen derecho y la no afectación del
interés social y, en su caso, acordará lo siguiente:

I. Concederá o negará la suspensión provisional; en el
primer caso, fijará los requisitos y efectos de la medida;
en el segundo caso, la autoridad responsable podrá eje-
cutar el acto reclamado;

II. Señalará fecha y hora para la celebración de la au-
diencia incidental que deberá efectuarse dentro del plazo
de cinco días; y

III. Solicitará informe previo a las autoridades responsa-
bles, que deberán rendirlo dentro del plazo de cuarenta y
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ocho horas, para lo cual en la notificación correspon-
diente se les acompañará copia de la demanda y anexos
que estime pertinentes.

Artículo 139. En los casos en que proceda la suspensión
conforme a los artículos 128 y 131 de esta ley, si hubiere pe-
ligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con
perjuicios de difícil reparación para el quejoso, el órgano ju-
risdiccional, con la presentación de la demanda, deberá or-
denar que las cosas se mantengan en el estado que guarden
hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolu-
ción que se dicte sobre la suspensión definitiva, tomando las
medidas que estime convenientes para que no se defrauden
derechos de tercero y se eviten perjuicios a los interesados,
hasta donde sea posible, ni quede sin materia el juicio de
amparo.

Cuando en autos surjan elementos que modifiquen la valo-
ración que se realizó respecto de la afectación que la medi-
da cautelar puede provocar al interés social y el orden pú-
blico, el juzgador, con vista al quejoso por veinticuatro
horas, podrá modificar o revocar la suspensión provisional.

Artículo 140. En el informe previo la autoridad responsa-
ble se concretará a expresar si son o no ciertos los actos re-
clamados que se le atribuyan, podrá expresar las razones
que estime pertinentes sobre la procedencia o improceden-
cia de la suspensión y deberá proporcionar los datos que
tenga a su alcance que permitan al órgano jurisdiccional es-
tablecer el monto de las garantías correspondientes. Las
partes podrán objetar su contenido en la audiencia.

En casos urgentes se podrá ordenar que se rinda el informe
previo por cualquier medio a disposición de las oficinas pú-
blicas de comunicaciones.

Artículo 141. Cuando alguna autoridad responsable tenga
su residencia fuera de la jurisdicción del órgano que cono-
ce del amparo, y no sea posible que rinda su informe previo
con la debida oportunidad, por no haberse hecho uso de los
medios a que se refiere el artículo anterior, se celebrará la
audiencia incidental respecto del acto reclamado de las au-
toridades residentes en el lugar, a reserva de celebrar la que
corresponda a las autoridades foráneas. La resolución dicta-
da en la primera audiencia podrá modificarse o revocarse
con vista de los nuevos informes.

Artículo 142. La falta de informe previo hará presumir cier-
to el acto reclamado para el solo efecto de resolver sobre la
suspensión definitiva.

Tratándose de amparo contra normas generales, las autori-
dades que hayan intervenido en el refrendo del decreto pro-
mulgatorio de la norma general o en su publicación, única-
mente rendirán el informe previo cuando adviertan que su
intervención en el proceso legislativo o de creación de la
norma general, se impugne por vicios propios.

La falta del informe previo de las autoridades legislativas,
además de lo señalado en el párrafo anterior, no dará lugar
a sanción alguna.

Artículo 143. El órgano jurisdiccional podrá solicitar docu-
mentos y ordenar las diligencias que considere necesarias, a
efecto de resolver sobre la suspensión definitiva.

En el incidente de suspensión, únicamente se admitirán las
pruebas documental y de inspección judicial. Tratándose de
los casos a que se refiere el artículo 15 de esta ley, será ad-
misible la prueba testimonial. 

Para efectos de este artículo, no serán aplicables las dispo-
siciones relativas al ofrecimiento y admisión de las pruebas
en el cuaderno principal.

Artículo 144. En la audiencia incidental, a la cual podrán
comparecer las partes, se dará cuenta con los informes pre-
vios; se recibirán las documentales que el órgano jurisdic-
cional se hubiere allegado y los resultados de las diligencias
que hubiere ordenado, así como las pruebas ofrecidas por
las partes; se recibirán sus alegatos, y se resolverá sobre la
suspensión definitiva y, en su caso, las medidas y garantías
a que estará sujeta.

Artículo 145. Cuando apareciere debidamente probado que
ya se resolvió sobre la suspensión en otro juicio de amparo,
promovido con anterioridad por el mismo quejoso o por
otra persona en su nombre o representación, contra el mis-
mo acto reclamado y contra las propias autoridades, se de-
clarará sin materia el incidente de suspensión.

Artículo 146. La resolución que decida sobre la suspensión
definitiva, deberá contener:

I. La fijación clara y precisa del acto  reclamado;

II. La valoración de las pruebas admitidas y desahoga-
das;

III. Las consideraciones y fundamentos legales en que se
apoye para conceder o negar la suspensión. 
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IV. Los puntos resolutivos en los que se exprese el acto
o actos por los que se conceda o niegue la suspensión. Si
se concede, deberán precisarse los efectos para su estric-
to cumplimiento.

Artículo 147. En los casos en que la suspensión sea proce-
dente, el órgano jurisdiccional deberá fijar la situación en
que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas perti-
nentes para conservar la materia del amparo hasta la termi-
nación del juicio, pudiendo establecer condiciones de cuyo
cumplimiento dependa el que la medida suspensional siga
surtiendo efectos.

Atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, ordenará
que las cosas se mantengan en el estado que guarden y, de
ser jurídica y materialmente posible, restablecerá provisio-
nalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras
se dicta sentencia ejecutoria en el juicio de amparo.

El órgano jurisdiccional tomará las medidas que estime ne-
cesarias para evitar que se defrauden los derechos de los
menores o incapaces, en tanto se dicte sentencia definitiva
en el juicio de amparo.

Artículo 148. En los juicios de amparo en que se reclame
una norma general autoaplicativa sin señalar un acto con-
creto de aplicación, la suspensión se otorgará para impedir
los efectos y consecuencias de la norma en la esfera jurídi-
ca del quejoso.

En el caso en que se reclame una norma general con moti-
vo del primer acto de su aplicación, la suspensión, además
de los efectos establecidos en el párrafo anterior, se decre-
tará en relación con los efectos y consecuencias subsecuen-
tes del acto de aplicación.

Artículo 149. Cuando por mandato expreso de una norma
general o de alguna autoridad, un particular tuviere o de-
biera tener intervención en la ejecución, efectos o conse-
cuencias del acto reclamado, el efecto de la suspensión se-
rá que la autoridad responsable ordene a dicho particular la
inmediata paralización de la ejecución, efectos o conse-
cuencias de dicho acto o, en su caso, que tome las medidas
pertinentes para el cumplimiento estricto de lo establecido
en la resolución suspensional.

Artículo 150. En los casos en que la suspensión sea proce-
dente, se concederá en forma tal que no impida la continua-
ción del procedimiento en el asunto que haya motivado el
acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en él; a no

ser que la continuación de dicho procedimiento deje irrepa-
rablemente consumado el daño o perjuicio que pueda oca-
sionarse al quejoso.

Artículo 151. Cuando se promueva el amparo contra actos
o resoluciones dictadas en un procedimiento de remate de
inmuebles, la suspensión permitirá el curso del procedi-
miento hasta antes de que se ordene la escrituración  y la en-
trega de los bienes al adjudicatario.  

Tratándose de bienes muebles, el efecto de la suspensión se-
rá el de impedir su entrega material al adjudicatario.

Artículo 152. Tratándose de la última resolución que se
dicte en el procedimiento de ejecución de un laudo en ma-
teria laboral la suspensión se concederá en los casos en que,
a juicio del presidente del tribunal respectivo, no se ponga
a la parte que obtuvo, si es la obrera, en peligro de no poder
subsistir mientras se resuelve el juicio de amparo, en los
cuales sólo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de
lo necesario para asegurar tal subsistencia.

Artículo 153. La resolución en que se niegue la suspensión
definitiva deja expedita la facultad de la autoridad respon-
sable para la ejecución del acto reclamado, aunque se inter-
ponga recurso de modificación o revocación; pero si con
motivo del recurso se concede, sus efectos se retrotraerán a
la fecha del auto o interlocutoria correspondiente, siempre
que la naturaleza del acto lo permita.

Artículo 154. La resolución que conceda o niegue la sus-
pensión definitiva podrá modificarse o revocarse de oficio
o a petición de parte, cuando ocurra un hecho supervenien-
te que lo motive, mientras no se pronuncie sentencia ejecu-
toria en el juicio de amparo, debiendo tramitarse en la mis-
ma forma que el incidente de suspensión.

Artículo 155. Cuando se interponga recurso contra resolu-
ciones dictadas en el incidente de suspensión, se remitirá el
original al tribunal colegiado de circuito competente y se
dejará el duplicado en poder del órgano jurisdiccional que
conozca del amparo, sin perjuicio de que se siga actuando
en el duplicado.

Artículo 156. Cuando se trate de hacer efectiva la respon-
sabilidad proveniente de las garantías y contragarantías que
se otorguen con motivo de la suspensión, se tramitará ante
el órgano jurisdiccional que conozca de ella un incidente en
los términos previstos por esta ley, dentro de los seis meses
siguientes al día en que surta efectos la notificación a las
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partes de la resolución que en definitiva ponga fin al juicio.
De no presentarse la reclamación dentro de ese plazo y pre-
via vista a las partes, se procederá a la devolución o cance-
lación, en su caso, de la garantía o contragarantía, sin per-
juicio de que pueda exigirse dicha responsabilidad ante
autoridad judicial competente.

Artículo 157. En lo conducente, se aplicará al auto que re-
suelve sobre la suspensión provisional lo dispuesto para la
resolución que decide sobre la suspensión definitiva.

Artículo 158. Para la ejecución y cumplimiento del auto de
suspensión se observarán las disposiciones relativas al Títu-
lo Quinto de esta ley. En caso de incumplimiento, cuando la
naturaleza del acto lo permita, el órgano jurisdiccional de
amparo podrá hacer cumplir la resolución suspensional o
podrá tomar las medidas para el cumplimiento.

Segunda Parte
En Materia Penal

Artículo 159. En los lugares donde no resida juez de distri-
to y especialmente cuando se trate de actos que importen
peligro de privación de la vida, ataques a la libertad perso-
nal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o
expulsión, proscripción o destierro, extradición, desapari-
ción forzada de personas o alguno de los prohibidos por el
artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejér-
cito, Armada o Fuerza Aérea nacionales, el juez de primera
instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad
que ejecute o trate de ejecutar el acto reclamado, deberá re-
cibir la demanda de amparo y acordar de plano sobre la sus-
pensión de oficio conforme a las siguientes reglas:

I. Formará por duplicado un expediente que contenga la
demanda de amparo y sus anexos, el acuerdo que decre-
te la suspensión de oficio y el señalamiento preciso de la
resolución que se mande suspender; las constancias de
notificación y las determinaciones que dicte para hacer
cumplir su resolución; 

II. Ordenará a la autoridad responsable que mantenga las
cosas en el estado en que se encuentren o que, en su ca-
so, proceda inmediatamente a poner en libertad o a dis-
posición del ministerio público al quejoso y que rinda al
juez de distrito el informe previo; y

III. Remitirá de inmediato el original de las actuaciones
al juez de distrito competente y conservará el duplicado

para vigilar el cumplimiento de sus resoluciones, hasta
en tanto el juez de distrito provea lo conducente, con ple-
na jurisdicción.

En caso de la probable comisión del delito de desaparición
forzada, el juez de primera instancia procederá conforme lo
establecido por el artículo 15 de esta ley. 

Cuando el amparo se promueva contra actos de un juez de
primera instancia y no haya otro en el lugar, o cuando se im-
pugnen actos de otras autoridades y aquél no pueda ser ha-
bido, la demanda de amparo podrá presentarse ante cual-
quiera de los órganos judiciales que ejerzan jurisdicción en
el mismo lugar, siempre que en él resida la autoridad ejecu-
tora o, en su defecto, ante el órgano jurisdiccional más pró-
ximo.

Artículo 160. Cuando el acto reclamado sea la orden de de-
portación, expulsión o extradición, la suspensión tiene por
efecto que no se ejecute y el interesado quede en el lugar
donde se encuentre a disposición del órgano jurisdiccional
de amparo, sólo en lo que se refiere a su libertad personal.

Artículo 161. Cuando el acto reclamado consista en la or-
den de traslado del quejoso de un centro penitenciario a
otro, la suspensión, si procede, tendrá por efecto que éste no
se lleve a cabo.

Artículo 162. Cuando el acto reclamado consista en una or-
den de privación de la libertad o en la prohibición de aban-
donar una demarcación geográfica, la suspensión tendrá por
efecto que no se ejecute o cese inmediatamente, según sea
el caso. El órgano jurisdiccional de amparo tomará las me-
didas que aseguren que el quejoso no evada la acción de la
justicia, entre ellas, la obligación de presentarse ante la au-
toridad y ante quien concedió la suspensión cuantas veces
le sea exigida.

De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión
podrá tener como efecto que la privación de la libertad se
ejecute en el domicilio del quejoso.

Artículo 163. Cuando el amparo se pida contra actos que
afecten la libertad personal dentro de un procedimiento del
orden penal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo
166 de esta Ley, la suspensión producirá el efecto de que el
quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional que
conozca del amparo, sólo en lo que se refiere a dicha liber-
tad, pero a disposición de la autoridad que deba juzgarlo,
para la continuación del procedimiento.
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Artículo 164. Cuando el acto reclamado consista en la de-
tención del quejoso efectuada por autoridades administrati-
vas distintas del ministerio público, en relación con la co-
misión de un delito, se ordenará que sin demora cese la
detención, poniéndolo en libertad o a disposición del minis-
terio público.

Cuando en los supuestos del párrafo anterior, la detención
del quejoso no tenga relación con la comisión de un delito,
la suspensión tendrá por efecto que sea puesto en libertad.

Artículo 165. Cuando el acto reclamado afecte la libertad
personal del quejoso y se encuentre a disposición del mi-
nisterio público por cumplimiento de orden de detención
del mismo, la suspensión se concederá de inmediato, o en
un plazo de noventa y seis horas tratándose de delincuencia
organizada, contadas a partir del momento de la detención,
sea puesto en libertad o consignado ante el juez penal co-
rrespondiente.

Cuando el quejoso se encuentre a disposición del ministerio
público por haber sido detenido en flagrancia, el plazo se
contará a partir de que sea puesto a su disposición.

En cualquier caso distinto de los anteriores en los que el mi-
nisterio público restrinja la libertad del quejoso, la suspen-
sión se concederá para el efecto de que sea puesto en inme-
diata libertad o consignado a su juez.

Artículo 166. Cuando la privación de la libertad se lleve a
cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o
de medida cautelar que implique esa privación, dictadas por
autoridad competente, procederá la suspensión provisional
y la definitiva. El efecto de la suspensión consistirá en que
el quejoso sea puesto en libertad bajo las medidas de ase-
guramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime
necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, y
quede vinculado al proceso penal para los efectos de su con-
tinuación y pueda ser devuelto a la autoridad responsable en
caso de que no obtenga la protección de la justicia federal.

En los casos referidos en el párrafo anterior en que no se ha-
ya ejecutado la orden o medida, la suspensión tendrá por
efecto que las cosas se mantengan en el estado en que se en-
cuentran.

Artículo 167. La libertad otorgada al quejoso con motivo
de una resolución suspensional podrá ser revocada cuando
éste incumpla con cualquiera de las obligaciones estableci-

das por el órgano jurisdiccional de amparo o derivadas del
procedimiento penal respectivo.

Artículo 168. Para la procedencia de la suspensión contra
actos derivados de un procedimiento penal que afecten la li-
bertad personal, el órgano jurisdiccional de amparo deberá
exigir al quejoso que exhiba garantía, sin perjuicio de otras
medidas de aseguramiento que estime convenientes.

Para fijar el monto de la garantía se tomará en cuenta:

I. La naturaleza, modalidades y características del delito
que se le impute;

II. Las características personales y situación económica
del quejoso; y

III. La posibilidad de que se sustraiga a la acción de la
justicia.

No se exigirá garantía cuando la suspensión únicamente
tenga los efectos a que se refiere el artículo 163 de esta ley.

Artículo 169. Cuando haya temor fundado de que la auto-
ridad responsable trate de burlar la orden de libertad del
quejoso o de ocultarlo, el órgano jurisdiccional de amparo
podrá hacerlo comparecer ante él a través de los medios que
estime pertinente o trasladarse al lugar de su detención pa-
ra ponerlo en libertad.  Para tal efecto las autoridades civi-
les y militares estarán obligadas a brindar el auxilio necesa-
rio al órgano jurisdiccional de amparo.

Capítulo II
El Amparo Directo

Sección Primera
Procedencia

Artículo 170. El juicio de amparo directo procede:

I. Contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones
que pongan fin al juicio, dictadas por tribunales judicia-
les, administrativos o del trabajo, ya sea que la violación
se cometa en ellos, o que cometida durante el procedi-
miento, afecte las defensas del quejoso trascendiendo al
resultado del fallo.

Se entenderá por sentencias definitivas o laudos, los que de-
cidan el juicio en lo principal; por resoluciones que pongan
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fin al juicio, las que sin decidirlo en lo principal lo den por
concluido. En materia penal, las sentencias absolutorias y
los autos que se refieran a la libertad del imputado podrán
ser impugnadas por la víctima u ofendido del delito en los
casos establecidos por el artículo 173 de esta Ley.

Para la procedencia del juicio deberán agotarse previamen-
te los recursos ordinarios que se establezcan en la ley de la
materia, por virtud de los cuales aquellas sentencias defini-
tivas o laudos y resoluciones puedan ser modificados o re-
vocados, salvo el caso en que la ley permita la renuncia de
los recursos.

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones sobre constitu-
cionalidad de normas generales que sean de reparación po-
sible por no afectar derechos sustantivos ni constituir viola-
ciones procesales relevantes, sólo podrán hacerse valer en el
amparo directo que proceda contra la resolución definitiva.

Para efectos de esta Ley, el juicio se inicia con la presenta-
ción de la demanda y, en materia penal, con el auto de vin-
culación a proceso ante el órgano jurisdiccional.

II. Contra sentencias definitivas y resoluciones que pon-
gan fin al juicio dictadas por tribunales de lo contencio-
so administrativo cuando éstas sean favorables al quejo-
so, para el único efecto de hacer valer conceptos de
violación en contra de las normas generales aplicadas.

En estos casos, el juicio se tramitará únicamente si la auto-
ridad interpone y se admite el recurso de revisión en mate-
ria contencioso administrativa previsto por el artículo 104
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. El tribunal colegiado de circuito resolverá primero lo
relativo al recurso de revisión contencioso administrativa, y
únicamente en el caso de que éste sea considerado proce-
dente y fundado, se avocará al estudio de las cuestiones de
constitucionalidad planteadas en el juicio de amparo.

Artículo 171. Al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o
resolución que ponga fin al juicio, deberán hacerse valer las
violaciones a las leyes del procedimiento, siempre y cuan-
do el quejoso las haya impugnado durante la tramitación del
juicio, mediante el recurso o medio de defensa que, en su
caso, señale la ley ordinaria respectiva y la violación proce-
sal trascienda al resultado del fallo.

Este requisito no será exigible en amparos contra actos que
afecten derechos de menores o incapaces, al estado civil, o

al orden o estabilidad de la familia, ejidatarios, comuneros,
trabajadores, núcleos de población ejidal o comunal, o quie-
nes por sus condiciones de pobreza y marginación se en-
cuentren en clara desventaja social para emprender un jui-
cio, ni en los de naturaleza penal promovidos por el
inculpado. Tampoco será exigible el requisito cuando se
alegue que, la ley aplicada o que se debió aplicar en el acto
procesal, es contrario a la Constitución o a los tratados in-
ternacionales de los que el Estado mexicano sea parte.

Artículo 172. En los juicios tramitados ante los tribunales
administrativos, civiles o del trabajo, se considerarán viola-
das las leyes del procedimiento y que se afectan las defen-
sas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, cuan-
do: 

I. No se le cite al juicio o se le cite en forma distinta de
la prevenida por la ley;

II. Haya sido falsamente representado en el juicio de que
se trate;

III. Se desechen las pruebas legalmente ofrecidas o se
desahoguen en forma contraria a la ley;

IV. Se declare ilegalmente confeso al quejoso, a su re-
presentante o apoderado;

V. Se deseche o resuelva ilegalmente un incidente de nu-
lidad;

VI. No se le concedan los plazos o prórrogas a que ten-
ga derecho con arreglo a la ley;

VII. Sin su culpa se reciban, sin su conocimiento, las
pruebas ofrecidas por las otras partes;

VIII. Previa solicitud, no se le muestren documentos o
piezas de autos para poder alegar sobre ellos;

IX. Se le desechen recursos, respecto de providencias
que afecten partes sustanciales del procedimiento que
produzcan estado de indefensión;

X. Se continúe el procedimiento después de haberse pro-
movido una competencia, o la autoridad impedida o re-
cusada, continúe conociendo del juicio, salvo los casos
en que la ley expresamente la faculte para ello; 

Año III, Primer Periodo, 18 de octubre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados84



XI. Se desarrolle cualquier audiencia sin la presencia del
juez o se practiquen diligencias judiciales de forma dis-
tinta a la prevenida por la ley; y

XII. Se trate de casos análogos a los previstos en las frac-
ciones anteriores a juicio de los órganos jurisdiccionales
de amparo.

Artículo 173. En los juicios del orden penal se considera-
rán violadas las leyes del procedimiento con trascendencia
a las defensas del quejoso, cuando:

I. Se desarrolle cualquier audiencia sin la presencia del
juez actuante o se practiquen diligencias en forma dis-
tinta a la prevenida por la ley; 

II. El desahogo de pruebas se realice por una persona
distinta al juez que deba intervenir;

III. Intervenga en el juicio un juez que haya conocido del
caso previamente;

IV. Habiéndolo solicitado no se le caree, en presencia
del juez, en los supuestos y términos que establezca la
ley;

V. La presentación de argumentos y pruebas en el juicio
no se realice de manera pública, contradictoria y oral;

VI. La oportunidad para sostener la acusación o la de-
fensa no se realice en igualdad de condiciones;

VII. El juzgador reciba a una de las partes para tratar el
asunto sujeto a proceso sin la presencia de la otra;

VIII. No se respete al imputado el derecho a declarar o
guardar silencio, la declaración del imputado se obtenga
mediante incomunicación, intimidación, tortura o sin
presencia de su defensor, o cuando el ejercicio del dere-
cho a guardar silencio se utilice en su perjuicio;

IX. El imputado no sea informado, desde el momento de
su detención, en su comparecencia ante el Ministerio Pú-
blico o ante el juez, de los hechos que se le imputan y los
derechos que le asisten;

X. No se reciban al imputado las pruebas pertinentes que
ofrezca o no se reciban con arreglo a derecho, no se le
conceda el tiempo para el ofrecimiento de pruebas o no
se le auxilie para obtener la comparecencia de las perso-

nas de quienes ofrezca su testimonio en los términos se-
ñalados por la ley;

XI. El imputado no sea juzgado en audiencia pública por
un juez o tribunal, salvo cuando se trate de los casos de
excepción precisados por la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos;

XII. No se faciliten al imputado todos los datos que soli-
cite para su defensa  y que consten en el proceso o se res-
trinja al imputado y a la defensa el acceso a los registros
de investigación cuando el primero esté detenido o se
pretenda recibirle declaración o entrevistarlo;

XIII. No se respete al imputado el derecho a contar con
una defensa adecuada por abogado que elija libremente
desde el momento de su detención, o en caso de que no
quiera o no pueda hacerlo, el juez no le nombre un de-
fensor público, o cuando se impida, restrinja o interven-
ga la comunicación con su defensor; cuando el imputado
sea indígena no se le proporcione la asistencia de un de-
fensor que tenga conocimiento de su lengua y cultura, así
como cuando el defensor no comparezca a todos los ac-
tos del proceso;

XIV. En caso de que el imputado no hable o entienda su-
ficientemente el idioma español o sea sordo o mudo y no
se le proporcione la asistencia de un intérprete que le
permita acceder plenamente a la jurisdicción del Estado,
o que tratándose de personas indígenas no se les propor-
cione un intérprete que tenga conocimiento de su lengua
y cultura;

XV. No se cite al imputado para las diligencias que ten-
ga derecho a presenciar o se haga en forma contraria a la
ley, siempre que por ello no comparezca, no se le admi-
ta en el acto de la diligencia o se le coarten en ella los de-
rechos que la ley le otorga;

XVI. Debiendo ser juzgado por un jurado, no se integre
en los términos previstos en la ley o se le juzgue por otro
tribunal;

XVII. Se sometan a la decisión del jurado cuestiones de
índole distinta a las señaladas por la ley;

XVIII. No se permita interponer los recursos en los tér-
minos que la ley prevea respecto de providencias que
afecten partes sustanciales del procedimiento que pro-
duzcan indefensión;
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XIX. Al dictarse una sentencia definitiva absolutoria o
un auto que se refiera a la libertad del imputado no se ha-
yan respetado, entre otros, los siguientes derechos de la
víctima u ofendido del delito:

a) A que se le proporcione asesoría jurídica y se le in-
forme tanto de los derechos que le asisten como del de-
sarrollo del procedimiento penal;

b) A coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le
reciban todos los datos o elementos de prueba con los
que cuente tanto en investigación como en el proceso y
a que se le permita intervenir en el juicio;

c) Al resguardo de su identidad cuando sean menores
de edad o por delitos de violación, secuestro, delin-
cuencia organizada o trata de personas y cuando a jui-
cio del juzgador sea necesaria su protección, salvo que
tal circunstancia derive de la debida salvaguarda de los
derechos de la defensa; y

d) A solicitar las medidas cautelares y providencias ne-
cesarias para la protección y restitución de sus dere-
chos.

XX. Cuando la sentencia se funde en alguna diligencia
cuya nulidad haya sido establecido expresamente por
una norma general;

XXI. Cuando seguido el proceso por el delito determina-
do en el auto de vinculación a proceso, el quejoso hubie-
se sido sentenciado por diverso delito.

No se considerará que el delito es diverso cuando el que se
exprese en la sentencia sólo difiera en grado del que haya
sido materia del proceso, ni cuando se refiera a los mismos
hechos materiales que fueron objeto de la investigación,
siempre que, en este último caso, el Ministerio Público ha-
ya formulado conclusiones acusatorias cambiando la clasi-
ficación del delito hecha en el auto de vinculación a proce-
so, y el quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva
clasificación, durante el juicio;

XXII. Se trate de casos análogos a las fracciones ante-
riores a juicio del órgano jurisdiccional de amparo.

Artículo 174. En la demanda de amparo principal y en su
caso, en la adhesiva el quejoso deberá hacer valer todas las
violaciones procesales que estime se cometieron; las que no
se hagan valer se tendrán por consentidas. Asimismo, preci-

sará la forma en que trascendieron en su perjuicio al resul-
tado del fallo.

El tribunal colegiado de circuito, deberá decidir respecto de
todas las violaciones procesales que se hicieron valer y
aquellas que, en su caso, advierta en suplencia de la queja.

Si las violaciones procesales no se invocaron en un primer
amparo, ni el tribunal colegiado correspondiente las hizo
valer de oficio en los casos en que proceda la suplencia de
la queja, no podrán ser materia de concepto de violación ni
de estudio oficioso en juicio de amparo posterior.

Sección Segunda
Demanda

Artículo 175. La demanda de amparo directo deberá for-
mularse por escrito, en el que se expresarán:

I. El nombre y domicilio del quejoso y de quien pro-
mueve en su nombre;

II. El nombre y domicilio del tercero interesado;

III. La autoridad responsable;

IV. El acto reclamado. 

Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolu-
ción que haya puesto fin al juicio por estimarse inconstitu-
cional la norma general aplicada, ello será materia única-
mente del capítulo de conceptos de violación de la demanda,
sin señalar como acto reclamado la norma general, debién-
dose llevar a cabo la calificación de éstos en la parte consi-
derativa de la sentencia;

V. La fecha en que se haya notificado el acto reclamado
al quejoso o aquélla en que hubiese tenido conocimiento
del mismo;

VI. Los preceptos que, conforme a la fracción I del artí-
culo 1° de esta ley, contengan los derechos humanos cu-
ya violación se reclame; y

VII. Los conceptos de violación.

Artículo 176. La demanda de amparo deberá presentarse
por conducto de la autoridad responsable, con copia para
cada una de las partes.
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La presentación de la demanda ante autoridad distinta de la
responsable no interrumpe los plazos que para su promo-
ción establece esta ley.

Artículo 177. Cuando no se exhiban las copias a que se
refiere el artículo anterior o no se presenten todas las ne-
cesarias, la autoridad responsable prevendrá al promoven-
te para que lo haga dentro del plazo de cinco días, a me-
nos de que la demanda se haya presentado en forma
electrónica.  Transcurrido éste sin que se haya subsanado
la omisión, remitirá la demanda con el informe relativo al
tribunal colegiado de circuito, cuyo presidente la tendrá
por no presentada.  Si el presidente determina que no exis-
te incumplimiento, o que éste no es imputable al quejoso,
devolverá los autos a la autoridad responsable para que si-
ga el trámite que corresponda. 

La autoridad responsable, de oficio, mandará sacar las co-
pias en asuntos del orden penal, laboral tratándose de los
trabajadores, cuando se puedan afectar intereses de menores
o incapaces, así como los derechos agrarios de los núcleos
de población comunal o ejidal o de los ejidatarios o comu-
neros, o de quienes por sus condiciones de pobreza y mar-
ginación se encuentren en clara desventaja social para em-
prender un juicio, o cuando la demanda sea presentada por
vía electrónica.

Artículo 178. Dentro del plazo de cinco días contados a
partir del siguiente al de presentación de la demanda, la au-
toridad responsable que emitió el acto reclamado deberá: 

I. Certificar al pie de la demanda, la fecha de notificación
al quejoso de la resolución reclamada, la de su presenta-
ción y los días inhábiles que mediaron entre ambas fe-
chas.

Si no consta en autos la fecha de notificación, la autoridad
responsable dará cumplimiento a lo dispuesto en este artí-
culo, sin perjuicio de que dentro de las veinticuatro horas
siguientes a la en que obre en su poder la constancia de no-
tificación respectiva proporcione la información corres-
pondiente al órgano jurisdiccional competente;

II. Correr traslado al tercero interesado, en el último
domicilio que haya designado para oír notificaciones
en los autos del juicio de origen o en el que señale el
quejoso; y

III. Rendir el informe con justificación acompañando la
demanda de amparo, los autos del juicio de origen con

sus anexos y la constancia de traslado a las partes.  De-
berá dejar copia certificada de las actuaciones que estime
necesarias para la ejecución de la resolución reclamada o
para proveer respecto de la suspensión.

Sección Tercera
Substanciación

Artículo 179. El presidente del tribunal colegiado de cir-
cuito deberá resolver en el plazo de tres días si admite la de-
manda, previene al quejoso para su regularización, o la de-
secha por encontrar motivo manifiesto e indudable de
improcedencia.

Artículo 180. Si hubiera irregularidades en el escrito de
demanda por no haber satisfecho los requisitos que esta-
blece el artículo 175 de esta ley, el presidente del tribunal
colegiado de circuito señalará al promovente un plazo que
no excederá de cinco días, para que subsane las omisio-
nes o corrija los defectos precisados en la providencia re-
lativa.

Si el quejoso no cumple el requerimiento, el presidente del
tribunal tendrá por no presentada la demanda y lo comuni-
cará a la autoridad responsable.

Artículo 181. Si el presidente del tribunal colegiado de cir-
cuito no encuentra motivo de improcedencia o defecto en el
escrito de demanda, o si este último fuera subsanado, la ad-
mitirá y mandará notificar a las partes el acuerdo relativo,
para que en el plazo de quince días presenten sus alegatos o
promuevan amparo adhesivo.

Artículo 182. La parte que haya obtenido sentencia favora-
ble y la que tenga interés jurídico en que subsista el acto re-
clamado podrán presentar amparo en forma adhesiva al que
promueva cualquiera de las partes que intervinieron en el
juicio del que emana el acto reclamado, el cual se tramitará
en el mismo expediente y se resolverán en una sola senten-
cia. La presentación y trámite del amparo adhesivo se regi-
rá, en lo conducente, por lo dispuesto para el amparo prin-
cipal, y seguirá la misma suerte procesal de éste.

El amparo adhesivo únicamente procederá en los casos si-
guientes:

I. Cuando el adherente trate de fortalecer las considera-
ciones vertidas en el fallo definitivo, a fin de no quedar
indefenso; y
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II. Cuando existan violaciones al procedimiento que pu-
dieran afectar las defensas del adherente, trascendiendo
al resultado del fallo.

Los conceptos de violación en el amparo adhesivo deberán
estar encaminados, por tanto, a fortalecer las consideracio-
nes de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone
fin al juicio, que determinaron el resolutivo favorable a los
intereses del adherente, o a impugnar las que concluyan en
un punto decisorio que le perjudica. Se deberán hacer valer
todas las violaciones procesales que se hayan cometido,
siempre que pudieran trascender al resultado del fallo y que
respecto de ellas, el adherente hubiese agotado los medios
ordinarios de defensa, a menos que se trate de menores, in-
capaces, ejidatarios, trabajadores, núcleos de población eji-
dal o comunal, o de quienes por sus condiciones de pobre-
za y marginación se encuentren en clara desventaja social
para emprender un juicio, y en materia penal tratándose del
inculpado. 

Con la demanda de amparo adhesivo se correrá traslado a la
parte contraria para que exprese lo que a su interés conven-
ga.

La falta de promoción del amparo adhesivo hará que pre-
cluya el derecho de quien obtuvo sentencia favorable para
alegar posteriormente las violaciones procesales que se ha-
yan cometido en su contra, siempre que haya estado en po-
sibilidad de hacerlas valer.

El Tribunal Colegiado de Circuito, respetando la lógica y
las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el
juicio de amparo, procurará resolver integralmente el asun-
to para evitar, en lo posible, la prolongación de la contro-
versia.

Artículo 183. Transcurridos los plazos a que se refiere el ar-
tículo 181, dentro de los tres días siguientes el presidente
del tribunal colegiado turnará el expediente al magistrado
ponente que corresponda, a efecto de que formule el pro-
yecto de resolución, dentro de los noventa días siguientes.
El auto de turno hace las veces de citación para sentencia.

Artículo 184. Las audiencias donde se discutan y resuelvan
los asuntos de competencia de los tribunales colegiados de
circuito serán públicas, salvo que exista disposición legal en
contrario. La lista de los asuntos que deban verse en cada
sesión se publicará en los estrados del tribunal cuando me-
nos tres días antes de la celebración de ésta, sin contar el de
la publicación ni el de la sesión.

Los asuntos se discutirán en el orden en que se listen, salvo
casos de excepción a juicio del órgano jurisdiccional. Si
fueran aprobados se procederá a la firma del engrose dentro
de los diez días siguientes.

De no ser aprobados, los asuntos sólo se podrán aplazar o
retirar. En estos supuestos, se asentará a petición de quien y
la causa que expuso. El asunto deberá listarse dentro de un
plazo que no excederá de treinta días naturales. 

Artículo 185. El día señalado para la sesión, que se cele-
brará con la presencia del secretario quien dará fe, el ma-
gistrado ponente dará cuenta de los proyectos de resolución;
el presidente pondrá a discusión cada asunto; se dará lectu-
ra a las constancias que señalen los magistrados, y, estando
suficientemente debatido, se procederá a la votación; acto
continuo, el presidente hará la declaración que corresponda
y el secretario publicará la lista en los estrados del tribunal.

Artículo 186. La resolución se tomará por unanimidad o
mayoría de votos.  En este último caso, el magistrado que
no esté conforme con el sentido de la resolución deberá for-
mular su voto particular dentro del plazo de diez días si-
guientes al de la firma del engrose, voto en el que expresa-
rá cuando menos sucintamente las razones que lo
fundamentan.

Transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior sin que
se haya emitido el voto particular, se asentará razón en au-
tos y se continuará el trámite correspondiente.

Artículo 187. Si no fuera aprobado el proyecto, pero el ma-
gistrado ponente aceptare las adiciones o reformas propues-
tas en la sesión, procederá a redactar la sentencia con base
en los términos de la discusión.

Si el voto de la mayoría de los magistrados fuera en sentido
distinto al del proyecto, uno de ellos redactará la sentencia.

En ambos casos el plazo para redactar la sentencia será de
diez días, debiendo quedar en autos constancia del proyec-
to original.

Artículo 188. Las sentencias del tribunal deberán ser fir-
madas por todos sus integrantes y por el secretario de acuer-
dos.  

Cuando por cualquier motivo cambiare el personal del tri-
bunal que haya dictado una ejecutoria conforme a los artí-
culos anteriores, antes de que haya podido ser firmada por
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los magistrados que la hubiesen dictado, si fue aprobado el
proyecto del magistrado relator, la sentencia será autori-
zada válidamente por los magistrados que integran aquél,
haciéndose constar las circunstancias que hubiesen con-
currido.

Firmada la sentencia se notificará por lista a las partes.

En los casos en que proceda el recurso de revisión la notifi-
cación a las partes se hará en forma personal.

Para los efectos del párrafo anterior, la autoridad responsa-
ble solo será notificada al proveerse la remisión de los au-
tos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación o haya trans-
currido el plazo para interponer el recurso.

Artículo 189. El órgano jurisdiccional de amparo procede-
rá al estudio de los conceptos de violación atendiendo a su
prelación lógica y privilegiando en todo caso el estudio de
aquellos que, de resultar fundados, redunden en el mayor
beneficio para el quejoso. En todas las materias, se privile-
giará el estudio de los conceptos de violación de fondo por
encima de los de procedimiento y forma, a menos que in-
vertir el orden redunde en un mayor beneficio para el que-
joso.

En los asuntos del orden penal, cuando se desprendan vio-
laciones de fondo de las cuales pudiera derivarse la extin-
ción de la acción persecutoria o la inocencia del quejoso, se
le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.

Sección Cuarta
Suspensión del Acto Reclamado

Artículo 190. La autoridad responsable decidirá, en el pla-
zo de veinticuatro horas a partir de la solicitud, sobre la sus-
pensión del acto reclamado y los requisitos para su efectivi-
dad.

Tratándose de laudos o de resoluciones que pongan fin al
juicio, dictados por tribunales del trabajo, la suspensión se
concederá en los casos en que, a juicio del presidente del tri-
bunal respectivo, no se ponga a la parte trabajadora en peli-
gro de no  subsistir mientras se resuelve el juicio de ampa-
ro, en los cuales sólo se suspenderá la ejecución en cuanto
exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia.

Son aplicables a la suspensión en amparo directo, salvo el
caso de la materia penal, los artículos 125, 128, 129, 130,
132, 133, 134, 135, 136,154 y 156 de esta ley.

Artículo 191. Cuando se trate de juicios del orden penal,
la autoridad responsable con la sola presentación de la de-
manda, ordenará suspender de oficio y de plano la reso-
lución reclamada.  Si ésta comprende la pena de privación
de libertad, la suspensión surtirá el efecto de que el que-
joso quede a disposición del órgano jurisdiccional de am-
paro, por mediación de la autoridad responsable, la cual
deberá ponerlo en libertad caucional si la solicita y ésta
procede.

Título Tercero
Cumplimiento y Ejecución

Capítulo I
Cumplimiento e Inejecución

Artículo 192. Las ejecutorias de amparo deben ser puntual-
mente cumplidas.  Al efecto, cuando cause ejecutoria la sen-
tencia en que se haya concedido el amparo, o se reciba tes-
timonio de la dictada en revisión, el juez de distrito o el
tribunal unitario de circuito, si se trata de amparo indirecto,
o el tribunal colegiado de circuito, tratándose de amparo di-
recto, la notificarán sin demora a las partes.

En la notificación que se haga a la autoridad responsable se
le requerirá para que cumpla con la ejecutoria dentro del
plazo de tres días, apercibida que de no hacerlo así sin cau-
sa justificada, se impondrá a su titular una multa que se de-
terminará desde luego y que, asimismo, se remitirá el expe-
diente al tribunal colegiado de circuito o a la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, según el caso, para seguir el trá-
mite de inejecución, que puede culminar con la separación
de su puesto y su consignación.

Al ordenar la notificación y requerimiento a la autoridad
responsable, el órgano judicial de amparo también ordena-
rá notificar y requerir al superior jerárquico de aquélla, en
su caso, para que le ordene cumplir con la ejecutoria, bajo
el apercibimiento que de no demostrar que dio la orden, se
le impondrá a su titular una multa en los términos señalados
en esta Ley, además de que incurrirá en las mismas respon-
sabilidades de la autoridad responsable. El Presidente de la
República no podrá ser considerado autoridad responsable
o superior jerárquico.

El órgano judicial de amparo, al hacer los requerimientos,
podrá ampliar el plazo de cumplimiento tomando en cuenta
su complejidad o dificultad debiendo fijar un plazo razona-
ble y estrictamente determinado. Asimismo, en casos ur-
gentes y de notorio perjuicio para el quejoso, ordenará el
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cumplimiento inmediato por los medios oficiales de que
disponga.

Artículo 193. Si la ejecutoria no quedó cumplida en el pla-
zo fijado y se trata de amparo indirecto, el órgano judicial
de amparo hará el pronunciamiento respectivo, impondrá
las multas que procedan y remitirá los autos al tribunal co-
legiado de circuito, lo cual será notificado a la autoridad
responsable y, en su caso, a su superior jerárquico, cuyos ti-
tulares seguirán teniendo responsabilidad aunque dejen el
cargo.

Se considerará incumplimiento el retraso por medio de eva-
sivas o procedimientos ilegales de la autoridad responsable,
o de cualquiera otra que intervenga en el trámite relativo.

En cambio, si la autoridad demuestra que la ejecutoria está
en vías de cumplimiento o justifica la causa del retraso, el
órgano judicial de amparo podrá ampliar el plazo por una
sola vez, subsistiendo los apercibimientos efectuados. El in-
cumplimiento ameritará las providencias especificadas en
el primer párrafo.

En el supuesto de que sea necesario precisar, definir o con-
cretar la forma o términos del cumplimiento de la ejecuto-
ria, cualquiera de los órganos judiciales competentes podrá
ordenar, de oficio o a petición de parte, que se abra un inci-
dente para tal efecto.

Al remitir los autos al tribunal colegiado de circuito, el juez
de distrito o el tribunal unitario de circuito formará un ex-
pedientillo con las copias certificadas necesarias para seguir
procurando el cumplimiento de la ejecutoria.

El tribunal colegiado de circuito notificará a las partes la ra-
dicación de los autos, revisará el trámite del a quo y dictará
la resolución que corresponda; si reitera que hay incumpli-
miento remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de
la Nación con un proyecto de separación del cargo del titu-
lar de la autoridad responsable y, en su caso, del de su su-
perior jerárquico, lo cual será notificado a éstos. 

Si la ejecutoria de amparo no quedó cumplida en el plazo
fijado y se trata de amparo directo, el tribunal colegiado de
circuito seguirá, en lo conducente y aplicable, lo estableci-
do en los párrafos anteriores.  Llegado el caso, remitirá los
autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación con pro-
yecto de separación del cargo de los titulares de la autoridad
responsable y su superior jerárquico.

Artículo 194. Se entiende como superior jerárquico de la
autoridad responsable, el que de conformidad con las dis-
posiciones correspondientes ejerza sobre ella poder o man-
do para obligarla a actuar o dejar de actuar en la forma exi-
gida en la sentencia de amparo, o bien para cumplir esta
última por sí misma.

La autoridad requerida como superior jerárquico, incurre en
responsabilidad por falta de cumplimiento de las sentencias,
en los términos que las autoridades contra cuyos actos se
hubiere concedido el amparo.

Artículo 195. El cumplimiento extemporáneo de la ejecu-
toria de amparo, si es injustificado, no exime de responsa-
bilidad a la autoridad responsable ni, en su caso, a su supe-
rior jerárquico, pero se tomará en consideración como
atenuante al imponer la sanción penal.

Artículo 196. Cuando el órgano judicial de amparo reciba
informe de la autoridad responsable de que ya cumplió la
ejecutoria, dará vista al quejoso y, en su caso, al tercero in-
teresado, para que dentro del plazo de tres días manifiesten
lo que a su derecho convenga. En los casos de amparo di-
recto la vista será de diez días donde la parte afectada podrá
alegar el defecto o exceso en el cumplimiento. Dentro del
mismo plazo computado a partir del siguiente al en que ha-
ya tenido conocimiento de su afectación por el cumpli-
miento, podrá comparecer la persona extraña a juicio para
defender su interés.

Transcurrido el plazo dado a las partes, con desahogo de la
vista o sin ella, el órgano judicial de amparo dictará resolu-
ción fundada y motivada en que declare si la sentencia está
cumplida o no lo está, si incurrió en exceso o defecto, o si
hay imposibilidad para cumplirla.

La ejecutoria se entiende cumplida cuando lo sea en su to-
talidad, sin excesos ni defectos.

Si en estos términos el órgano judicial de amparo la decla-
ra cumplida, ordenará el archivo del expediente.

Si no está cumplida, no está cumplida totalmente, no lo es-
tá correctamente o se considera de imposible cumplimien-
to, remitirá los autos al tribunal colegiado de circuito o a
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según corres-
ponda, como establece, en lo conducente, el artículo 193
de esta Ley.
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Artículo 197. Todas las autoridades que tengan o deban te-
ner intervención en el cumplimiento de la sentencia, están
obligadas a realizar, dentro del ámbito de su competencia,
los actos necesarios para su eficaz cumplimiento y estarán
sujetos a las mismas responsabilidades a que alude este ca-
pítulo.

Artículo 198. Recibidos los autos en la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, dictará a la brevedad posible la reso-
lución que corresponda.

Cuando sea necesario precisar, definir o concretar la forma
o términos del cumplimiento de la ejecutoria, la Suprema
Corte de Justicia de la Nación devolverá los autos al órga-
no judicial de amparo, a efecto de que desahogue el inci-
dente a que se refiere el párrafo cuarto del artículo 193 de
esta Ley. 

Cuando estime que el retraso en el cumplimiento es justifi-
cado, dará un plazo razonable a la autoridad responsable pa-
ra que cumpla, el que podrá ampliarse a solicitud fundada
de la autoridad.

Cuando considere que es inexcusable o hubiere transcurri-
do el plazo anterior sin que se hubiese cumplido, tomará en
cuenta el proyecto del tribunal colegiado de circuito y pro-
cederá a separar de su cargo al titular de la autoridad res-
ponsable y a consignarlo ante el juez de distrito por el deli-
to de incumplimiento de sentencias de amparo.  Las mismas
providencias se tomarán respecto del superior jerárquico de
la autoridad responsable si hubiese incurrido en responsabi-
lidad, así como de los titulares que, habiendo ocupado con
anterioridad el cargo de la autoridad responsable, hayan in-
cumplido la ejecutoria.

En la misma resolución, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación ordenará que se devuelvan los autos al órgano juris-
diccional de amparo a efecto de que reinicie el trámite de
cumplimiento ante los nuevos titulares, sin perjuicio de la
consignación que proceda contra los anteriores titulares que
hayan sido considerados responsables del incumplimiento
de la ejecutoria de amparo en términos del párrafo anterior.

Capítulo II
Repetición del Acto Reclamado

Artículo 199. La repetición del acto reclamado podrá ser
denunciada por la parte interesada dentro del plazo de quin-
ce días ante el órgano jurisdiccional que conoció del ampa-
ro, el cual correrá traslado con copia de la denuncia a la au-

toridad responsable y le pedirá un informe que deberá ren-
dir dentro del plazo de tres días.

Vencido el plazo, el órgano judicial de amparo dictará reso-
lución dentro de los tres días siguientes.  Si ésta fuere en el
sentido de que existe repetición del acto reclamado, orde-
nará la remisión de los autos al tribunal colegiado de cir-
cuito o a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según
corresponda, siguiendo, en lo aplicable, lo establecido en el
artículo 193 de esta Ley.

Si la autoridad responsable deja sin efecto el acto repetitivo,
ello no la exime de responsabilidad si actuó dolosamente al
repetir el acto reclamado, pero será atenuante en la aplica-
ción de la sanción penal.

Artículo 200. Recibidos los autos, la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación determinará a la brevedad posible, si exis-
te o no repetición del acto reclamado.

En el primer supuesto, tomará en cuenta el proyecto del tri-
bunal colegiado de circuito y procederá a separar de su car-
go al titular de la autoridad responsable, así como a consig-
narlo ante juez de distrito por el delito que corresponda.

Si no hubiere repetición, o si habiéndola, la autoridad no ac-
tuó dolosamente y dejó sin efectos el acto repetitivo antes
de la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, ésta hará la declaratoria correspondiente y devolverá
los autos al órgano judicial que los remitió.

Capítulo III
Recurso de Inconformidad

Artículo 201. El recurso de inconformidad procede contra
la resolución que:

I. Tenga por cumplida la ejecutoria de amparo, en los tér-
minos del artículo 196 de esta Ley;

II. Declare que existe imposibilidad material o jurídica
para cumplir la misma u ordene el archivo definitivo del
asunto; o

III. Declare sin materia o infundada la denuncia de repe-
tición del acto reclamado.

IV. Declare infundada o improcedente la denuncia por
incumplimiento de la declaratoria general de inconstitu-
cionalidad.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 18 de octubre de 201191



Artículo 202. El recurso de inconformidad podrá interpo-
nerse por el quejoso o, en su caso, por el tercero interesado
o el promovente de la denuncia a que se refiere el artículo
210 de esta ley, mediante escrito presentado por conducto
del órgano judicial que haya dictado la resolución impug-
nada, dentro del plazo de quince días contados a partir del
siguiente al en que surta efectos la notificación.

La persona extraña a juicio que resulte afectada por el cum-
plimiento o ejecución de la sentencia de amparo también
podrá interponer el recurso de inconformidad en los mismos
términos establecidos en el párrafo anterior, si ya había te-
nido conocimiento de lo actuado ante el órgano judicial de
amparo; en caso contrario, el plazo de quince días se conta-
rá a partir del siguiente al en que haya tenido conocimiento
de la afectación. En cualquier caso, la persona extraña al
juicio de amparo sólo podrá alegar en contra del cumpli-
miento o ejecución indebidos de la ejecutoria en cuanto la
afecten, pero no en contra de la ejecutoria misma.

Cuando el amparo se haya otorgado en contra de actos que
importen peligro de privación de la vida, ataques a la liber-
tad personal fuera de procedimiento, incomunicación, de-
portación o expulsión, proscripción o destierro, extradición,
desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos
por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al
Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, la inconformi-
dad podrá ser interpuesta en cualquier tiempo.

Artículo 203. El órgano jurisdiccional, sin decidir sobre la
admisión del recurso de inconformidad, remitirá el original
del escrito, así como los autos del juicio a la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación, la cual resolverá allegándose los
elementos que estime convenientes. 

Capítulo IV
Incidente de Cumplimiento Sustituto

Artículo 204. El incidente de cumplimiento sustituto tendrá
por efecto que la ejecutoria se dé por cumplida mediante el
pago de los daños y perjuicios al quejoso.

Artículo 205. El cumplimiento sustituto podrá ser solicita-
do por cualquiera de las partes o decretado de oficio por la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los casos en que:

I. La ejecución de la sentencia afecte gravemente a la so-
ciedad en mayor proporción a los beneficios que pudie-
ra obtener el quejoso; o

II. Por las circunstancias materiales del caso, sea imposi-
ble o desproporcionadamente gravoso restituir las cosas
a la situación que guardaban con anterioridad al juicio.

La solicitud podrá presentarse, según corresponda, ante la
Suprema Corte de Justicia de la Nación o por conducto del
órgano jurisdiccional a partir del momento en que cause
ejecutoria la sentencia y hasta antes de que se tenga por
cumplida.

El cumplimiento sustituto se tramitará incidentalmente en
los términos de los artículos 66 y 67 de esta ley.

Declarado procedente, el órgano jurisdiccional de amparo
determinará la forma y cuantía de la restitución.

Independientemente de lo establecido en los párrafos ante-
riores, el quejoso y la autoridad responsable pueden cele-
brar convenio a través del cual se tenga por cumplida la eje-
cutoria.  Del convenio se dará aviso al órgano judicial de
amparo; éste, una vez que se le compruebe que los términos
del convenio fueron cumplidos, mandará archivar el expe-
diente.

Capítulo V
Incidente por Exceso o Defecto en el 

Cumplimiento de la Suspensión

Artículo 206. El incidente a que se refiere este Capítulo
procede en contra de las autoridades responsables, por cual-
quier persona que resulte agraviada por el incumplimiento
de la suspensión, sea de plano o definitiva, por exceso o de-
fecto en su ejecución o por admitir, con notoria mala fe o
negligencia inexcusable, fianza o contrafianza que resulte
ilusoria o insuficiente.

Este incidente podrá promoverse en cualquier tiempo,
mientras no cause ejecutoria la resolución que se dicte en el
juicio de amparo.

Artículo 207. El incidente se promoverá ante el juez de dis-
trito o el tribunal unitario de circuito, si se trata de la sus-
pensión concedida en amparo indirecto, y ante el presiden-
te del tribunal colegiado de circuito si la suspensión fue
concedida en amparo directo.

Artículo 208. El incidente se tramitará de conformidad con
las reglas siguientes:
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I. Se presentará por escrito, con copias para las partes,
ante el órgano judicial correspondiente señalado en el ar-
tículo anterior; en el mismo escrito se ofrecerán las prue-
bas relativas;

II. El órgano judicial señalará fecha para la audiencia
dentro de diez días y requerirá a la autoridad responsable
para que rinda informe en el plazo de tres días. La falta
o deficiencia del informe establece la presunción de ser
cierta la conducta que se reclama; y

III. En la audiencia se recibirán las pruebas ofrecidas por
las partes, se dará oportunidad para que éstas aleguen
oralmente y se dictará resolución.

Artículo 209. Si como resultado del incidente se demuestra
que la autoridad responsable no ha cumplido con la suspen-
sión, que lo ha hecho de manera excesiva o defectuosa o
que con notoria mala fe o negligencia inexcusable admitió
fianza o contrafianza ilusoria o insuficiente, el órgano judi-
cial, en su resolución, la requerirá para que en el término de
veinticuatro horas cumpla con la suspensión, que rectifique
los errores en que incurrió al cumplirla o, en su caso, que
subsane las deficiencias relativas a las garantías, con el
apercibimiento que de no hacerlo será denunciada al minis-
terio público de la federación por el delito que, según el ca-
so, establecen las fracciones III y IV del artículo 262 de es-
ta ley.

Capítulo VI
Denuncia por Incumplimiento de la Declaratoria 

General de Inconstitucionalidad

Artículo 210. Si con posterioridad a la entrada en vigor de
la declaratoria general de inconstitucionalidad, se aplica la
norma general inconstitucional, el afectado podrá denunciar
dicho acto.

I. La denuncia se hará ante el juez de distrito que tenga
jurisdicción en el lugar donde el acto deba tener ejecu-
ción, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya eje-
cutado.

Si el acto denunciado puede tener ejecución en más de un
distrito o ha comenzado a ejecutarse en uno de ellos y sigue
ejecutándose en otro, el trámite se llevará ante el juez de
distrito que primero admita la denuncia; en su defecto,
aquél que dicte acuerdo sobre ella o, en su caso, el que pri-
mero la haya recibido.

Cuando el acto denunciado no requiera ejecución material
se tramitará ante el juez de distrito en cuya jurisdicción re-
sida el denunciante.

El juez de distrito dará vista a las partes para que en un pla-
zo de tres días expongan lo que a su derecho convenga.

Transcurrido este plazo, dictará resolución dentro de los tres
días siguientes.  Si fuere en el sentido de que se aplicó la
norma general inconstitucional, ordenará a la autoridad
aplicadora que deje sin efectos el acto denunciado y de no
hacerlo en tres días se estará a lo que disponen los artículos
192 al 198 de esta Ley en lo conducente. Si fuere en el sen-
tido de que no se aplicó, la resolución podrá impugnarse
mediante el recurso de inconformidad.

II. Si con posterioridad la autoridad aplicadora o en su
caso la sustituta incurrieran de nueva cuenta en aplicar la
norma general declarada inconstitucional, el denuncian-
te podrá combatir dicho acto a través del procedimiento
de denuncia de repetición del acto reclamado previsto
por el capítulo II del título tercero de esta ley.

El procedimiento establecido en el presente artículo será
aplicable a los casos en que la declaratoria general de in-
constitucionalidad derive de lo dispuesto por la Ley Regla-
mentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Capítulo VII
Disposiciones Complementarias

Artículo 211. Lo dispuesto en este título debe entenderse
sin perjuicio de que el órgano jurisdiccional haga cumplir la
sentencia de que se trate dictando las órdenes y medidas de
apremio necesarias. Si éstas no fueren obedecidas, comisio-
nará al secretario o actuario para que le dé cumplimiento
cuando la naturaleza del acto lo permita y, en su caso, el
mismo juez de distrito se constituirá en el lugar en que de-
ba dársele cumplimiento para ejecutarla.

Para los efectos de esta disposición, el juez o servidor pú-
blico designado podrá salir del lugar de su jurisdicción, dan-
do aviso al Consejo de la Judicatura Federal.  En todo tiem-
po podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para hacer
cumplir la sentencia de amparo.

Se exceptúan de lo dispuesto en los párrafos anteriores, los
casos en que sólo las autoridades responsables puedan dar
cumplimiento a la sentencia de que se trate y aquellos en
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que la ejecución consista en dictar nueva resolución en el
expediente o asunto que haya motivado el acto reclamado;
pero si se tratare de la libertad personal, la que debiera res-
tituirse al quejoso por virtud de la sentencia y la autoridad
responsable se negare a hacerlo u omitiere dictar la resolu-
ción que corresponda de inmediato, el órgano jurisdiccional
de amparo mandará ponerlo en libertad sin perjuicio de que
la autoridad responsable dicte después la resolución que
proceda.  Los encargados de las prisiones, darán debido
cumplimiento a las órdenes que se les giren conforme a es-
ta disposición.

Artículo 212. Si el pleno o la sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación que concedió el amparo no obtuviere
el cumplimiento material de la sentencia respectiva, dictará
las órdenes que sean procedentes al órgano jurisdiccional
que corresponda, los que se sujetarán a las disposiciones del
artículo anterior en cuanto fueren aplicables.

Artículo 213. En el recurso e incidentes a que se refiere es-
te título, el órgano jurisdiccional de amparo deberá suplir la
deficiencia de la vía y de los argumentos hechos valer por
el promovente.

Artículo 214. No podrá archivarse ningún juicio de ampa-
ro sin que se haya cumplido la sentencia que concedió la
protección constitucional o no exista materia para la ejecu-
ción y así se haya determinado por el órgano jurisdiccional
de amparo en resolución fundada y motivada.

Título Cuarto
Jurisprudencia y Declaratoria General 

de Inconstitucionalidad

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 215. La jurisprudencia se establece por reiteración
de criterios, por contradicción de tesis y por sustitución.

Artículo 216. La jurisprudencia por reiteración se estable-
ce por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcio-
nando en pleno o en salas, o por los tribunales colegiados de
circuito.

La jurisprudencia por contradicción se establece por el ple-
no o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
y por los Plenos de Circuito.

Artículo 217. La jurisprudencia que establezca la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en
salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decrete
el pleno, y además para los Plenos de Circuito, los tribuna-
les colegiados y unitarios de circuito, los juzgados de distri-
to, tribunales militares y judiciales del orden común de los
estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos
y del trabajo, locales o federales.

La jurisprudencia que establezcan los Plenos de Circuito es
obligatoria para los tribunales colegiados y unitarios de cir-
cuito, los juzgados de distrito, tribunales militares y judi-
ciales del orden común de las entidades federativas y tribu-
nales administrativos y del trabajo, locales o federales que
se ubiquen dentro del circuito correspondiente. 

La jurisprudencia que establezcan los tribunales colegiados
de circuito es obligatoria para los órganos mencionados en
el párrafo anterior, con excepción de los Plenos de Circuito
y de los demás tribunales colegiados de circuito.

La jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo
en perjuicio de persona alguna. 

Artículo 218. Cuando la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, los Plenos de Circuito o los tribunales colegiados
de circuito establezcan un criterio relevante, se elaborará la
tesis respectiva, la cual deberá contener:

I. El título que identifique el tema que se trata;

II. El subtítulo que señale sintéticamente el criterio que
se sustenta;

III. Las consideraciones interpretativas mediante las cua-
les el órgano jurisdiccional haya establecido el criterio;

IV. Cuando el criterio se refiera a la interpretación de una
norma, la identificación de ésta; y

V. Los datos de identificación del asunto, el número de
tesis, el órgano jurisdiccional que la dictó y las votacio-
nes emitidas al aprobar el asunto y, en su caso, en rela-
ción con el criterio sustentado en la tesis.

Además de los elementos señalados en las fracciones I, II,
III y IV de este artículo, la jurisprudencia emitida por con-
tradicción o sustitución deberá contener, según sea el caso,
los datos de identificación de las tesis que contiendan en la
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contradicción o de la tesis que resulte sustituida, el órgano
que las emitió, así como la votación emitida durante las se-
siones en que tales contradicciones o sustituciones se re-
suelvan.

Artículo 219. El pleno o las salas de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, los Plenos de Circuito o los tribuna-
les colegiados de circuito deberán remitir las tesis en el pla-
zo de quince días a la dependencia de la Suprema Corte de
Justicia encargada del Semanario Judicial de la Federación,
para su publicación.

Artículo 220. En el Semanario Judicial de la Federación se
publicarán las tesis que se reciban y se distribuirá en forma
eficiente para facilitar su conocimiento.

Igualmente se publicarán las resoluciones necesarias para
constituir, interrumpir o sustituir la jurisprudencia y los vo-
tos particulares. También se publicarán las resoluciones que
los órganos jurisdiccionales competentes estimen pertinen-
tes.

Artículo 221. Cuando las partes invoquen tesis de jurispru-
dencia o precedentes expresarán los datos de identificación
y publicación.  De no haber sido publicadas, bastará que se
acompañen copias certificadas de las resoluciones corres-
pondientes.

Capítulo II
Jurisprudencia por Reiteración de Criterios

Artículo 222. La jurisprudencia por reiteración del pleno de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación se establece
cuando se sustente un mismo criterio en cinco sentencias no
interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes
sesiones, por una mayoría de cuando menos ocho votos.

Artículo 223. La jurisprudencia por reiteración de las salas
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se establece
cuando se sustente un mismo criterio en cinco sentencias no
interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes
sesiones, por una mayoría de cuando menos cuatro votos.

Artículo 224. Para el establecimiento de la jurisprudencia
de los tribunales colegiados de circuito deberán observarse
los requisitos señalados en este capítulo, salvo el de la vo-
tación, que deberá ser unánime.

Capítulo III
Jurisprudencia por Contradicción de Tesis

Artículo 225. La jurisprudencia por contradicción se esta-
blece al dilucidar los criterios discrepantes sostenidos entre
las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en-
tre los Plenos de Circuito o entre los tribunales colegiados
de circuito, en los asuntos de su competencia.

Artículo 226. Las contradicciones de tesis serán resueltas
por:

I. El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
cuando deban dilucidarse las tesis contradictorias soste-
nidas entre sus salas;

II. El pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia,
según la materia, cuando deban dilucidarse las tesis con-
tradictorias sostenidas entre los Plenos de Circuito de
distintos Circuitos, entre los Plenos de Circuito en mate-
ria especializada de un mismo Circuito, o sus tribunales
de diversa especialidad, así como entre los tribunales co-
legiados de diferente circuito; y

III. Los Plenos de Circuito cuando deban dilucidarse las
tesis contradictorias sostenidas entre los tribunales cole-
giados del circuito correspondiente.

Al resolverse una contradicción de tesis, el órgano corres-
pondiente podrá acoger uno de los criterios discrepantes,
sustentar uno diverso, declararla inexistente, o sin materia.
En todo caso, la decisión se determinará por la mayoría de
los magistrados que los integran.

La resolución que decida la contradicción de tesis no afec-
tará las situaciones jurídicas concretas de los juicios en los
cuales se hayan dictado las sentencias que sustentaron las
tesis contradictorias.

Artículo 227. La legitimación para denunciar las contradic-
ciones de tesis se ajustará a las siguientes reglas:

I. Las contradicciones a las que se refiere la fracción I del
artículo anterior podrán ser denunciadas ante el pleno de
la Suprema Corte de Justicia por los ministros, los Ple-
nos de Circuito, los tribunales colegiados de circuito y
sus integrantes, los jueces de distrito, el Procurador Ge-
neral de la República, o las partes en los asuntos que las
motivaron.
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II. Las contradicciones a las que se refiere la fracción II
del artículo anterior podrán ser denunciadas ante la Su-
prema Corte de Justicia por los ministros, los Plenos de
Circuito o los tribunales colegiados de circuito y sus in-
tegrantes, que hayan sustentado las tesis discrepantes, el
Procurador General de la República, los jueces de distri-
to, o las partes en los asuntos que las motivaron.

III. Las contradicciones a las que se refiere la fracción
III del artículo anterior podrán ser denunciadas ante los
Plenos de Circuito por el Procurador General de la Re-
pública, los mencionados tribunales y sus integrantes,
los jueces de distrito o las partes en los asuntos que las
motivaron.

Capítulo IV
Interrupción de la Jurisprudencia

Artículo 228. La jurisprudencia se interrumpe y deja de te-
ner carácter obligatorio cuando se pronuncie sentencia en
contrario.  En estos casos, en la ejecutoria respectiva debe-
rán expresarse las razones en que se apoye la interrupción,
las que se referirán a las consideraciones que se tuvieron pa-
ra establecer la jurisprudencia relativa.

Artículo 229. Interrumpida la jurisprudencia, para integrar
la nueva se observarán las mismas reglas establecidas para
su formación.

Capítulo V
Jurisprudencia por sustitución

Artículo 230. La jurisprudencia que por reiteración o con-
tradicción establezcan el pleno o las salas de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, así como los Plenos de Cir-
cuito, podrá ser sustituida conforme a las siguientes reglas: 

I. Cualquier tribunal colegiado de circuito, previa peti-
ción de alguno de sus magistrados, con motivo de un ca-
so concreto una vez resuelto, podrán solicitar al Pleno de
Circuito al que pertenezcan que sustituya la jurispruden-
cia que por contradicción haya establecido, para lo cual
expresarán las razones por las cuales se estima debe ha-
cerse.

Para que los Plenos de Circuito sustituyan la jurisprudencia
se requerirá de las dos terceras partes de los magistrados
que lo integran. 

II. Cualquiera de los Plenos de Circuito, previa petición
de alguno de los magistrados de los tribunales colegia-
dos de su circuito y con motivo de un caso concreto una
vez resuelto, podrán solicitar al pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, o a la sala correspondien-
te, que sustituya la jurisprudencia que hayan establecido,
para lo cual expresarán las razones por las cuales se esti-
ma debe hacerse. La solicitud que, en su caso, enviarían
los Plenos de Circuito al pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, o a la sala correspondiente, debe
ser aprobada por la mayoría de sus integrantes.

III. Cualquiera de las salas de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, previa petición de alguno de los mi-
nistros que las integran, y sólo con motivo de un caso
concreto una vez resuelto, podrán solicitar al pleno de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación que sustituya la
jurisprudencia que haya establecido, para lo cual expre-
sarán las razones por las cuales se estima debe hacerse.
La solicitud que, en su caso, enviaría la sala correspon-
diente al pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, deberá ser aprobada por la mayoría de sus inte-
grantes.

Para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustitu-
ya la jurisprudencia en términos de las fracciones II y III del
presente artículo, se requerirá mayoría de cuando menos
ocho votos en pleno y cuatro en sala.

Cuando se resuelva sustituir la jurisprudencia, dicha resolu-
ción no afectará las situaciones jurídicas concretas deriva-
das de los juicios en los que se hayan dictado las sentencias
que la integraron, ni la que se resolvió en el caso concreto
que haya motivado la solicitud. Esta resolución se publica-
rá y distribuirá en los términos establecidos en esta ley.

Capítulo VI
Declaratoria General de Inconstitucionalidad

Artículo 231. Cuando las salas o el pleno de la Suprema
Corte de Justicia, en los juicios de amparo indirecto en re-
visión, resuelvan la inconstitucionalidad de una norma ge-
neral por segunda ocasión consecutiva, en una o en distin-
tas sesiones, el presidente de la sala respectiva o de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación lo informará a la au-
toridad emisora de la norma.

Lo dispuesto en el presente capítulo no será aplicable a nor-
mas en materia tributaria.
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Artículo 232. Cuando el pleno o las salas de la  Suprema
Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de amparo in-
directo en revisión, establezcan jurisprudencia por reitera-
ción, en la cual se determine la inconstitucionalidad de la
misma norma general, se procederá a la notificación a que
se refiere el tercer párrafo de la fracción II del artículo 107
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

Una vez que se hubiere notificado al órgano emisor de la
norma y transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que
se modifique o derogue la norma declarada inconstitucio-
nal, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
emitirá la declaratoria general de inconstitucionalidad co-
rrespondiente siempre que hubiera sido aprobada por ma-
yoría de cuando menos ocho votos. 

Cuando el órgano emisor de la norma sea el órgano legisla-
tivo federal o local, el plazo referido en el párrafo anterior
se computará dentro de los días útiles de los periodos ordi-
narios de sesiones determinados en la Constitución Federal,
en el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, o en la
Constitución Local, según corresponda.  

Artículo 233. Los plenos de circuito, conforme a los acuer-
dos generales que emita la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, podrán solicitar a ésta, por mayoría de sus inte-
grantes, que inicie el procedimiento de declaratoria general
de inconstitucionalidad cuando dentro de su circuito se ha-
ya emitido jurisprudencia derivada de amparos indirectos
en revisión en la que se declare la inconstitucionalidad de
una norma general.

Artículo 234. La declaratoria en ningún caso podrá modifi-
car el sentido de la jurisprudencia que le da origen, será
obligatoria, tendrá efectos generales y establecerá: 

I. La fecha a partir de la cual surtirá sus efectos; y

II. Los alcances y las condiciones de la declaratoria de
inconstitucionalidad. 

Los efectos de estas declaratorias no serán retroactivos sal-
vo en materia penal, en términos del párrafo primero del ar-
tículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Artículo 235. La declaratoria general de inconstitucionali-
dad se remitirá al Diario Oficial de la Federación y al órga-

no oficial en el que se hubiera publicado la norma declara-
da inconstitucional para su publicación dentro del plazo de
siete días hábiles.

Título Quinto
Medidas Disciplinarias y de Apremio, 

Responsabilidades, Sanciones y Delitos

Capítulo I
Medidas Disciplinarias y de Apremio

Artículo 236. Para mantener el orden y exigir respeto, los
órganos jurisdiccionales de amparo mediante una prudente
apreciación de acuerdo con la conducta realizada, podrán
imponer a las partes y a los asistentes al juzgado o tribunal,
y previo apercibimiento, cualquiera de las siguientes medi-
das disciplinarias:

I. Multa; y

II. Expulsión del recinto judicial o del lugar donde se ce-
lebre la audiencia. En casos extremos, la audiencia podrá
continuar en privado.

Para estos efectos las autoridades policiacas, federales, es-
tatales y municipales deberán prestar auxilio a los órganos
jurisdiccionales de amparo cuando lo soliciten.

Artículo 237. Para hacer cumplir sus determinaciones, los
órganos jurisdiccionales de amparo, bajo su criterio y res-
ponsabilidad, podrán hacer uso, indistintamente, de las si-
guientes medidas de apremio:

I. Multa;

II. Auxilio de la fuerza pública que deberán prestar las
autoridades policiacas federales, estatales o municipales;
y

III. Ordenar que se ponga al infractor a disposición del
ministerio público por la probable comisión de delito en
el supuesto de flagrancia; en caso contrario, levantar el
acta respectiva y hacer la denuncia ante la representación
social federal. Cuando la autoridad infractora sea el mi-
nisterio público de la federación, la infracción se hará del
conocimiento del Procurador General de la República.
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Capítulo II
Responsabilidades y Sanciones

Artículo 238. Las multas previstas en esta ley se impondrán
a razón de días de salario mínimo general vigente en el Dis-
trito Federal al momento de realizarse la conducta sancio-
nada. Podrán aplicarse al quejoso o al tercero interesado y
en ambos supuestos, según el caso, de manera conjunta o
indistinta con quienes promuevan en su nombre, sus apode-
rados o sus abogados, según lo resuelva el órgano jurisdic-
cional de amparo.

Si el infractor fuera jornalero, obrero o trabajador, la multa
no podrá exceder de su jornal o salario de un día.

Artículo 239. No se aplicarán las multas establecidas en es-
ta ley cuando el quejoso impugne actos que importen peli-
gro de privación de la vida, ataques a la libertad personal
fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o ex-
pulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición
forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artí-
culo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército,
Armada o Fuerza Aérea nacionales.

Artículo 240. En el caso del artículo 11 de esta ley, si quien
promueve no tiene la representación que afirma, se le im-
pondrá multa de treinta a trescientos días.

Artículo 241. Tratándose de lo previsto en el artículo 14 de
esta ley, si quien afirma ser defensor no lo demuestra, se le
impondrá una multa de cincuenta a quinientos días.

Artículo 242. En el caso del párrafo tercero del artículo 16
de esta ley, a la parte que teniendo conocimiento del falle-
cimiento del quejoso o del tercero interesado no lo comuni-
que al órgano jurisdiccional de amparo, se le impondrá mul-
ta de cincuenta a quinientos días.

Artículo 243. En el caso de los artículos 20, párrafo segun-
do y 24 de esta ley, si los jefes o encargados de las oficinas
públicas de comunicaciones se niegan a recibir o transmitir
los mensajes de referencia, se les impondrá multa de cien a
mil días.

Artículo 244. En el caso del artículo 27, fracción III, inciso
b) de esta ley, a la autoridad responsable que no proporcio-
ne el domicilio del tercero interesado se le impondrá multa
de cien a mil días.

Artículo 245. En el caso del artículo 28 fracción I de esta
ley, a la autoridad responsable que se niegue a recibir la no-
tificación se le impondrá multa de cien a mil días.

Artículo 246. En el caso del artículo 28, fracción II de esta
Ley, si el encargado de la oficina pública de comunicacio-
nes no envía el oficio de referencia, se le impondrá multa de
cien a mil días.

Artículo 247. En los casos de los artículos 32 y 68 de esta
ley, al servidor público que de mala fe practique una notifi-
cación que sea declarada nula se le impondrá multa de trein-
ta a trescientos días.

Artículo 248. Se impondrá multa de cincuenta a quinientos
días a quien para dar competencia a un juez de distrito o tri-
bunal unitario de circuito, de mala fe designe como autori-
dad ejecutora a quien no lo sea, siempre que no se reclamen
actos que importen peligro de privación de la vida, ataques
a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunica-
ción, deportación o expulsión, proscripción o destierro, ex-
tradición, desaparición forzada de personas o alguno de los
prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación
forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales.

Artículo 249. En los casos a que se refiere el artículo 49 de
esta ley, si el juez de distrito o tribunal unitario de circuito
no encontraren motivo fundado para la promoción de dos o
más juicios de amparo contra el mismo acto reclamado, im-
pondrá al o los infractores multa de cincuenta a quinientos
días, salvo que se trate de los casos mencionados en el artí-
culo 15 de esta ley.

Artículo 250. Cuando el órgano jurisdiccional que deseche
o desestime una recusación advierta que existan elementos
suficientes que demuestren que su promoción se haya diri-
gido a entorpecer o dilatar el procedimiento en cuestión, se
impondrá multa de treinta a trescientos días de salario.

Artículo 251. En el caso del artículo 64 de esta ley, a la par-
te que tenga conocimiento de alguna causa de sobresei-
miento y no la comunique, se le impondrá multa de treinta
a trescientos días.

Artículo 252. En el caso del párrafo tercero del artículo 68
de esta ley, cuando se promueva una nulidad que sea decla-
rada notoriamente improcedente se impondrá multa de
treinta a trescientos días.
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Artículo 253. En el caso del párrafo segundo del artículo 72
de esta ley, al responsable de la pérdida de constancias se le
impondrá multa de cien a mil días.

Artículo 254. En el caso del artículo 121 de esta Ley, si la
autoridad no expide con oportunidad las copias o documen-
tos solicitados por las partes o los expide incompletos o ile-
gibles, se le impondrá multa de cincuenta a quinientos días;
si a pesar de la solicitud del órgano jurisdiccional de ampa-
ro no los remite, o los remite incompletos o ilegibles, se le
impondrá multa de cien a mil días.

Artículo 255. En el caso del artículo 122 de esta ley, si el
juez de distrito desechare la impugnación presentada, im-
pondrá al promovente que actuó con mala fe multa de trein-
ta a trescientos días.

Artículo 256. En el caso del artículo 145 de esta ley, si se
acredita que la segunda suspensión se solicitó indebida-
mente y con mala fe, se impondrá multa de cincuenta a qui-
nientos días.

Artículo 257. En el caso del artículo 191 de esta ley, si la
autoridad responsable no decide sobre la suspensión en
las condiciones señaladas, se impondrá multa de cien a
mil días.

Artículo 258. La multa a que se refieren los artículos 192 y
193 de esta ley será de cien a mil días.

Artículo 259. En el caso de la fracción I de los artículos 236
y 237 de esta ley, las multas serán de cincuenta a mil días.

Artículo 260. Se sancionará con multa de cien a mil días a
la autoridad responsable que: 

I. No rinda el informe previo. 

II. No rinda el informe con justificación o lo haga sin re-
mitir, en su caso, copia certificada completa y legible de
las constancias necesarias para la solución del juicio
constitucional u omita referirse a la representación que
aduzca el promovente de la demanda en términos del ar-
tículo 11 de esta ley; 

III. No informe o no remita, en su caso, la certificación
relativa a la fecha de notificación del acto reclamado, la
de presentación de la demanda y de los días inhábiles
que mediaron entre uno y otro acto, y 

IV. No trámite la demanda de amparo o no remita con la
oportunidad debida y en los plazos previstos por esta ley
las constancias que le sean solicitadas por amparo o por
las partes en el juicio constitucional.

Tratándose de amparo contra normas generales, las autori-
dades que hayan intervenido en el refrendo del decreto pro-
mulgatorio de la norma o en su publicación, únicamente
rendirán el informe justificado cuando adviertan que su in-
tervención en el proceso legislativo o de creación de la nor-
ma general, se impugne por vicios propios.

La falta del informe justificado de las autoridades legislati-
vas, además de lo señalado en el párrafo anterior, no dará
lugar a sanción alguna. En la inteligencia que ello no impi-
de al órgano jurisdiccional examinar los referidos actos, si
advierte un motivo de inconstitucionalidad.

Capítulo III
Delitos

Artículo 261. Se impondrá una pena de dos a seis años de
prisión y multa de treinta a trescientos días:

I. Al quejoso, a su abogado autorizado o a ambos, si con
el propósito de obtener una ventaja procesal indebida, en
la demanda afirme hechos falsos u omita los que le cons-
ten en relación con el acto reclamado, siempre que no se
reclamen actos que importen peligro de privación de la
vida, ataques a la libertad personal fuera de procedi-
miento, incomunicación, deportación o expulsión, pros-
cripción o destierro, extradición, desaparición forzada de
personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Ar-
mada o Fuerza Aérea nacionales; y

II. Al quejoso o tercero interesado, a su abogado o a am-
bos, si en el juicio de amparo presenten testigos o docu-
mentos falsos.

Artículo 262. Se impondrá pena de tres a nueve años de pri-
sión, multa de cincuenta a quinientos días, destitución e in-
habilitación de tres a nueve años para desempeñar otro car-
go, empleo o comisión públicos, al servidor público que con
el carácter de autoridad responsable en el juicio de amparo
o en el incidente de suspensión:

I. Al rendir informe previo o con justificación exprese un
hecho falso o niegue la verdad;
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II. Sin motivo justificado revoque o deje sin efecto el ac-
to que se le reclama con el propósito de que se sobresea
en el amparo, sólo para insistir con posterioridad en la
emisión del mismo;

III. No obedezca un auto de suspensión debidamente no-
tificado, independientemente de cualquier otro delito en
que incurra;

IV. En los casos de suspensión admita, por notoria mala
fe o negligencia inexcusable, fianza o contrafianza que
resulte ilusoria o insuficiente; y

V. Fuera de los casos señalados en las fracciones ante-
riores, se resista de cualquier modo a dar cumplimiento
a los mandatos u órdenes dictadas en materia de amparo.

Artículo 263. Los jueces de distrito, las autoridades judi-
ciales de los estados y del Distrito Federal cuando actúen
en auxilio de la justicia federal, los presidentes de las jun-
tas y de los tribunales de conciliación y arbitraje, los ma-
gistrados de circuito y los ministros de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación son responsables en los juicios de
amparo por los delitos y faltas que cometan en los térmi-
nos que los definen y castigan el Código Penal Federal y
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así
como este capítulo.

Artículo 264. Al ministro, magistrado o juez que dolosa-
mente hubiere negado la causa que funda la recusación y és-
ta se comprueba, se le impondrán pena de dos a seis años de
prisión, multa de treinta a trescientos días, destitución e in-
habilitación por un lapso de dos a seis años.

Artículo 265. Se impondrá pena de dos a seis años de pri-
sión, multa de treinta a trescientos días, destitución e inha-
bilitación de dos a seis años para desempeñar otro cargo,
empleo o comisión públicos, al juez de distrito o la autori-
dad que conozca de un juicio de amparo o del incidente res-
pectivo, cuando dolosamente:

I. No suspenda el acto reclamado a sabiendas de que im-
porte peligro de privación de la vida, ataques a la liber-
tad personal fuera de procedimiento, incomunicación,
deportación o expulsión, proscripción o destierro, extra-
dición, desaparición forzada de personas o alguno de los
prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorpo-
ración forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea na-
cionales, si dichos actos no se ejecutan por causas ajenas

a la intervención de los órganos jurisdiccionales mencio-
nados, y

II. No concediere la suspensión, siendo notoria su proce-
dencia.

Artículo 266. Se impondrá pena de tres a siete años de pri-
sión, multa de cincuenta a quinientos días, destitución e in-
habilitación de tres a siete años para desempeñar otro cargo,
empleo o comisión públicos al juez de distrito o la autori-
dad que conozca de un juicio de amparo o del incidente res-
pectivo, cuando dolosamente:

I. No suspenda el acto reclamado a sabiendas de que im-
porte peligro de privación de la vida, ataques a la liber-
tad personal fuera de procedimiento, incomunicación,
deportación o expulsión, proscripción o destierro, extra-
dición, desaparición forzada de personas o alguno de los
prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorpo-
ración forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea na-
cionales, y se lleva a efecto su ejecución; y

II. Ponga en libertad al quejoso en contra de lo previsto
en las disposiciones aplicables de esta ley.

Artículo 267. Se impondrá pena de cinco a diez años de pri-
sión, multa de cien a mil días, en su caso destitución e in-
habilitación de cinco a diez años para desempeñar otro car-
go, empleo o comisión públicos a la autoridad que
dolosamente:

I. Incumpla una sentencia de amparo o no la haga cum-
plir; 

II. Repita el acto reclamado; 

III. Omita cumplir cabalmente con la resolución que es-
tablece la existencia del exceso o defecto; y 

IV. Incumpla la resolución en el incidente que estime in-
cumplimiento sobre declaratoria general de inconstitu-
cionalidad.

Las mismas penas que se señalan en este artículo serán im-
puestas en su caso al superior de la autoridad responsable
que no haga cumplir una sentencia de amparo.

Artículo 268. Se impondrá pena de uno a tres años de pri-
sión o multa de treinta a trescientos días y, en ambos casos,
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destitución e inhabilitación de uno a tres años para desem-
peñar otro cargo, empleo o comisión públicos a la autoridad
que dolosamente aplique una norma declarada inconstitu-
cional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, me-
diante una declaratoria general de inconstitucionalidad.

Artículo 269. La pérdida de la calidad de autoridad, no ex-
tingue la responsabilidad penal por los actos u omisiones
realizados para no cumplir o eludir el cumplimiento de las
sentencia de amparo cuando la ley le exija su acatamiento.

Artículo 270. Las multas a que se refiere este capítulo, son
equivalentes a los días multa previstos en el Código Penal
Federal.

Artículo 271. Cuando al concederse definitivamente al
quejoso el amparo aparezca que el acto reclamado además
de violar derechos humanos y garantías constituye delito, se
pondrá el hecho en conocimiento del ministerio público que
corresponda.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 4, 10, 11, 14,
21, 37, 51, 52, 54, 55, 81 y 144; y se ADICIONA al artícu-
lo 10 una fracción XIII; al artículo 11 una fracción XXIII;
al artículo 14 las fracciones XXII y XXIII; al artículo 37 un
tercer párrafo en la fracción IX; un TÍTULO TERCERO
BIS denominado “De los Plenos de Circuito” integrado por
tres capítulos, conformados por los artículos 41 Bis 1, 41
Bis 2, 41 Bis 3, 41 Ter, 41 Quáter 1, 41 Quáter 2; al artícu-
lo 51 una fracción IV, al artículo 52 una fracción VI; al ar-
tículo 54 una fracción IV; al artículo 55 una fracción V; un
artículo 55 Bis; y al artículo 81 una fracción IV Bis; todos
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 4º. El Pleno se compondrá de once ministros, pe-
ro bastará la presencia de siete miembros para que pueda
funcionar, con excepción de los casos previstos en los artí-
culos 105, fracción I penúltimo párrafo y fracción II, y 107,
fracción II párrafo tercero, ambos de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, en los que se requeri-
rá la presencia de al menos ocho ministros.

Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá fun-
cionando en Pleno:

I. a III…

IV. Del recurso de queja en los casos y condiciones esta-
blecidas en la Ley de Amparo Reglamentaria de los artí-
culos 103 y 107 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos;

V. a VII…

VIII. De las denuncias de contradicción entre tesis sus-
tentadas por las Salas de la Suprema Corte de Justicia,
por el Tribunal Electoral en los términos de los artículos
236 y 237 de esta ley, o por los Plenos de Circuito de dis-
tintos Circuitos, por los Plenos de Circuito en materia es-
pecializada de un mismo Circuito y por los tribunales co-
legiados de circuito con diferente especialización,
cuando se trate de asuntos que por razón de la materia no
sean de la competencia exclusiva de alguna de las Salas;

IX a X…

XI. De los procedimientos de declaratoria general de in-
constitucionalidad, de conformidad con lo establecido en
la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 

XII. De cualquier otro asunto de la competencia de la
Suprema Corte de Justicia, cuyo conocimiento no co-
rresponda a las Salas, y

XIII. De las demás que expresamente le confieran las le-
yes.

Artículo 11…

I. a XVIII…

XIX. Reglamentar el funcionamiento de los órganos que
realicen las labores de compilación, sistematización y
publicación de las ejecutorias, tesis y jurisprudencias, así
como de las sentencias en contrario que las interrumpan
o las resoluciones que las sustituyan; la estadística e in-
formática de la Suprema Corte de Justicia; y el centro de
documentación y análisis que comprenderá la biblioteca
central, el archivo histórico, el archivo central y los ar-
chivos de los tribunales federales foráneos, compilación
de leyes y el archivo de actas; y cuando lo estime conve-
niente podrá el Pleno convenir con el Consejo de la Ju-
dicatura Federal las medidas necesarias para lograr una
eficiente difusión de las publicaciones;
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XX…

XXI. Dictar los reglamentos y acuerdos generales en las
materias de su competencia;

XXII. Resolver, de forma definitiva e inatacable, las so-
licitudes a que se refiere el noveno párrafo del artículo
94 de la Constitución Política de los Estados Unidos, y

XXIII. Las demás que determinen las leyes.

Artículo 14. Son atribuciones del presidente de la Suprema
Corte de Justicia:

I. a XIX…

XX. Realizar todos los actos tendientes a dar trámite al
procedimiento de declaratoria general de inconstitucio-
nalidad a que se refiere la Ley de Amparo Reglamenta-
ria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos;

XXI. Atender la solicitud a que se refiere el noveno pá-
rrafo del artículo 94 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para lo cual deberá someterla a
consideración del Pleno para que resuelva de forma de-
finitiva por mayoría simple; 

XXII. Establecer las sanciones a que se refiere la frac-
ción XVII del artículo 11 de esta ley, siempre que las
promociones se hubieren hecho ante él, y

XXIII. Las demás que le confieran las leyes, reglamen-
tos interiores y acuerdos generales.

Artículo 21. Corresponde conocer a las Salas:

I a III…

IV. Del recurso de queja en los casos y condiciones esta-
blecidas en la Ley de Amparo;

V. a VII…

VIII. De las denuncias de contradicción entre tesis que
sustenten los Plenos de Circuito de distintos Circuitos,
los Plenos de Circuito en materia especializada de un
mismo Circuito o los tribunales colegiados de circuito
con diferente especialización, para los efectos a que se
refiere la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos

103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos;

IX. a XI…

Artículo 37. Con las salvedades a que se refieren los artí-
culos 10 y 21 de esta ley, son competentes los tribunales co-
legiados de circuito para conocer:

I. …

II. Del recurso de revisión en los casos a que se refiere
el artículo 81 de la Ley de Amparo Reglamentaria de los
artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos;

III. Del recurso de queja en los casos y condiciones es-
tablecidas en la Ley de Amparo Reglamentaria de los ar-
tículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos;

IV. Del recurso de revisión contra las sentencias pronun-
ciadas en la audiencia constitucional por los jueces de
distrito, tribunales unitarios de circuito o por el superior
del tribunal responsable en los casos a que se refiere el
artículo 84 de la Ley de Amparo, y cuando se reclame un
acuerdo de extradición dictado por el Poder Ejecutivo a
petición de un gobierno extranjero, o cuando se trate de
los casos en que el Pleno de la Suprema Corte de Justi-
cia haya ejercitado la facultad prevista en el séptimo pá-
rrafo del artículo 94 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos;

V. …

VI. …

VII. De los impedimentos y excusas que en materia de
amparo se susciten entre jueces de distrito, y en cual-
quier materia entre los magistrados de los tribunales de
circuito, o las autoridades a que se refiere el artículo 54,
fracción III de la Ley de Amparo Reglamentaria de los
artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos. En estos casos conocerá el tri-
bunal colegiado de circuito más cercano.

Cuando la cuestión se suscitara respecto de un solo ma-
gistrado de circuito de amparo, conocerá su propio tribu-
nal;
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VIII. De los recursos de reclamación previstos en el ar-
tículo 104 de la Ley de Amparo Reglamentaria de los ar-
tículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y

IX …

…

Cualquiera de los magistrados integrantes de los tribuna-
les colegiados de circuito podrán denunciar las contra-
dicciones de tesis ante el Pleno y las Salas de la Supre-
ma Corte de Justicia y solicitar la sustitución de la
jurisprudencia así como ante los Plenos de Circuito con-
forme a los procedimientos establecidos en la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Título Tercero Bis
De los Plenos de Circuito

Capítulo I
De su Integración y Funcionamiento

Artículo 41 Bis 1. Los Plenos de Circuito son los órganos
facultados para desarrollar las funciones señaladas en el ar-
tículo 107, fracción XIII de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, que se compondrán por los
magistrados adscritos a los Tribunales Colegiados del cir-
cuito respectivo o, en su caso, por sus presidentes, en los
términos que establezcan los acuerdos generales que al
efecto emita el Consejo de la Judicatura Federal, en los que
además se establecerá el número, y en su caso especializa-
ción de los Plenos de Circuito, atendiendo a las circunstan-
cias particulares de cada circuito judicial.

Artículo 41 Bis 2. Los acuerdos generales a los que se re-
fiere el artículo anterior deberán contener, entre otros as-
pectos, los siguientes:

a) Número de integrantes y quórum necesario para se-
sionar;

b) Los términos en que deberán emitirse las convocato-
rias ordinarias y extraordinarias, así como la forma o
modalidad en que éstas podrán desarrollarse;

c) Mínimo de sesiones ordinarias;

d) Procedimiento y requisitos que deberán llenarse para
la realización de sesiones extraordinarias;

e) El procedimiento y requisitos que deberán llenarse pa-
ra la formulación y publicación de votos particulares mi-
noritarios;

f) Los procedimientos para determinar la sustitución de
sus integrantes en los casos de ausencias o impedimen-
tos;

g) Las medidas y apoyos administrativos que en su caso
se requieran para el adecuado funcionamiento de los Ple-
nos de Circuito.

Artículo 41 Bis 3. Las decisiones de los Plenos de Circuito
se tomarán por mayoría de votos de sus integrantes. En las
resoluciones que emita el Pleno de Circuito deberá obrar
el nombre y la firma, así como el sentido del voto de los
magistrados que hayan participado en la decisión de que
se trate.

En caso de empate, el magistrado presidente del Pleno de
Circuito tendrá voto de calidad.

Capítulo II
De sus Atribuciones

Artículo 41 Ter. Con las salvedades a que se refieren los ar-
tículos 10 y 21 de esta Ley, son competentes los Plenos de
Circuito para:

I. Resolver las contradicciones de tesis de jurisprudencia
sostenidas entre los tribunales colegiados del circuito co-
rrespondiente, determinando cuál de ellas debe prevale-
cer;

II. Denunciar ante el pleno o las salas de la Suprema
Corte de Justicia, según la materia, las contradicciones
de tesis de jurisprudencia en las que contienda alguna te-
sis sostenida por ese Pleno de Circuito;

III. Resolver las solicitudes de sustitución de jurispru-
dencia que reciban por parte de los tribunales colegiados
del circuito correspondiente o de sus integrantes; y

IV. Solicitar a la Suprema Corte de Justicia, conforme a
los acuerdos generales que emita el Consejo de la Judi-
catura Federal, que inicie el procedimiento de declarato-
ria general de inconstitucionalidad cuando dentro de su
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circuito se haya emitido jurisprudencia derivada de am-
paros indirectos en revisión en la que se declare la in-
constitucionalidad de una norma general.  

Capítulo III
De su Presidente

Artículo 41 Quáter 1. Cada Pleno de Circuito tendrá a un
magistrado presidente, quien será designado de manera ro-
tativa conforme al decanato en el circuito, por período de un
año. Para ser magistrado presidente del Pleno de Circuito se
requiere poseer, al menos, antigüedad de un año en el cir-
cuito correspondiente.

Artículo 41 Quáter 2. Son atribuciones de los magistrados
presidentes de los Plenos de Circuito:

I. Llevar la representación y la correspondencia oficial
del Pleno de Circuito;

II. Convocar a sesiones ordinarias o extraordinarias en
los términos establecidos en esta Ley y en los acuerdos
generales que al efecto emita el Consejo de la Judicatu-
ra Federal;

III. Dictar los trámites que procedan en los asuntos de la
competencia del Pleno de Circuito hasta ponerlos en es-
tado de resolución;

IV. Dirigir los debates y conservar el orden durante las
sesiones;

V. Las demás que establezcan las leyes y los acuerdos
generales que al efecto emita el Consejo de la Judicatu-
ra Federal.

Artículo 51. Los jueces de distrito de amparo en materia
penal conocerán:

I ...

II. De los juicios de amparo que se promuevan conforme
a la fracción VII del artículo 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en los casos en
que sea procedente contra resoluciones dictadas en los
incidentes de reparación del daño exigible a personas
distintas de los inculpados, o en los de responsabilidad
civil, por los mismos tribunales que conozcan o hayan
conocido de los procesos respectivos, o por tribunales di-

versos, en los juicios de responsabilidad civil, cuando la
acción se funde en la comisión de un delito;

III. De los juicios de amparo que se promuevan contra
leyes y demás disposiciones de observancia general en
materia penal, en los términos de la Ley de Amparo Re-
glamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y

IV. De las denuncias por incumplimiento a las declara-
torias generales de inconstitucionalidad emitidas por la
Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto de nor-
mas generales en materia penal, en términos de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 52. Los jueces de distrito en materia administrati-
va conocerán:

I. a III…

IV. De los juicios de amparo que se promuevan contra
actos de autoridad distinta de la judicial, salvo los casos
a que se refieren las fracciones II del artículo 50 y III del
artículo anterior en lo conducente;

V. De los amparos que se promuevan contra actos de tri-
bunales administrativos ejecutados en el juicio, fuera de
él o después de concluido, o que afecten a personas ex-
trañas a juicio, y

VI. De las denuncias por incumplimiento a las declara-
torias generales de inconstitucionalidad emitidas por la
Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto de nor-
mas generales en materia administrativa, en términos de
la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y
107 de la Constitución Política de los estados Unidos
Mexicanos.

Artículo 54. Los jueces de distrito de amparo en materia ci-
vil conocerán:

I. …

II. De los juicios de amparo que se promuevan contra le-
yes y demás disposiciones de observancia general en
materia civil, en los términos de la Ley de Amparo Re-
glamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos;
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III. De los asuntos de la competencia de los juzgados de
distrito en materia de amparo que no estén enumerados
en los artículos 51, 52 y 55 de esta ley, y

IV. De las denuncias por incumplimiento a las declarato-
rias generales de inconstitucionalidad emitidas por la
Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto de nor-
mas generales en materia civil, en términos de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 55. Los jueces de distrito en materia de trabajo co-
nocerán:

I a II…

III. De los juicios de amparo que se promuevan en ma-
teria de trabajo, contra actos de autoridad distinta de la
judicial;

IV. De los amparos que se promuevan contra actos de tri-
bunales de trabajo ejecutados en el juicio, fuera de él o
después de concluido, o que afecten a personas extrañas
al juicio, y

V. De las denuncias por incumplimiento a las declarato-
rias generales de inconstitucionalidad emitidas por la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación respecto de normas
generales en materia de trabajo, en términos de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 55 Bis. Los jueces de distrito podrán denunciar las
contradicciones de tesis ante el Pleno y las Salas de la Su-
prema Corte de Justicia, así como ante los Plenos de Cir-
cuito; conforme a los procedimientos establecidos en la Ley
de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 81. Son atribuciones del Consejo de la Judicatura
Federal:

I. a III. …

IV…

IV Bis. Determinar la integración y funcionamiento de
los Plenos de Circuito en los términos previstos en el Tí-
tulo Tercero Bis de esta Ley;

V. Determinar el número y, en su caso, especialización
por materia de los tribunales colegiados y unitarios en
cada uno de los circuitos a que se refiere la fracción IV
de este artículo;

VI. a XVII. …

XVIII. Establecer la normatividad y los criterios para
modernizar las estructuras orgánicas, los sistemas y pro-
cedimientos administrativos internos, así como los de
servicios al público. Para tal efecto, deberá emitir la re-
gulación suficiente, por medio de reglas y acuerdos ge-
nerales, para la presentación de escritos y la integración
de expedientes en forma electrónica mediante el empleo
de tecnologías de la información que utilicen la Firma
Electrónica, de conformidad con lo estipulado en la Ley
de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. 

XIX. a XLII…

Artículo 144. …

En cada uno de los circuitos el Consejo de la Judicatura Fe-
deral establecerá mediante acuerdos generales, el número
de Plenos de Circuito, tribunales colegiados y unitarios de
circuito y de juzgados de distrito, así como su especializa-
ción y límites territoriales.

Artículo Tercero. Se reforma el artículo 43 y se ADICIO-
NAN un artículo 9 Bis; al artículo 47 un tercer párrafo; y al
artículo 72 un segundo párrafo; todos de la Ley Reglamen-
taria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar
como sigue:

Título I
Disposiciones Generales

Artículo 9° Bis. De manera excepcional, y sólo cuando
exista urgencia atendiendo al interés social o al orden pú-
blico, las Cámaras del Congreso de la Unión, a través de sus
presidentes, o el Ejecutivo Federal, por conducto de su Con-
sejero Jurídico, podrán solicitar al Presidente de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación que las controversias consti-
tucionales o acciones de inconstitucionalidad sean substan-
ciadas y resueltas de manera prioritaria, sin modificar de
ningún modo los plazos previstos en la ley.
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La urgencia en los términos de este artículo se justificará
cuando:

I. Se trate de controversias constitucionales o acciones
de inconstitucionalidad promovidas para la defensa de
grupos vulnerables en los términos de la ley.  

II. Se trate de controversias constitucionales o acciones
de inconstitucionalidad en materia de competencia eco-
nómica, monopolios y libre concurrencia. 

III. Se trate de prevenir daños irreversibles al equilibrio
ecológico en dichas controversias constitucionales o ac-
ciones de inconstitucionalidad.

IV. En aquéllos casos que el Pleno de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación estime procedentes. 

Recibida la solicitud, el Presidente de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, la someterá a consideración del Ple-
no, que resolverá de forma definitiva por mayoría simple.
La resolución incluirá las providencias que resulten necesa-
rias.

Para la admisión, trámite y resolución de las solicitudes, así
como las previsiones a que hace referencia este artículo, de-
berán observarse los acuerdos generales que al efecto emi-
ta la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Artículo 43. Las razones contenidas en los considerandos
que funden los resolutivos de las sentencias aprobadas por
cuando menos ocho votos, serán obligatorias para las Salas,
Plenos de Circuito, tribunales unitarios y colegiados de cir-
cuito, juzgados de distrito, tribunales militares, agrarios y
judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Fe-
deral, y administrativos y del trabajo, sean éstos federales o
locales.

Artículo 47. ...

...

La persona que sin ser parte en la controversia constitucio-
nal respectiva, y que con posterioridad a que surtan los efec-
tos de la declaración de invalidez de una norma general, se
vea afectada con su aplicación, podrá denunciar dicho acto
de conformidad con el procedimiento previsto para tal efec-
to en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103
y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos. 

Artículo 72. ...

Si con posterioridad a la entrada en vigor de la declaratoria
se aplicara la norma general declarada inválida, el afectado
podrá denunciar dicho acto de conformidad con el procedi-
miento previsto para tal efecto en la Ley de Amparo, Re-
glamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo Cuarto. Se reforma y se adiciona una fracción XII
al artículo 43 de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal para quedar como sigue:

Artículo 43. A la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal
corresponde el despacho de los asuntos siguientes:

I a IX…

X. Representar al Presidente de la República, cuando és-
te así lo acuerde, en las acciones y controversias a que se
refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los demás jui-
cios en que el titular del Ejecutivo Federal intervenga
con cualquier carácter. La representación a que se refie-
re esta fracción comprende el desahogo de todo tipo de
pruebas; 

XI. Ejercer, cuando así se lo haya solicitado algún Se-
cretario de Estado, y atendiendo a las leyes reglamenta-
rias y a los acuerdos generales que al efecto emita el Pre-
sidente de la República, la facultad a que se refiere el
noveno párrafo del artículo 94 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, solicitando al Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación la
atención prioritaria de los juicios de amparo, controver-
sias constitucionales o acciones de inconstitucionalidad,
y

XII. Las demás que le atribuyan expresamente las leyes
y reglamentos.

Artículo Quinto. Se REFORMA y se ADICIONA una
fracción q) al apartado 1 del artículo 23; se REFORMA y se
adiciona una fracción n) al artículo 67; todos de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos para quedar como sigue:
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Artículo 23.

1. Son atribuciones del Presidente de la Mesa Directiva
las siguientes:

a) a n). …

o) Ordenar el auxilio de la fuerza pública en los casos
que resulten necesarios;

p) Solicitar al Presidente de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación la atención prioritaria de los juicios de
amparo, controversias constitucionales o acciones de
inconstitucionalidad, en términos de lo dispuesto por el
artículo 94 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y

q) Las demás que le atribuyan la Constitución General
de la República, esta ley y los demás ordenamientos re-
lativos a la actividad parlamentaria.

2…

3…

Artículo 67.

1. El Presidente de la Mesa Directiva es el Presidente de
la Cámara y su representante jurídico; en él se expresa la
unidad de la Cámara de Senadores. En su desempeño,
deberá hacer prevalecer el interés general de la Cámara
por encima de los intereses particulares o de grupo, para
lo cual, además de las facultades específicas que se le
atribuyen en el artículo anterior, tendrá las siguientes
atribuciones:

a) a k). …

l) Otorgar poderes para actos de administración y para
representar a la Cámara ante los tribunales en los jui-
cios de cualquier naturaleza en que ésta sea parte; 

m) Solicitar al Presidente de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación la atención prioritaria de los juicios
de amparo, controversias constitucionales o acciones
de inconstitucionalidad, en términos de lo dispuesto en
el artículo 94 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y

n) Las demás que le confieran esta Ley y el Reglamen-
to.

Artículo Sexto. Se reforma la fracción IV de la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría General de la República para que-
dar como sigue:

Artículo 6. Son atribuciones indelegables del Procurador
General de la República:

I. a III…

IV. Denunciar las contradicciones de tesis ante el Pleno
y las Salas de la Suprema Corte de Justicia, así como an-
te los Plenos de Circuito; conforme a los procedimientos
establecidos en la Ley de Amparo Reglamentaria de los
Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

V. a XII…

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. Se abroga la Ley de Amparo, Reglamentaria de
los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 10 de enero de 1936, y se derogan todas
las disposiciones que se opongan a lo previsto en la presen-
te ley.

Tercero. Los juicios de amparo iniciados con anterioridad a
la entrada en vigor de la presente ley, continuarán tramitán-
dose hasta su resolución final conforme a las disposiciones
aplicables vigentes a su inicio, salvo lo que se refiere a las
disposiciones relativas al sobreseimiento por inactividad
procesal y caducidad de la instancia, así como al cumpli-
miento y ejecución de las sentencias de amparo.

Cuarto. A las personas que hayan cometido un delito de los
contemplados en la Ley de Amparo reglamentaria de los ar-
tículos 103 y 107 Constitucionales publicada en el Diario
Oficial de la Federación de 10 de enero de 1936, incluidas
las procesadas o sentenciadas, les serán aplicadas las dispo-
siciones vigentes en el momento en que se haya cometido.
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Quinto. Los actos a los que se refiere la fracción III del ar-
tículo 17 de esta ley que se hubieren dictado o emitido con
anterioridad a la entrada en vigor de la misma podrán im-
pugnarse mediante el juicio de amparo dentro de los siete
años siguientes a la entrada en vigor de la presente ley.

Los actos que se hubieren dictado o emitido con anteriori-
dad a la presente ley y que a su entrada en vigor no hubiere
vencido el plazo para la presentación de la demanda de am-
paro conforme a la ley que se abroga en virtud del presente
decreto, les serán aplicables los plazos de la presente ley
contados a partir del día siguiente a aquél en que surta efec-
tos, conforme a la ley del acto, la notificación del acto o re-
solución que se reclame o a aquél que haya tenido conoci-
miento o se ostente sabedor del mismo o de su ejecución.

Sexto. La jurisprudencia integrada conforme a la ley ante-
rior continuará en vigor en lo que no se oponga a la presen-
te ley.

Séptimo. Para la integración de la jurisprudencia por reite-
ración de criterios a que se refiere la presente ley no se to-
marán en cuenta las tesis aprobadas en los asuntos resueltos
conforme a la ley anterior.

Octavo. Las declaratorias generales de inconstitucionalidad
no podrán ser hechas respecto de tesis aprobadas conforme
a la ley anterior.

Noveno. La Suprema Corte de Justicia de la Nación y el
Consejo de la Judicatura Federal en el ámbito de sus res-
pectivas competencias podrán dictar las medidas necesarias
para lograr el efectivo e inmediato cumplimiento de la pre-
sente ley.

Décimo. Las referencias que la presente ley realice al con-
cepto de “auto de vinculación a proceso” le serán aplicables
a los autos de formal prisión emitidos en aquellos órdenes
normativos en que aún no hayan entrado en vigor en cum-
plimiento de los artículos transitorios del Decreto por el que
se reforman y adicionan los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21
y 22; las fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la fracción
VII del artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del ar-
tículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicano, publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 18 de junio de 2008.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF, a
13 de octubre de 2011.— Senador Ricardo García Cervantes (rúbrica),

vicepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Justicia, para dictamen y a las Co-
misiones de Gobernación y de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para opinión.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tiene
la palabra el diputado Cárdenas Gracias.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Sí, presidente, sobre este asunto vinculado a la Ley
de Amparo y las reformas a la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación. Se trata de un asunto muy impor-
tante que acaba de ser atendido por el Senado de la Repú-
blica.

Distintos grupos de abogados de ONG se han acercado a le-
gisladores —entre los que me incluyo—, en donde piden
que en este tema la Comisión de Justicia sea especialmente
escrupulosa, porque encuentran que en el dictamen del Se-
nado de la República, asuntos muy importantes como el in-
terés legítimo, la suplencia de la queja o el amparo colecti-
vo no fueron debidamente desarrollados.

Esos grupos están solicitando que haya un debate abierto en
la Comisión de Justicia de esta Cámara de Diputados, para
que se escuche a los colegios de abogados, a los académi-
cos y también a las ONG.

Ya hablé con el diputado Humberto Benítez Treviño y le hi-
ce este comentario, pero aprovecho también para hacerlo
público, porque creo que es muy importante; la Ley de Am-
paro es fundamental para salvaguardar los derechos funda-
mentales de los mexicanos y esta Cámara de Diputados de-
be estar empeñada en realizar una reforma adecuada a la
legislación de amparo, que sí tutele, tanto derechos indivi-
duales como colectivos.

Presidente, hago aquí un llamado a los miembros de la Co-
misión de Justicia, en especial al presidente de la misma, al
diputado Humberto Benítez Treviño, para que se celebren
foros y se abra la discusión a la sociedad en este importan-
te tema, presidente.
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